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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes, y de Justicia, señora Javiera Blanco Suárez. 
Asimismo, se encontraba presente la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta Olivares. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Las actas de las sesiones 83ª, extraordinaria y 84ª, ordinaria, ambas en 22 de diciembre de 2015; 85ª, extraordinaria, y 86ª, ordinaria, empalmadas, en 23 de diciembre de 2015, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República con los que hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para el despacho de los siguientes proyectos:



1) El que modifica la ley N° 20.365, que establece franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N° 9.628-08).



2) El que crea el plan de formación ciudadana para los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado (boletín N° 10.043-04).



3) El que modifica los cuerpos legales que indica, para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales (boletín N° 10.185-06).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República con el que manifiesta que ha resuelto no hacer uso de la facultad que le confiere el inciso primero del artículo 73 de la Carta Fundamental, respecto del proyecto de ley que establece un procedimiento simplificado para la regularización de viviendas de autoconstrucción (boletines Nos 9.939-14 y 10.076-14, refundidos).



--Se toma conocimiento y se mandó comunicar el proyecto al Excelentísimo Tribunal Constitucional.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha aprobado el proyecto de ley que modifica los cuerpos legales que indica, para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales (boletín N° 10.185-06) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el segundo señala que dio su aprobación al proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en materia de cierre de sitios eriazos (boletín N° 9.989-14) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Con el tercero indica que ha aprobado la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización (boletín N° 9.455-06).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el cuarto comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 20.365, que establece franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos; la Ley General de Servicios Eléctricos y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo (boletín N° 9.628-08), con excepción de la recaída en el artículo 2°, que ha rechazado, e informa la nómina de Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Se toma conocimiento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento de la Corporación, se designa a los integrantes de la Comisión de Minería y Energía para integrar la referida Comisión Mixta.



Con el último señala que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley N° 20.882, de Presupuestos del sector público del año 2016 (boletín N° 10.461-05).



--Se tomó conocimiento y se manda archivar los antecedentes.



De la Excelentísima Corte Suprema:


Con el que comunica que ha designado a los miembros del Tribunal Calificador de Elecciones que lo integrarán a partir del día 31 de enero de 2016, resultando elegidos los Ministros de esa Corte señores Patricio Valdés, Haroldo Brito, Juan Eduardo Fuentes y Jorge Dahm; y el ex segundo Vicepresidente de la Cámara de Diputados, señor Mario Bertolino.



--Se toma conocimiento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Adjunta sentencia dictada en el proceso sobre control de constitucionalidad del proyecto de ley que modifica régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (boletín N° 9.398-04).


--Se toma conocimiento y se manda comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Expide copias de las sentencias definitivas pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Inciso tercero del artículo 416 del Código Procesal Penal.



-Artículo 4° de la ley N° 19.531, modificado por la ley N° 20.224.



-Artículos 15 y 17, N° 1, del Código de Minería.



-Inciso primero del artículo 8 de la ley N° 17.322.



-Artículo 24 del Código Penal.



-Artículos 54, 55, 56 y 58 de la ley N° 19.253.



-Letra b) del artículo 57 ter de la Ley Orgánica Constitucional de las Fuerzas Armadas.



-Artículo 1° de la ley N° 19.989.



--Se manda archivar los documentos.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Inciso segundo del artículo 768 del Código de Procedimiento Civil.



-Artículos 1°, inciso tercero, y 485 del Código del Trabajo.



-Artículo 195 bis, inciso primero, de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Chahuán, acerca de la situación de una persona que prestó servicios en esa Cartera.


Del señor Ministro de Defensa Nacional:


Complementa respuesta, ante consulta formulada en nombre del Senador señor Chahuán, relativa a tratamientos médicos recibidos por un exmiembro de la Armada de Chile.



Del señor Ministro de Obras Públicas:


Atiende solicitudes de información, efectuadas en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto de los siguientes asuntos:



-Estado de avance del proyecto de construcción del Centro Teletón en la capital regional de Los Ríos.



-Financiamiento del proyecto de Ampliación del Servicio de Agua Potable Rural de Pitriuco, en la provincia del Ranco.



Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Matta, respecto del estado de avance de diversos proyectos destinados a solucionar graves problemas de conectividad en la comuna de Longaví.



De la señora Ministra de Salud:


Atiende preocupación, expresada en nombre de los Senadores señor Navarro, señoras Allende y Pérez San Martín y señores Araya, Guillier, Horvath, Lagos, Prokurica, Quintana y Quinteros, para considerar la creación de una comisión nacional de prevención del suicidio en Chile.


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Chahuán, acerca de si los medicamentos que señala para el tratamiento de la esclerosis múltiple están incorporados en la cobertura de la ley N° 20.850 o en las garantías explícitas en salud (GES).



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor Ossandón, sobre petición de ayuda de paciente del Hospital de Valdivia para acceder al Fondo de Auxilio Extraordinario.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Ossandón, acerca del cronograma para la reconstrucción del sector de Baquedano en la ciudad de Coquimbo, afectado por el maremoto del 16 de septiembre de 2015.


Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:


Remite información, requerida en nombre de la Senadora señora Von Baer, respecto del plan de mejoramiento para el transporte público en la ciudad de Valdivia.



Del señor Subsecretario General de Gobierno:


Atiende preocupación, expresada en nombre del Senador señor Navarro, respecto de los reclamos presentados en contra de las empresas de telecomunicaciones que prestan servicios de telefonía móvil.



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente (S):


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al impacto ambiental de las termoeléctricas Bocamina I y Bocamina II, ubicadas en la comuna de Coronel.



Del señor Superintendente de Educación:


Atiende preocupación, expresada en nombre del Senador señor De Urresti, acerca de sanciones aplicadas por esa institución al colegio municipal Mercedes Marín del Solar, de la comuna de Providencia.



De la señora Superintendenta de Pensiones:


Contesta consulta, formulada en nombre del Senador señor Prokurica, acerca del número de cotizantes afiliados en la Región de Atacama en la Administradora de Fondos de Pensiones Plan Vital durante el año 2015.


Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de La Araucanía:


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor García, acerca del estado en que se encuentra la transferencia de recursos al Liceo Industrial de Temuco para desarrollar su proyecto de recambio de estufas y construcción de camarín.



De la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la Junta Nacional de Jardines Infantiles:


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor Navarro, el Protocolo de Acuerdo con las demandas de los funcionarios de la institución a su cargo que motivaron la paralización de funciones el día 21 de octubre de 2015, y el número de usuarios que resultaron afectados.


Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:


Adjunta antecedentes, requeridos por el Senador señor Navarro, respecto de los costos asociados a la adquisición y mantención de los aviones forestales pertenecientes a la Corporación Nacional Forestal (CONAF) y de la forma como se distribuyen las aeronaves a nivel nacional.



Del señor Director General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa a las concesiones marítimas respaldadas con la correspondiente resolución de calificación ambiental (RCA).



Del señor Presidente del Banco del Estado de Chile:


Atiende preocupación, expresada en nombre del Senador señor Ossandón, acerca de la situación que afecta a un cliente de esa entidad bancaria demandado ante el Primer Juzgado Civil de Osorno.



Del señor Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción Limpia:


Remite, en respuesta a solicitud de información enviada en nombre del Senador señor De Urresti, antecedentes y copia del Acuerdo de Producción Limpia suscrito por siete empresas portuarias de la Región del Biobío.


De la señora Secretaría Ejecutiva (S) de la Comisión Nacional de Riego:


Absuelve consulta, planteada por el Senador señor Matta, acerca de la gestión de los recursos captados mediante la aplicación de la ley N° 18.450 durante los años 2014 y 2015.



Del señor Jefe (S) de la División de Cobranzas y Quiebras de la Tesorería General de la República:


Da respuesta a consulta, formulada en nombre del Senador señor García, acerca de la denuncia de un contribuyente relacionada con el procedimiento de cobro ejecutivo de obligaciones tributarias.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía recaído en el proyecto de ley que norma el servicio de recolección y disposición de aguas grises (boletín N° 9.452-09) (Véase en los Anexos, documento 4).



De la Comisión de Relaciones Exteriores recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, adoptado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), en Marrakech, el 27 de junio de 2013 (boletín N° 10.272-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 5).



Dos de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo:



-El que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República de Perú (boletín N° 10.205-10) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7).



-El que aprueba el “Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico”, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013 (boletín N° 10.013-10) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 8 y 9).



De la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, informe complementario del segundo informe recaído en el proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para imponer a los concesionarios la entrega de información a Carabineros de Chile y otros servicios de emergencia en los casos que indica y sancionar el uso indebido de llamadas a dichos servicios (boletín N° 9.597-07) (Véase en los Anexos, documento 10).



Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto que modifica la Ley de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por el no uso de dispositivos de seguridad para menores de edad en vehículos particulares (boletín N° 9.640-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto que modifica la ley N° 19.733, para establecer un nuevo marco regulatorio para el mercado de distribución de impresos que resguarda la libertad de prensa, información y opinión (boletín N° 10.479-07) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Letelier, De Urresti, Montes y Quinteros, que modifica la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, para exceptuar en casos determinados las inhabilidades establecidas en el artículo 56 de la ley N° 18.575 (boletín N° 10.488-06) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Solicitud de desarchivo



Del Senador señor Navarro, con la que pide continuar la tramitación del proyecto que modifica el artículo 1° de la ley N° 19.253, con el fin de incorporar a los changos entre las principales etnias indígenas reconocidas por el Estado (boletín 4.941-06).



--Se accede a lo solicitado, volviendo el proyecto al estado en que se encontraba al momento de su archivo.

Solicitud de permiso constitucional



Del Senador señor Patricio Walker, para ausentarse del país a contar del día 13 de enero próximo.



--Se accede.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Informes



De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que perfecciona el permiso postnatal parental y el ejercicio del derecho a sala cuna para las funcionarias y los funcionarios públicos que indica (boletín N° 10.367-13) (Véanse en los Anexos, documentos 14 y 15).



--Quedan para tabla.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la Cuenta. 

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Antes de que se den a conocer los acuerdos de Comités, quiero desearles un feliz año nuevo a las señoras y los señores Senadores y a todos los funcionarios y funcionarias de la Corporación. 



¡Que tengamos un muy buen 2016, pensando siempre en el país! 

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los Comités, en sesión de hoy, adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Autorizar a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que prorroga la obligatoriedad de cotizar de los trabajadores independientes y adecua la normativa previsional que indica (boletín N° 10.424-13) y no enviar esta iniciativa a la Comisión de Hacienda.



2.- Incorporar en el primer lugar de la tabla de la sesión ordinaria de hoy el proyecto de ley que perfecciona el permiso postnatal parental y el ejercicio del derecho a sala cuna para los funcionarios y funcionarias públicos que indica (boletín N° 10.367-13).



3.- Tratar en el segundo, tercer y cuarto lugar de la tabla de esta sesión ordinaria los siguientes asuntos:



-Proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República de Perú (boletín N° 10.205-10);



-Proyecto de acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013 (boletín N° 10.013-10), y



-Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, adoptado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), en Marrakech, el 27 junio de 2013 (boletín N° 10.272-10).



4.- Autorizar a la Comisión Especial encargada de conocer proyectos de ley relativos a probidad y transparencia para discutir en general y en particular el proyecto, en segundo trámite constitucional, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización (boletín N° 10.154-07) y el proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín N° 10.264-07).



5.- Realizar una sesión extraordinaria el martes 12 del mes en curso, de 11:00 a 14:00 horas, para tratar el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia (boletín N° 9.790-07) y continuar su análisis en la sesión ordinaria del mismo día hasta su total despacho.



6.- Celebrar hoy, de 18:30 a 20:00 horas, en lugar del horario fijado previamente, la sesión especial convocada para tratar la dramática situación que afecta a los campamentos de pobladores en nuestro país y las soluciones habitacionales que se contemplan para su erradicación o transformación de los mismos en conjuntos de viviendas, con mejor calidad de vida.



7.- Tratar en el segundo, tercer y cuarto lugar de la tabla de la sesión ordinaria de mañana miércoles 6 del presente, los siguientes asuntos:



-Proyecto de ley, en primer trámite constitucional que concede la nacionalidad chilena en forma póstuma, por especial gracia, al ciudadano estadounidense señor Douglas Tompkins (boletines Nos 9.809-17; 10.433-17 y 10.448-17, refundidos).



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia a don Fuad Dauabe Escaffi (boletín N° 9.712-06), con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, y



-Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede la nacionalidad por gracia al rabino señor Eduardo Waingortin (boletín N° 9.430-06), con informe de la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



Nada más, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Informo a la Sala que en un rato más les vamos a entregar a los jefes de bancada el listado de proyectos que deberíamos despachar en enero.



Quiero recordar que sesionaremos hasta la última semana de este mes, que era regional. Y es muy probable que las dos últimas semanas legislativas tengamos sesión los lunes en la tarde, dependiendo de cómo avancemos en las iniciativas de ley.



Lo señalo para que los señores Senadores lo tengan presente y puedan ajustar sus agendas. 

V. TIEMPO DE VOTACIONES

SALUDO A VENEZUELA CON MOTIVO DE JURAMENTACIÓN DE DIPUTADOS DE ASAMBLEA NACIONAL. PROYECTO DE ACUERDO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- La unanimidad de los Comités acordó tratar el proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Coloma, Chahuán, García, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Letelier, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar, por el que saludan a la República Bolivariana de Venezuela con motivo del acto de juramentación de los Diputados a la Asamblea Nacional, expresando sus deseos de logro de acuerdos y reconciliación (Véase en los Anexos, documento 16).



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.848-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 87ª, en 5 de enero de 2016. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El proyecto de acuerdo es del siguiente tenor:



“Considerando que el día de hoy martes 5 de enero se realizó en la ciudad de Caracas, el acto de juramentación de los Diputados a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, elegidos en las elecciones parlamentarias del pasado 6 de diciembre de 2016



“EL SENADO DE LA REPÚBLICA DE CHILE ACUERDA,


“Saludar este importante acto democrático que da inicio a una nueva legislatura en la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, en la confianza de que a través de los mecanismos legales y reglamentarios vigentes los Diputados que han jurado hoy, contribuirán al fortalecimiento de las libertades, al imperio del estado de derecho y al desarrollo económico social de los venezolanos,



“Expresar su confianza en la vocación democrática de los Diputados que integran la Asamblea Nacional, en su aspiración al logro de acuerdos y consensos cuando sea posible y en su apego a la razón y el derecho como elementos fundamentales del trabajo legislativo,



“Reiterar el llamado a que en esta ocasión privilegiada que marca el inicio de esta nueva legislatura, se pueda dar un paso significativo de reconciliación y buena voluntad, liberando a los presos políticos venezolanos.”.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (23 votos a favor y 1 en contra).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó en contra el señor Navarro.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Letelier.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago presente a la Sala que la Senadora Carolina Goic solicita que veamos el proyecto relativo al posnatal en el cuarto lugar de la tabla, después de los tres tratados, debido a que la Comisión de Trabajo está sesionando en este momento.



¿Habría acuerdo?



¿No?



Tiene la palabra la Senadora señora Goic para que fundamente la petición.

La señora GOIC.- Señor Presidente, ocurre que los cinco miembros de la Comisión de Trabajo estamos votando ahora el proyecto que prorroga la obligatoriedad de cotizar de los trabajadores independientes.



Por eso, solicitamos que la Sala parta el Orden del Día con los tratados para luego -serán diez, quince minutos más- ver el proyecto del posnatal.



El fin es cautelar que podamos estar presentes en ese debate todos los miembros de la Comisión.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Les parece acceder a lo solicitado?



--Así se acuerda. 

VI. ORDEN DEL DÍA

PROTOCOLO ADICIONAL A ACUERDO MARCO DE ALIANZA DEL PACÍFICO 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Conforme a lo convenido, corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 10 de febrero de 2014, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.205-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:


En segundo trámite: sesión 50ª, en 8 de septiembre de 2015 (se da cuenta).


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016.



Hacienda: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es regular disciplinas de carácter comercial.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió en general y en particular el proyecto, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros: Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.



Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución por la unanimidad de sus integrantes presentes: Honorables señores García, Montes y Zaldívar.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto de acuerdo.



Antes de dar la palabra al Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores, Senador señor Chahuán, quiero consultar si hay acuerdo para abrir la votación.


Acordado.

)---------------(

El señor HARBOE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe para referirse a un tema distinto.

El señor HARBOE.- Solo deseo pedirle que recabe la autorización de la Sala con el fin de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto sobre protección del derecho al olvido en materia de Internet (boletín N° 9.917-03), actualmente radicado en la Comisión de Economía.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Qué plazo sugiere, señor Senador?

El señor HARBOE.- Quince días, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acoger la solicitud planteada por Su Señoría?



Acordado.



--Se fija plazo para presentar indicaciones a la iniciativa hasta el 18 del presente mes, a las 12.
)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En votación el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, la Comisión de Relaciones Exteriores aprobó por unanimidad el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, suscrito el 10 de febrero del año 2014 en Cartagena de Indias, República de Colombia.



El proyecto de acuerdo señala que, en el contexto del Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, firmado en Paranal, Antofagasta, el 6 de junio del año 2012, se estableció un área de libre comercio y se negoció un conjunto de disciplinas de carácter comercial, recogidas en el denominado “Protocolo Adicional” de dicho Acuerdo Marco.



El Ejecutivo indica que ese Protocolo Adicional, suscrito -reitero- el 10 de febrero del año 2014 en Cartagena de Indias, República de Colombia, durante la VIII Cumbre de Presidentes, abarca los temas que tradicionalmente se incluyen en los acuerdos de libre comercio y constituye el primer avance para alcanzar los objetivos consagrados en el Acuerdo Marco.



Dado que los cuatro Estados miembros de la Alianza del Pacífico tienen acuerdos comerciales entre sí, el Protocolo Adicional actualiza, complementa y profundiza lo contenido en ellos; más aún, armoniza sus disposiciones y fija estándares comunes, particularmente en las disciplinas comerciales.



Con esto se avanza en algunos de los objetivos delineados por los cuatro Estados miembros, como incrementar el comercio y la inversión al interior de la Alianza del Pacífico; lograr economías de escala; desarrollar cadenas de suministros más integradas, respondiendo a las nuevas formas de organización de la producción mundial, e impulsar una mayor integración comercial en la región para alcanzar niveles más elevados de competitividad en los mercados de terceros países.



Adicionalmente, en cuanto al comercio chileno con las otras naciones que forman parte de la Alianza, el mensaje señala que, considerando la economía combinada de más de 2 billones de dólares y una población total de 212 millones de habitantes, los Estados miembros de la Alianza del Pacífico representan la sexta economía, el séptimo exportador y el sexto destino de la inversión internacional en el mundo.



Desde la perspectiva regional, la mencionada Alianza agrupa a más de un tercio de la población latinoamericana, recibe aproximadamente 30 por ciento de la inversión extranjera y participa en la mitad de su comercio. 



Por otra parte, su vocación hacia el Asia Pacífico se refleja por el monto y dinamismo de su comercio con dicha región. 



Sus exportaciones e importaciones  representan alrededor de 14 por ciento y 30 por ciento del total mundial, respectivamente, y en los últimos seis años ha mostrado tasas de crecimiento importantes. 



Durante la próxima década, según el Fondo Monetario Internacional, la Alianza del Pacífico será uno de los bloques de mayor crecimiento económico -alrededor de 4,5 por ciento anual, comparado con el 3,6 por ciento promedio en el mundo y el 3,1 por ciento en América Latina y el Caribe-, siendo así la cuarta economía que más contribuirá al crecimiento mundial, después de China, India y Estados Unidos.



Este instrumento internacional consta de un preámbulo, 19 capítulos y 31 anexos. 



Entre sus disposiciones se observan contenidos vinculados con definiciones generales y específicas; acceso a mercados; evaluación de la eliminación arancelaria; apertura comercial de Chile; reglas de origen y procedimientos relacionados con el origen; facilitación del comercio y cooperación aduanera; medidas sanitarias y fitosanitarias; obstáculos técnicos al comercio; contratación pública; comercio transfronterizo de servicios e inversión; servicios financieros; servicios marítimos; comercio electrónico; telecomunicaciones; transparencia; administración del Protocolo Adicional; solución de las diferencias, entre otras materias.



Finalmente, deseo manifestar que en la discusión del proyecto de acuerdo participaron tanto el señor Andrés Rebolledo, Director General de Relaciones Económicas e Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, como también otras autoridades de la Cancillería.



La iniciativa fue aprobada en forma unánime por los miembros de la Comisión de Relaciones Exteriores, en el entendido de que con esto damos claramente un paso decisivo para poder materializar la Alianza del Pacífico. Esta, sin lugar a dudas, ofrece ventajas competitivas y, también, posibilidades de generar economías combinadas, al ser -tal como se ha expresado- la sexta economía global, por el esfuerzo de sus países miembros.



Por tanto, como Comisión de Relaciones Exteriores hacemos un llamado a aprobar este proyecto de acuerdo, que, por cierto, le da vida a la Alianza del Pacífico.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, creo que este proyecto no solamente tiene relevancia por ser la Alianza del Pacífico la sexta economía, el séptimo exportador y el sexto destino de la inversión extranjera en el mundo, cosa que en sí misma no deja de ser novedosa, sino que además cuenta con un elemento que yo por lo menos quiero destacar y en lo cual este Convenio es pionero.



Uno siempre tiene que ver dónde está la diferencia en los tratados o si son todos iguales -obviamente, instrumentos de esta naturaleza tienen una identidad; no se trata de algo completamente diferente-. Y el mérito de este radica en ser el primero que hace converger tratados bilaterales previamente existentes.



Ahora, contra todo lo que se pueda pensar, ello sí que es relevante, porque hoy día, como existe superposición de estos instrumentos, se produce una complejidad importante en el comercio exterior en cuanto a ver si esa actividad se realiza en función de cierto tratado bilateral.



Obviamente, hay muchos convenios con Perú, con México, con Colombia, de distinta naturaleza.



¿Y qué se hace aquí?



Algo que quiero destacar porque es pionero.



Se dice: “Mire, procuremos que este conjunto de tratados tenga reglas de funcionamiento común”, en términos de facilitar la vida a quienes intervienen a través de los distintos países, en la lógica, por cierto, de generar lo que todos estos instrumentos internacionales buscan: en este caso, acercamientos de carácter político -recordemos lo de la Alianza del Pacífico-, pero adicionalmente un mejor funcionamiento en el comercio, en la inversión; lograr economías de escala; desarrollar cadenas de suministro integradas y nuevas formas de organización de la producción mundial.



Y eso está. 



La gracia y el mérito radican justamente en dar un elemento unificador a temas que cada uno por separado tiene en su propia institucionalidad, que hace que sea más bien complejo tratar de buscar los objetivos recurriendo a instrumentos diversos. Aquí hay uno que se superpone de alguna manera a los otros y que hace más fácil la vida a los países que forman parte de la Alianza del Pacífico.



Asimismo, en forma muy breve debo señalar que en la perspectiva nacional hay importantes avances en la transacción de productos agrícolas exportables, al bajar o eliminar tasas adicionales por la vía de la banda de precios, que suelen ser fórmulas paraancelarias que complejizan la acción de exportación en nuestra agricultura.



Es preciso entender que esto de algún modo va haciendo un universo más conjunto. 



Si hemos visto que en otras instancias se ha planteado respecto de esta misma Alianza la facilitación del movimiento de personas, la eliminación de visa, la integración de mercados financieros, eso se da en su mérito propio.



Lo que se busca es que se entienda que aquí hay que dar un paso adicional: ya que la Alianza del Pacífico ha ido asumiendo un rol unificador relevante, los tratados originales deben pasar a tener una dimensión más moderna. 



De esa forma, si ustedes revisan los distintos capítulos verán que se persigue aglutinar informaciones respecto de medidas sanitarias y fitosanitarias; servicios financieros; contratación pública; obstáculos técnicos al comercio; apertura comercial; reglas de origen -hay cambios adicionales sobre cómo fiscaliza cada país que las acreditaciones de origen realmente se cumplan y cómo se sanciona a los que no lo hacen-; acceso a mercados; evaluación de eliminaciones arancelarias; administración del Protocolo Adicional; transparencia; telecomunicaciones; comercio electrónico; servicios marítimos.



En resumen, señor Presidente, este paso probablemente también se tendrá que dar con otros protocolos bilaterales firmados, en la búsqueda de que puedan converger en un instrumento que, al final, apunte al mismo fin, pero que integre países y facilite fórmulas de trámite.



Es un proyecto de acuerdo importante, y por eso lo vamos a votar a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, este proyecto de acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico fue analizado por la Comisión de Hacienda, donde fue aprobado por unanimidad.



Hay que destacar -lo señaló el Senador Coloma- que por primera vez se suscribe un protocolo único de preceptos comerciales sobre convenios bilaterales, que armoniza a los cuatro países que lo integran. 



Actualmente, el intercambio comercial de Chile con esas naciones alcanza a cerca de 6 por ciento. Y esto va a significar una pérdida aproximada al Fisco de 273 mil dólares, el primer año, y de 205 mil dólares en los períodos sucesivos.



Sin embargo, lo importante es lo que se mencionó antes: se trata de una manera de profundizar los instrumentos internacionales, sobre todo en el caso del Acuerdo Marco, que se refiere a servicios marítimos y financieros.



La Comisión de Hacienda aprobó este proyecto de acuerdo por unanimidad, pues estimó muy conveniente y útil para el país el integrarse a este instrumento internacional, que a su vez -como dije-, va a coordinar los convenios bilaterales firmados por estos cuatro países.

)---------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Quiero saludar a los profesores de la comuna de Los Ángeles que hoy nos acompañan, quienes fueron invitados por el Honorable señor Harboe.



¡Muchas gracias por su presencia!



--(Aplausos en tribunas).

)----------------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, deseo recordar a nuestros colegas del Senado una reciente opinión que le arruina la fiesta a los que celebran el TPP (Tratado Transpacífico): “Es un motivador de desigualdad”, dice el nobel de economía Joseph Stiglitz, quien, por cierto, bien poco tiene de izquierdista: no podría ser calificado de chavista, evista o marxista.



¿Qué dice Stiglitz respecto de este convenio, que es venerado y endiosado por muchos, entre ellos algunos Senadores que creen que resolverá los problemas económicos del país?



Él afirma que “Se podría llamar una mala reforma, un paso en la dirección equivocada”, que “podría socavar protecciones básicas de los consumidores, sobre todo por las trabas que agregaría al acceso de medicamentos”.



¡Aquí la industria farmacéutica norteamericana es la que se ha movido! Y los chilenos tienen que saber que de este tratado secretísimo, firmado a espaldas de todos los chilenos, no sabemos nada. ¡Y el Senado será sometido, de rodillas, a la humillación de votar un tratado secreto, absolutamente desconocido!



Por cierto, el premio nobel de economía señaló en una reunión anual del FMI que este Tratado, suscrito por doce países -entre ellos, Chile-, representa un beneficio directo para los Estados Unidos. 



O sea, se quiere quebrar la unidad de América Latina. Hay tratados comerciales que la integran. Aquí hay intereses de Estados Unidos. Este es un convenio marco -como lo dijo el propio Senador Chahuán-, no se halla en el aire, tiene un sentido preparatorio. 



Si bien algunos líderes políticos en Chile han calificado a esto como un asunto de beneficios, el premio nobel, catedrático de la Universidad de Columbia, apunta a que el Tratado genera la misma preocupación en Estados Unidos y en nuestra región. ¡También en esa nación hay preocupación sobre el particular!



Así, Stiglitz menciona que, ante el secretismo con que se ha llevado el TPP, podría ser “muy malo para los trabajadores comunes, el medio ambiente, la salud”.



Y nos advierte: “Algunas personas llaman al TPP un motivador de reformas estructurales, pero yo lo llamo un motivador por una mayor desigualdad y socavador de protecciones básicas de las personas en nuestra economía”.



Existirá un impacto en los consumidores.



No hay ningún negocio que emprenda Estados Unidos que no tenga un trasfondo en que los intereses del “guardián mundial” resulten comprometidos. 



En tal sentido, recalca que el TPP se ha llevado en una “mezcla de mentiras y medias verdades”. Y remarca como ejemplo el caso de los precios de los medicamentos, en que, según Stiglitz, “prevalecerían los intereses de las grandes compañías norteamericanas sobre intereses de países como Perú”, y también Chile.



“Todo el debate ha girado en torno a hacer el acceso a las drogas más difícil, en el aumento de los precios de los medicamentos. La historia de que habrá más drogas disponibles es básicamente falsa”.



Asimismo, agregó que se pudo haber adoptado un acuerdo más equilibrado. Pero no se hizo porque las compañías farmacéuticas se opusieron y no les gustaron las restricciones.



Señor Presidente, se ha armado un frente a lo largo de toda América Latina para hacer transparencia sobre este Tratado. La verdad es que al leer la lista de los países que lo integran: Colombia, México, se observa que están gobernados por la Derecha, particularmente Estados Unidos.



Y este convenio surge en medio de un creciente…

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Ah no! 

El señor PROKURICA.- ¡El nivel de ignorancia ha llegado a límites increíbles…!

La señora PÉREZ (doña Lily).- ¡Se equivocó de proyecto el Senador Navarro…!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ruego a Sus Señorías guardar silencio.



Puede continuar, Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- ¡Que me devuelvan los minutos, señor Presidente!

El señor LAGOS.- ¡A nosotros nos debieran devolver los minutos por oírlo…!

El señor NAVARRO.- Yo he escuchado al Senador Chahuán, señor Presidente. Esto es un Acuerdo Marco suscrito con México, con Perú, pero forma parte del tinglado preparatorio para el tratado respecto al cual se quiere involucrar a todo el país en el más completo desconocimiento.



Entonces, no solo voy a anunciar mi voto en contra de ese acuerdo, sino que vamos a iniciar una campaña nacional con el objeto de oponernos a él. Y para aquellos que decidan aceptarlo, ¡que abramos la discusión! ¡No pueden debatir si no lo conocen!



El Senador Zaldívar me pide un minuto de interrupción para manifestarme que estoy equivocado. Yo sé que este es un tratado básico -como lo señaló el Senador Chahuán-; solo digo que defienden lo que no conocen. La regla básica del conocimiento es saber.



Aquí está el texto que se está votando, Senador Chahuán, que usted ha defendido y que quiere aprobar; lo tenemos en nuestras manos. 



El convenio final va a llegar al Senado, porque Chile ya lo firmó y, por cierto, nuestra Presidenta lo apoyó. ¡Lo lamento profundamente! Pero en una democracia es posible vencer y ser derrotado, así como disentir. Y en esto tenemos un disenso respecto de lo que va a hacer Chile.



Quiero advertir que lo que hoy están votando…

El señor NAVARRO.- ¿Me concede un minuto, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Ya se lo di, señor Senador.



Tiene un minuto adicional.

El señor NAVARRO.- Solo deseo señalar que el Senado debiera realizar un mayor debate sobre temas tan relevantes en materia internacional como este. 



Ojalá que, cuando los efectos sean ya visibles, no nos arrepintamos y podamos explicárselos a los consumidores, sobre todo si estamos invirtiendo miles de millones en una legislación tan importante como la “Ley Ricarte Soto”, que busca facilitar el acceso a los medicamentos.



Y esto no lo dice Navarro, sino un premio nobel, uno que no es de Izquierda. Efectivamente, he fundado mi opinión en las palabras de Joseph Stiglitz, profesor de la Universidad de Columbia y ganador del Premio Nobel de Economía.


Voto en contra. 



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Sin perjuicio de darles a todos los inscritos la posibilidad de intervenir, quiero recordar que los Comités acordaron ver en esta sesión los tres proyectos de acuerdo que aprueban tratados internacionales y la iniciativa que perfecciona el permiso posnatal parental en el entendido de que terminaríamos alrededor de las 18:30, hora en que comenzará la sesión especial.



Se pensaba que esto iba a ser casi de Fácil Despacho. Sin embargo, varios se han anotado para hablar, porque esta materia naturalmente genera pasión. 



Ante ello, no sé si vamos a alcanzar a cumplir los plazos que nos hemos fijado. 



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, yo no iba a intervenir, pero lo que señaló el último orador me obliga a hacerlo. 



Como estos debates son transmitidos por TV Senado, uno tiene la obligación de aclarar algunas cosas, cuando se expresan ideas como las que recién se manifestaron.



Es posible que haya diferentes visiones respecto de cómo enfrentar el famoso TPP (Trans-Pacific Partnership), que no es materia de discusión hoy día. La opinión del profesor Stiglitz sobre el particular es muy respetable -de hecho, comparto algunos de sus acápites- y la utilizaremos -unos darán argumentos a favor y otros, en contra- cuando corresponda al Senado efectuar la discusión acerca de dicho Tratado.



Pero lo que no puede ocurrir es que se engañe y confunda a la gente a través de los medios de comunicación del Senado al sostener que, si esta Corporación hoy acoge el proyecto de acuerdo en debate, que nada tiene que ver con el Acuerdo Transpacífico, se estará aprobando este último instrumento, el cual no se encuentra sometido a nuestra consideración. 



¿Qué nos ocupa en este momento? Un Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, que busca consolidar lo que ha hecho nuestro país. 



Chile cuenta con uno de los mercados más pequeños de América Latina. En una economía más cerrada, nuestros productos no serían bien recibidos en el exterior y nuestros mercados no serían atractivos para los productos extranjeros. 



Eso nos obliga a tener una economía abierta y a establecer medidas de protección adecuadas, las que he echado de menos en muchos tratados internacionales. 



¡Sin embargo, el instrumento que ahora analizamos nada tiene que ver con los medicamentos y, tampoco, con la propiedad industrial! 



Ello será materia de discusión cuando el Gobierno someta a consideración del Senado lo relativo al TPP. Ahí debatiremos si es bueno o malo; si afecta o no a la industria de los medicamentos; si afecta o no a nuestros productores de porcinos; si afecta o no a la agricultura, asunto que me interesa pues represento una zona eminentemente agrícola. 



El presente Tratado no es para eso. Este solo busca regular de manera multilateral acuerdos que ya suscribimos con Perú, Colombia y los Estados Unidos Mexicanos. No nace ningún nuevo derecho. Más bien, se establecen medidas de gobernanza para que los convenios ya suscritos se lleven a cabo de buena forma. 



He querido intervenir, señor Presidente, solo para aclarar ese punto. 



No me parece justo que, a propósito de un proyecto que nada tiene que ver con el TPP, se monte un manto de duda respecto de este Senado, como si estuviésemos aprobando, entre gallos y medianoche, un Acuerdo que sí es polémico y que habrá que debatir ojalá en una sesión especial de larga duración. 



¡Pero -reitero- no es este el instrumento para esa discusión!



Ya llegará la oportunidad de analizar esa materia con argumentos. No me parece adecuado que hoy en este Hemiciclo se plantee un debate sobre un tema que no está sometido a nuestra consideración y se ponga en duda el actuar de quienes vamos a aprobar el proyecto de acuerdo que nos ocupa, insinuando que lo hacemos para preparar el camino de ese otro instrumento internacional, en circunstancias de que uno y otro no guardan relación. 



La seriedad en momentos de descalificación de la política es muy importante. Necesitamos que la gente entienda que estamos legislando en favor de sus derechos y que este proyecto nada tiene que ver con el TPP.



En su oportunidad confrontaremos nuestras posiciones, con argumentos pero con seriedad y respeto, y no haciendo intervenciones que -insisto-, aunque sean muy bien intencionadas, pueden generar confusión en los ciudadanos, lo cual no es adecuado. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, lo dicho por el colega que acaba de exponer me ahorra algunos comentarios respecto a la intervención del señor Senador que lo precedió a él. 



Primero, quiero señalar que acá estamos hablando de un Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, Convenio que fue aprobado -creo que por unanimidad- en este Senado y en la Cámara de Diputados.



Segundo, el llamado “TPP” (Acuerdo Transpacífico) -lo digo para corregir al Senador que intervino antes del que me antecedió en el uso de la palabra- no ha sido suscrito por el Presidente de ninguna república todavía. Es más, los textos en inglés y en español de este Tratado se hicieron públicos recién hace tres o cuatro semanas, y se tiene previsto firmarlo para la primera semana de febrero. ¡O sea, mal podría la Presidenta de la República haber puesto su firma si ese evento todavía no ocurre! 



En tercer lugar, espero que lo suscriba la Primera Mandataria porque, a mi juicio, es un buen Acuerdo. 



En su minuto vamos a discutir tal instrumento internacional acá, en la Sala, y también lo vamos a analizar en Comisiones. Va a haber un debate nacional. 



Quienes tenemos interés por este asunto ya nos hemos reunido con organizaciones civiles y sociales, con centros de pensamiento, con algunos críticos del Acuerdo y con personas que expresan una mirada más positiva al respecto. 



Cabe destacar que en todos los foros a los que asistí nunca sentí una descalificación como la que percibo a ratos en algunas intervenciones, como si uno quisiera traicionar a Chile. 



Uno puede estar equivocado. Quizás dos chilenos o varios pueden estar equivocados. Pero ¿la mayoría? Ante ello, quien esté en la minoría debiera reflexionar si tiene razón. 



En todo caso, si a esa minoría le asiste la convicción, debe defender con fuerza su punto de vista. Eso lo valoro y lo defiendo. Pero el tono que a ratos toman estas discusiones en nada ayuda a encontrar puntos intermedios. 



Finalmente -y es lo último que diré sobre el TPP-, muchas de las preocupaciones que en su oportunidad manifesté, producto de que las negociaciones se llevaron de manera extremadamente reservada, se fueron despejando en la medida que me sentaba a conversar y participaba en múltiples foros sobre la materia, tanto públicos como privados. 



En consecuencia, no tengo dudas de que las interrogantes se van a disipar. Los que no creen en este instrumento probablemente lo rechacen, pero estoy seguro de que se aprobará por amplia mayoría. 



Respecto del proyecto de acuerdo que nos ocupa, señor Presidente, no me queda más que votarlo a favor. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Lily Pérez. 

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, veo que los Senadores Ricardo Lagos Weber y Felipe Harboe no quieren nombrar derechamente al Senador Alejandro Navarro, por ser parte de la Nueva Mayoría. 



¡Por eso el país está como está! 



¡Dentro de dicha coalición política ni siquiera se ponen de acuerdo para abordar un tratado internacional! 



El colega Navarro, quien fue Vicepresidente del Senado, ha dicho que este Acuerdo es espurio; que estamos todos equivocados si lo aprobamos, y que lo firmó la Presidenta de la República, a quien él apoyó con su voto. 



Después el Senador Harboe lo corrige y señala que está equivocado. Y luego hace lo propio el Senador Lagos.



Aprovecho de destacar una cosa muy buena que hizo este último colega: nos convocó a muchos en el Senado, hace aproximadamente un mes y medio, a asistir a un taller para conocer aspectos generales del TPP, a fin de discutir este asunto en profundidad y no a ciegas cuando corresponda. 



Está claro que el Senador Navarro expresó algo que no es real. El Acuerdo Transpacífico ni siquiera ha sido firmado por la Presidenta de la República. 



Entonces, le sugiero a la gente de la Nueva Mayoría que se ponga de acuerdo para analizar estos proyectos. La gente que ve TV Senado debe pensar que estamos haciendo el ridículo como Corporación cuando aparece un Senador de Gobierno diciendo algo que no es real. Lo pido, señor Presidente, por su intermedio. No es justo. 



Yo también puedo manifestar reparos al TPP, pero el proyecto que estamos viendo ahora no se refiere a esa materia. Y tampoco voy a votar a ciegas cualquier convenio internacional que nos coarte como país. 



Pero no me parece justo para el resto de los parlamentarios que venga un Senador de Gobierno a expresar algo que no corresponde. Y recalco “de Gobierno”, porque al ser parte de la Administración tiene más responsabilidad e información que el resto de nosotros. 



Le digo al colega Navarro, a quien le tengo aprecio, que yo no voté a favor de su censura, pedida por los que lo instalaron en la Testera por haber dicho precisamente cosas que algunos consideraron no apropiadas. Y le pido que sea responsable y no llame a publicidad engañosa lo que se hace a través de TV Senado. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, fui aludido. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Senador, cuando se daña el buen nombre, se puede pedir derecho a vindicación, según el artículo 114 del Reglamento.

El señor PROKURICA.- ¡Los afectados somos nosotros!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay dos Senadores que se sienten aludidos, pero no sé si se ha dañado el buen nombre de alguien, de acuerdo a la norma mencionada.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, es difícil ser minoría.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.


--Se aprueba el proyecto de acuerdo en general y en particular (23 votos a favor, 1 en contra y una abstención).



Votaron por la afirmativa las señoras Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Navarro.



Se abstuvo el señor Quintana.
)---------------(

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Quiero solicitar que se incorpore mi pronunciamiento favorable al proyecto de acuerdo que se votó al inicio de la sesión, mediante el cual se saluda a la República de Venezuela con motivo del acto de juramentación de los Diputados a la Asamblea Nacional.



Estaba en la Comisión de Trabajo, que sesionó en forma paralela a la Sala.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.

ACUERDO PARA ESTABLECIMIENTO DE FONDO DE COOPERACIÓN DE ALIANZA DEL PACÍFICO
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda, y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.013-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite: sesión 49ª, en 2 de septiembre de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016.



Hacienda: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es crear el Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico.


La Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.


Por su parte, la Comisión de Hacienda adoptó igual resolución, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García, Montes y Zaldívar.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- En discusión.



Intervendrán primero los Presidentes de las Comisiones para que entreguen su informe.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán, Presidente de la Comisión de Relaciones Exteriores.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, estamos tratando el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013.



El presente Acuerdo debe entenderse como parte integrante del proceso que se inició con la Declaración de Lima el 29 de abril de 2011, donde los Presidentes de Perú, Chile, Colombia y México acordaron conformar un área de integración profunda en América Latina, denominada “Alianza del Pacífico”.


Tal como se señaló a propósito del anterior proyecto, los Estados miembros de esta Alianza representan la sexta economía mundial.



Se definió como prioritario el trabajo en áreas claves para el éxito del proceso de integración, entre las que se incluye la cooperación internacional para el desarrollo mediante la creación de un grupo técnico encargado de liderar las negociaciones.


El mismo 29 de abril de 2011, los Ministros de Relaciones Exteriores de los cuatro países suscribieron un Memorándum de Entendimiento con el objeto de establecer la “Plataforma de Cooperación del Pacífico”, como un mecanismo para impulsar la cooperación entre los participantes. En dicho texto se definieron las áreas, modalidades, acciones y el financiamiento de la cooperación.


En el financiamiento de los programas de cooperación en el corto y mediano plazo, los Presidentes de los Estados miembros instruyeron a las instituciones competentes de sus respectivos países que participan en el Grupo Técnico de Cooperación de la Alianza del Pacífico (GTC), para avanzar en las negociaciones con el objeto de constituir un Fondo Común de Cooperación, con miras a su operatividad y puesta en marcha durante el 2013.


El primer artículo del Acuerdo señala que las Partes deciden crear el “Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico”, como un mecanismo que facilite, dinamice y permita el financiamiento de acciones de cooperación en el marco de este Tratado. Para la consecución de dicho objetivo, el Fondo podrá recibir recursos tanto de los Estados miembros, a través de aportes anuales, como de terceros, con el fin de ejecutar y financiar programas, proyectos y actividades de cooperación internacional.


Se establece que el aporte de las Partes será de 250 mil dólares para el primer año, y de un monto por definir, para los siguientes.



Asimismo, se fijan las áreas de cooperación: medio ambiente y cambio climático; innovación, ciencia y tecnología; micro, pequeñas y medianas empresas; desarrollo social, y otras que los países miembros determinarán.


Se consigna también que las diferencias relativas a la interpretación o aplicación de las disposiciones del Acuerdo serán resueltas entre las Partes mediante consultas amistosas por vía diplomática.



Finalmente, se señala que la administración operativa del Fondo estará a cargo de una entidad de las Partes, por un período de tres años. La primera instancia que realizará dicha labor será la Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCI), y continuarán en esta función los otros miembros del Grupo Técnico de Cooperación de la Alianza del Pacífico, por orden alfabético.


Existe un respaldo sustantivo para avanzar en esta materia. 



Este proyecto de acuerdo viene a darle vida a la Alianza del Pacífico, instrumento importante para las economías de América que lo integran, con una proyección significativa hacia el Asia-Pacífico: es un mercado atractivo por su volumen de población y de producción, y la sumatoria de sus países miembros convierte a este conglomerado en la sexta economía más grande del mundo.



Por todo ello, pido a la Sala la aprobación de este proyecto de acuerdo.
El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Votemos, señor Presidente.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Hacienda, Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, este proyecto es complementario al que aprobamos anteriormente y, a su vez, es parte del Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico.



Espero que el Senador que intervino hace un rato, quien fue refutado en sus argumentos, no confunda nuevamente la discusión, como se le ha señalado acá.



Este asunto nada tiene que ver con el TPP.



Además, hizo una afirmación gratuita, que yo no acepto: que nosotros opinábamos sobre cosas que no conocíamos, a propósito de tratados que aún no se han aprobado ni traído acá.



¡Al respecto, no sé cómo él habló sobre dicho Acuerdo si tampoco lo conocía…!



En tal caso, la ignorancia tendría que jugar para los dos lados.



No corresponde lo que dijo ese Senador; menos aún, cuando estamos discutiendo otra cosa.



Creo que le pasaron un informe equivocado, y debiera reconocerlo. Su argumentación se basó en una publicidad que en este momento aparece en el canal de televisión del Senado, respecto de lo cual varios colegas han reclamado.



Su intervención es injusta y sin fundamento: nos hace aparecer como si estuviéramos mandatados desde afuera para proteger intereses extranjeros o de alguna empresa farmacéutica, lo cual no es cierto.



El señor Stiglitz, ganador del Premio Nobel de Economía -una persona muy respetable-, habló del otro tratado. En ninguna parte se refiere a la Alianza del Pacífico. Este instrumento no es parte del tinglado del TPP.



El Acuerdo Marco de dicha Alianza fue respaldado en el Senado por unanimidad, con la participación del Ejecutivo.



Reclamo por la actitud del Senador, pues ha hecho una ofensa gratuita a los colegas que hemos participado en la aprobación de este instrumento.



Voy a votar a favor del proyecto de acuerdo que nos ocupa, complementario al anterior.



Pero reitero mi reclamo por la actitud equivocada del Senador referido. Es importante que él reconozca que leyó algo que no correspondía con la materia en análisis.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, parece ser prácticamente un delito disentir o ser minoría. ¡Hasta el tono de la voz es cuestionado!



Está claro que lo que se discute es un instrumento complementario al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico. Lo dije en medio de mi argumentación anterior. Y también mencioné con relación a ello la intervención del Senador Chahuán y la petición de palabra del Senador Zaldívar.



Señalé: “Cuando llegue el Trans-Pacific Partnership, va a ser votado sin conocimiento amplio, porque hasta ahora no hay acceso a él”.



Y como precisó el colega Lagos Weber, va a ingresar en un mes más…

El señor LAGOS.- ¡No! ¡No dije eso! 



En febrero se va a firmar.

El señor NAVARRO.- Se va a firmar.



Solo digo que me asiste el legítimo derecho a disentir. En mi opinión, este fortalecimiento de la Alianza del Pacífico es un tinglado preparatorio para el tratado que viene.

El señor COLOMA.- ¡Pero qué tiene que ver una cosa con otra!

El señor NAVARRO.- En definitiva, uno tiene derecho a disentir de las políticas de su propio Gobierno. Este no se va a caer porque el Senador Navarro dice que le gustaría otro tipo de alianza internacional en la región, y no con la Derecha de Latinoamérica.



Es una opinión política.



¡No con México, que tiene un Gobierno de Derecha!



¡No con Colombia, que tiene un Gobierno de Derecha!



¡No con Perú...!

El señor CHAHUÁN.- ¡Que va a tener un Gobierno de Derecha...!
La señora PÉREZ (doña Lily).- ¿Y Estados Unidos?

El señor NAVARRO.- ¡Y de Estados Unidos, para qué decir! Pero ese es el Trans-Pacific.



No es que esté equivocado ni confundido -por su intermedio, señor Presidente-, Senador Zaldívar. Tengo muy claro lo que estamos votando, pero sé también que hay que utilizar los espacios para discutir lo que viene. Y este es uno de ellos, en referencia a esta votación, porque en verdad habrá muy pocas posibilidades y muy poco tiempo para debatir cuando se analice en esta Sala el convenio respecto del cual Joseph Stiglitz dice que profundizará las diferencias. Lo señalo porque ha sido ocultado a la ciudadanía y es un tratado secreto.



Y como es secreto, yo me anticipo y aprovecho este espacio para abrir el debate.



Tengo muy claro que se trata de dos temas diferentes. Lo dije en medio de mi intervención. Y a pesar de haberlo aclarado, se insiste en que estoy equivocado. ¡No! ¡No estoy equivocado!



Entiendo lo que estamos votando. Solo tengo una opinión distinta.



Y así como voté en contra del proyecto anterior, cuya aprobación fue casi unánime, es posible que mantenga opiniones distintas, aunque sean minoritarias.



Ese es mi derecho, y lo ejerzo, aun cuando a algunos no les guste. A mí no me agradan a veces las opiniones de la mayoría, pero tengo que aceptarlas, porque eso forma parte de la democracia.



En consecuencia, no es que no haya entendido. Llevo demasiados años en el Parlamento como para no hacerlo. Solo digo que los recursos siempre tienen que ser utilizados por las minorías, porque estas cuentan con poco espacio para expresarse.



Y tengo el legítimo derecho a criticar el TPP, que viene.

El señor LAGOS.- ¡Recién se firmaría en febrero!

El señor NAVARRO.- Ingresará o se firmará en febrero. Estamos en enero. Da lo mismo.



Sin embargo, lo que ahora tenemos es este tratado, que yo lo entiendo -puedo estar equivocado o no- como un tinglado preparatorio para lo que viene, toda vez que representa a una alianza que en mi opinión se va a fortalecer en un tratado ampliamente criticable como el Trans-Pacific Partnership.



Por lo tanto, tengo el derecho a oponerme y, como lo hacen múltiples Senadores en esta Sala, a opinar no sobre el proyecto que se está tratando, sino acerca del que viene o de una materia distinta, a propósito de la iniciativa que se está debatiendo.



Eso ocurre a diario. Pero algunos ahora aprovechan de resaltarlo porque no les gusta.



Entonces, reclamo la tolerancia del Senado; la tolerancia hacia las minorías; la tolerancia al disenso, que es un derecho que se debe ejercer tanto por las mayorías como por las minorías.



En resumen, señor Presidente, coherentemente con lo que se ha sostenido, y como el proyecto en debate es complementario del anterior, que rechacé, volveré a votar en contra, de manera que nada de lo relacionado con lo que viene pueda tener la menor seña de aceptación de aquello que queremos rechazar firmemente cuando llegue al Senado: el Trans-Pacific Partnership.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, aquí nadie discute el tono. Si uno cuestionara el tono del Senador Navarro, estaría discutiendo todos los días. Y esa no es la idea.



Tampoco cuestiono la capacidad de disentir.



El Senador Navarro tiene la maravillosa facultad de pertenecer a un Gobierno de mayoría y disentir. Y cuando se encuentra en la Oposición, también disiente. O sea, es un “disentidor” profesional.



Nadie le ha discutido al colega ni tampoco he visto a nadie decirle “cambie el tono” o “no disienta”.



Si lo que estamos tratando de hacer -constituye un tema reglamentario- es que nos preocupemos de lo que estamos debatiendo, pues este proyecto nada tiene que ver con el TPP.



¡Hay en estudio cuatrocientos tratados!



Pronto -ignoro si hoy día- vamos a discutir el Acuerdo entre Croacia y Chile relativo al Ejercicio de Actividades Remuneradas por parte de Familiares de Miembros de Misiones Diplomáticas.



Y ese proyecto, al igual que el que nos ocupa, nada tiene que ver con el TPP. Es algo completamente distinto, con ópticas y lógicas diferentes, con entornos distintos.



Ese es el reclamo que se ha hecho, con respeto y sin ánimo de provocar mala cara.



La Comisión de Relaciones Exteriores -esa es su función, independiente de lo que puede hacer Hacienda- realizó un esfuerzo por entender a fondo de qué se trataba este Acuerdo.



Y el señor Andrés Rebolledo asistió a esa instancia y tuvo que dar explicaciones -se puede ver el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores-, pero por una razón completamente distinta: debido al monto involucrado y a si era adecuado o no generar un fondo con esa cantidad limitada de recursos.



Entonces, con todo respeto, cada cosa en su mérito. En eso de alguna manera debemos tratar de ordenarnos.



No me cabe duda de que tendremos en su momento una discusión amplia en el Congreso sobre el otro tratado. Y el Senador Navarro contará con todos los espacios para exponer lo que piensa sobre la materia que corresponde.



Pero lo que aquí estamos discutiendo es una cosa completamente distinta. ¡Es como el chiste de los fenicios en su grado máximo, al cubo! O sea, cualquier cosa tiene que ver con lo que al Senador le preocupa.



A mi entender, el mundo es distinto: es menos violento y menos malo; no está tan lleno de conspiraciones. No veo que detrás de cada piedra se levante un animal que va a liquidar a todos los que estamos acá.



En consecuencia, señor Presidente, además de votar favorablemente este proyecto, quiero pedirle, con mucho respeto pero con apego al Reglamento, que cuando se trate una iniciativa nos remitamos a su mérito, pues lo otro genera confusión, enredo y consternación en quienes observan esta discusión.



Voto a favor de este proyecto de acuerdo, sin involucrar lo que vaya a decir con ocasión de futuros tratados.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, la verdad es que el debate acerca de cómo enfrentamos los tratados es bastante importante.



Lo menciono porque si hacemos un recorrido de la historia, hemos aprobado numerosos tratados en este Congreso. Sin embargo, ¿cuándo los hemos evaluado; cuándo hemos analizado qué significó cada uno de ellos en particular y en su conjunto; qué aporte han hecho y qué limitaciones o problemas nos han generado?



¿Y qué nuevos tratados se están discutiendo? Porque el TPP todavía no lo firma el Gobierno chileno. O sea, nos hallamos todavía en una etapa previa.



Yo no quiero quedarme en eso solamente. También hablo del resto de los tratados.



Quiero recordar, señor Presidente, que en el Senado se encuentra un proyecto, aprobado en la Cámara de Diputados hace mucho tiempo, a través del cual se procuraba crear una suerte de Comisión de Relaciones Exteriores permanente que recibiera informes del Gobierno sobre los tratados para saber qué han significado en el año pertinente; qué avances hemos obtenido con ellos; qué limitaciones han implicado, cuáles no están sirviendo. La idea es tener capacidad de evaluarlos y recuperar algún nivel de soberanía, toda vez que estos instrumentos implican una forma de entregar soberanía.



Yo creo que este asunto lo hemos tomado con muy poca profundidad en el Congreso, porque en muchos tratados -no en todos- hemos tomado decisiones a veces adecuadas y a veces, no.



Votaré a favor de este proyecto. No tengo duda de eso.



No obstante, señor Presidente, pienso que el Senado, y todo el Congreso, debe valorarse más en esta materia y reconocer que tiene la responsabilidad de evaluar qué están significando los tratados, cuáles son los nuevos instrumentos que se están explorando y conocerlos en las etapas previas.



Hay que estudiar mucho el TPP. Nos están llegando por todos lados distintos documentos, tanto en un sentido como en otro.



El Parlamento debe tener la capacidad de evaluar ese acuerdo y no solo verlo una vez que esté firmado por el Ejecutivo con las cosas totalmente amarradas.



Señor Presidente, quiero pedirle, si es posible, que se vuelva a revisar el proyecto que aprobó la Cámara de Diputados (a lo mejor está archivado). Se trata de una iniciativa que otros colegas también respaldaron -por ejemplo, el Senador Moreira, en otra época- y podríamos traerla a la Comisión de Relaciones Exteriores con el objeto de buscar alguna manera de ir evaluando, conociendo, profundizando estos instrumentos internacionales.



A mi juicio, esta es una materia demasiado importante para el desarrollo de Chile, especialmente cuando nos enfrentamos a un punto de discontinuidad en la forma en que tenemos que enfocar el desarrollo.



Yo creo que los tratados no por ser tratados son buenos, sino por su contenido, su significado, la forma en la que los enfrentamos.



Y el Parlamento nunca evalúa eso, en circunstancias de que debiera ser una responsabilidad de todos nosotros.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ¡como estamos discutiendo ahora el proyecto que aprueba el Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, suscrito en Cali, entonces puedo hablar de cualquier cosa...!



En consecuencia, volveré sobre el tema de los acuerdos en general.



Agradezco a la Senadora Lily Pérez por recordarme que en el Parlamento organizamos un gran seminario al cual invitamos a gente de Gobierno y también a panelistas críticos al TPP. Ese fue el objetivo: no traer solo a invitados que piensan lo mismo, a fin de evitar que se convirtiera en un seminario “protegido”. Todos fueron cordialmente invitados. Y ha habido varias actividades como esas en las cuales ha surgido debate.



Asimismo, quiero comentarles a algunos señores Senadores que nosotros hemos hecho propuestas para que en materia de acuerdos internacionales este Parlamento tenga algo que decir de manera previa a las negociaciones.



En una democracia compleja, que ya tiene varios años, como la de Estados Unidos -no digo que sea mejor o peor, sino solo compleja-, el Congreso norteamericano tiene la posibilidad de fijarle directrices al Gobierno de turno respecto de las materias que va a negociar comercialmente. ¿Para darle la facultad de qué? De que lo que negocie el Gobierno, una vez que pase al Congreso, sea aprobado o rechazado por este, sin enmiendas.



¿Qué hacemos nosotros en Chile, en el Parlamento, con los tratados? Los aprobamos o los rechazamos. No podemos modificarlos. Eso está en la Constitución, y el Ejecutivo lo tiene dentro de su peculio legislativo, en el sentido de decir: “¿Le gusta este acuerdo? Apruébelo sí o no”.



Lo que hacen en Estados Unidos respecto de ciertas materias es plantearle al Ejecutivo: “Usted negocie el acuerdo que quiera, pero una vez que me lo traiga acá yo le puedo introducir modificaciones”. Y el Gobierno norteamericano va a responder: “¡No, es que así nadie va a querer negociar conmigo! Porque cualquier país que se siente conmigo me va a decir: ‘¡Pero cómo! ¿Negocio con usted y luego el Parlamento lo va a modificar?’”.



Ante ello, ¿qué hace el Gobierno norteamericano? Concurre al Congreso y le plantea: “Mi amigo, yo voy a negociar. Y tengo este parámetro.” Y el Ejecutivo acuerda con los parlamentarios los parámetros de la negociación que llevará a cabo.



A mi juicio, es un mecanismo mejor que el que hoy existe en Chile.



En la discusión constitucional que se está realizando se debiera considerar un sistema en el cual el Presidente de la República tenga algunas restricciones, para ir atenuando el presidencialismo, dándole a este Congreso un rol más activo, que no signifique solo decir “sí” o “no” a un acuerdo de libre comercio o al tratado que fuere.



Como ve, señor Presidente, tenemos muchas cosas en común con otros parlamentarios, y si las decimos de otra manera -creo que las formas ayudan-, podremos ponernos de acuerdo.



Además, le hemos dado una tremenda buena noticia a un Senador que se sienta justo a la derecha del Senador Guillier. No lo mencioné, en todo caso.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (29 votos a favor, un voto en contra y una abstención), y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votó por la negativa el señor Navarro.



Se abstuvo el señor Ossandón.

TRATADO DE MARRAKECH SOBRE FACILIDADES DE ACCESO A OBRAS PUBLICADAS A PERSONAS CIEGAS, CON DISCAPACIDAD VISUAL U OTRAS DIFICULTADES

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- A continuación, corresponde tratar el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, adoptado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) en Marrakech el 27 de junio de 2013, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores y urgencia calificada de “simple”. 



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.272-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de acuerdo:



En segundo trámite: sesión 69ª, en 11 de noviembre de 2015 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es regular las excepciones y limitaciones al derecho de autor en favor de personas ciegas, en situación de discapacidad visual o de otras dificultades para acceder al texto impreso.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Chahuán, García-Huidobro, Lagos y Pizarro).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, se encuentra en votación el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, adoptado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) en Marrakech el 27 de junio de 2013.



El mensaje respectivo señala que nuestro país ha manifestado un fuerte compromiso con los derechos humanos de las personas con discapacidad.



En tal sentido, dicho documento destaca que, en el ámbito nacional, se han dictado la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad, y la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Añade que, a su vez, en el ámbito internacional, Chile es parte de la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad y su Protocolo facultativo.



Agrega el Ejecutivo que el Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual u otras dificultades para acceder al texto impreso, conocido también como “Tratado de Marrakech”, tiene su origen en las discusiones sobre excepciones y limitaciones efectuadas en el marco del Comité Permanente de Derecho de Autor y Derechos Conexos de la OMPI. Al respecto, señala que una encuesta realizada en 2006 por dicha entidad reveló que, a esa fecha, menos de sesenta países contemplaban en sus legislaciones nacionales sobre derecho de autor cláusulas relativas a limitaciones y excepciones especiales en favor de las personas en situación de discapacidad visual.



Lo anterior, sumado al carácter territorial de las leyes nacionales del derecho de autor, que hace que las excepciones no se apliquen a la importación o exportación de las obras convertidas en formatos accesibles, ha significado que las organizaciones ligadas a personas en situación de discapacidad visual de cada país deban negociar licencias con los titulares de los derechos de autor, de manera de hacer posible el intercambio transfronterizo de las obras en formatos especiales, o producir sus propios materiales, lo que implica altos costos que, en definitiva, limitan el acceso de las personas en situación de discapacidad visual a obras impresas de todo tipo.



Expresa el mensaje que en 2007 los Estados miembros de la OMPI, quienes se propusieron mejorar las condiciones de las personas en situación de discapacidad, iniciaron en el Comité de Derechos de Autor y Derechos Conexos las negociaciones para adoptar un instrumento internacional que regule las excepciones y limitaciones al derecho de autor en favor de personas ciegas, en situación de discapacidad visual o de otras dificultades para acceder al texto impreso, lo que concluyó el 27 de junio de 2013, cuando se adoptó el Tratado.



Indica el Ejecutivo que la exitosa conclusión del Tratado de Marrakech constituye un avance fundamental en la necesidad de mantener un equilibrio entre los derechos de los autores de las obras y el interés de los usuarios y del público para hacer determinados usos de estas, sin la necesidad de obtener la autorización del titular de los derechos o sin que sea necesario el pago de regalías por dichos usos.



Asimismo, la conclusión de este nuevo Tratado representa un paso más en el perfeccionamiento del sistema de derecho de autor, que ya desde el Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas, de 9 de septiembre de 1886, y sus sucesivas revisiones, prevé limitaciones y excepciones a los derechos de los titulares de derechos de autor, ya que constituye la primera vez que el sistema multilateral de propiedad intelectual logra un instrumento cuyo foco son las excepciones y limitaciones para un grupo específico de la sociedad.



En este mismo sentido, queremos señalar claramente que este Tratado no establece normas en términos de ajustes de legislación interna -nuestra normativa está avanzada en esa dirección-, pero sí facilitará el comercio transfronterizo de estas obras y permitirá que las personas con discapacidad visual o que tengan otras dificultades accedan a estos textos impresos.



Además, el Tratado de Marrakech define quiénes serán los beneficiarios. Establece que será toda persona:



a) Ciega.



b) Que padezca una discapacidad visual o una dificultad para percibir o leer que no puede corregirse para que permita un grado de visión sustancialmente equivalente al de una persona sin este tipo de discapacidad o dificultad.



c) Que no pueda, de otra forma, por una discapacidad física, sostener o manipular un libro o centrar la vista o mover los ojos de la forma en que normalmente se considera apropiada para la lectura.



Chile es el tercer país de América Latina que suscribe este Tratado. Esperamos estar dentro de los países fundacionales de este instrumento, que, sin lugar a dudas, avanza en dirección de la protección de los derechos humanos de las personas con discapacidad.



Por tanto, la Comisión de Relaciones Exteriores recomienda aprobar este proyecto.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?  

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo (25 votos a favor), y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

PERFECCIONAMIENTO DE POSNATAL PARENTAL Y DERECHO A SALA CUNA PARA FUNCIONARIOS PÚBLICOS

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el permiso posnatal parental y el ejercicio del derecho a sala cuna para las funcionarias y los funcionarios públicos que indica, con informes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.367-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 79ª, en 9 de diciembre de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016.



Hacienda: sesión 87ª, en 5 de enero de 2016.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos del proyecto son los siguientes:


-Establecer para las funcionarias y los funcionarios públicos la mantención del total de las remuneraciones durante el permiso posnatal parental, esto es, se consagra un tratamiento idéntico al del descanso por maternidad. 



-Habilitar el ejercicio del derecho de sala cuna en la entidad empleadora del padre cuando ambos progenitores sean funcionarios de algún ministerio o servicio público vinculado o de una municipalidad o de una universidad estatal.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en sesión de 10 de diciembre de 2015, oportunidad en la que también se la autorizó derivarlo, una vez despachado, a la Comisión de Hacienda.



El referido órgano técnico aprobó esta iniciativa por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Allamand, Larraín y Letelier, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



La Comisión de Hacienda, por su parte, adoptó igual decisión por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.



Cabe hacer presente que el articulado de este proyecto, con excepción del artículo segundo transitorio, tiene el carácter de norma de quórum calificado, por lo que para su aprobación requiere 19 votos favorables.



El texto que se propone aprobar se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Como la Comisión de Hacienda aprobó por unanimidad lo que la Comisión de Trabajo despachó unánimemente, les propongo a Sus Señorías, en la medida que exista acuerdo, que realicemos una sola votación dejando constancia de haberse alcanzado el quórum constitucional requerido.

El señor COLOMA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta.



Por desgracia, no se encuentra en la Sala el Senador García, con quien íbamos a formularla. Pero me arrogo su representación para estos efectos.



Les pregunto básicamente a los miembros de la Comisión de Trabajo si la normativa propuesta, que uno puede entender como positiva para las trabajadoras y los trabajadores del ámbito público, es compatible o no con el derecho que en teoría deberían tener también quienes se hallan en el sector privado, sobre todo a la luz de la última resolución que hemos visto en materia constitucional, que habla de discriminación.



La consulta es completamente abierta.



Yo no sé si la referida Comisión vio en su mérito el efecto constitucional de estas disposiciones.



Quizás alguien de la Comisión de Constitución o de la misma Comisión de Trabajo podría dar una mirada con respecto al significado del texto que se nos propone, entendiendo que se trata de un buen proyecto.



La cuestión estriba -ya llegó el Senador García- en si el derecho que se otorga en el ámbito público, que deja sin efecto determinados límites en materia de posnatal, es armónico o no con lo que ocurre en el mundo privado. Porque a partir de esta situación se generaría una asintonía entre ambos espacios, que en este momento están actuando en forma paralela.



Se trata, pues -por eso quería plantearla antes-, de una duda más bien constitucional.



En una de esas este asunto ya se discutió y no existe ningún obstáculo. Pero puede ser que, buscando un bien en el ámbito público, se genere una distorsión respecto del sector privado.



Es la consulta que, con el Senador García, deseamos hacer. Ello, relacionado con lo que pudo haberse discutido en la Cámara de origen.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Trabajo, Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solo quiero clarificar el punto inicial.



Luego los miembros de la Comisión de Trabajo que han estudiado más activamente esta materia se referirán a ello.



La naturaleza del contrato de trabajo -me refiero a la consulta del Senador que me antecedió en el uso de la palabra- es absolutamente distinta donde hay una relación de dependencia o subordinación que se rige por el Código Laboral versus la de quienes se regulan por otras normativas, que son los Estatutos Administrativos (del Estado central, de los municipios, en fin).



La naturaleza del contrato es tal que unos están cubiertos por la Constitución, entre otras cosas, en su derecho a negociar colectivamente, y otros carecen de tal derecho.



Los funcionarios públicos no solo se rigen por otros marcos legales, a diferencia de lo que sucede en el sector privado. También hay una distinción en la naturaleza de la actividad: unos producen bienes y servicios que generan utilidades; y otros, bienes públicos donde la producción de utilidad no se halla en la naturaleza del contrato.



Digo lo anterior porque en un momento se discutió este asunto en la Comisión. Sí, se estableció que los contratos son de naturaleza distinta. Y más allá de la voluntad y del interés de muchos en el sentido de que nos gustaría que esto fuera un derecho adquirido también para los trabajadores del sector privado, no es algo que se tomó como parte de esta iniciativa.



Se hizo presente que era materia para otro debate, no solo porque decía relación con algo distinto a lo acordado con la mesa del sector público, sino también por la naturaleza de los contratos.



Señor Presidente, las Senadoras Goic y Muñoz se referirán al contenido específico de este proyecto.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, efectivamente, aquí se está restituyendo un derecho que tenían las funcionarias públicas.



Nosotros discutimos esto cuando se estableció en la Administración anterior -y hay que reconocerlo- la extensión del posnatal, que es un nuevo permiso: el posnatal parental.



El único punto donde tuvimos diferencia fue que, en esta extensión de casi tres meses, las trabajadoras en vez de recibir íntegra su remuneración, como se da en los períodos prenatal y posnatal, quedaban sujetas al límite imponible, que hoy día es de 72 UF y fracción.



Ello tiene su historia en la Administración Pública.



Ahora bien, no solo se han señalado -lo hizo el Presidente de la Comisión de Trabajo- los argumentos jurídicos respecto de las diferencias que hay entre un contrato y otro: también se ha reconocido en general para todos los funcionarios públicos que, frente a una licencia por enfermedad, reciben íntegra su remuneración, y no como sucede en el mundo privado, donde los trabajadores están sujetos al tope imponible (incluso no tienen vacancia por el número de días que dura la licencia).



Luego, parecía absolutamente razonable que las trabajadoras del sector púbico pudieran mantener su remuneración íntegra frente a un permiso que era reconocido así en el prenatal y en el posnatal.



Eso es lo que hoy día se está subsanando.



Quiero recordar, además, que ello es producto de un acuerdo que se dio en el contexto de la discusión -si mal no recuerdo- del reajuste de las remuneraciones para los funcionarios del sector público que se llevó a cabo el año antepasado.



Hoy se está cumpliendo uno de los puntos del referido acuerdo.



¿Qué sucedía para funcionarias de rangos mayores del escalafón con remuneraciones superiores a las 72 UF?



Era abiertamente discriminatorio: durante el prenatal y el posnatal percibían su sueldo íntegro; sin embargo, en el posnatal parental en algunos casos su remuneración disminuía incluso a la mitad.



De acuerdo a lo que señalan estudios recientes, en la Administración Pública se contratan más mujeres, pero a los cargos de mayor rango llegan mucho menos que los hombres.



Entonces, hay una discriminación adicional.



Es más, en la actualidad existen varias mujeres preocupadas de esta materia y nos han solicitado tramitar este proyecto con la mayor celeridad, pues que tomen el posnatal parental íntegro depende de que puedan mantener su remuneración. De lo contrario, está la factibilidad de compartirlo con el papá.



Pero esa decisión debe surgir desde la familia, no de un apremio económico por la reducción de remuneraciones, que es lo que ocurre en la práctica.



La ley en proyecto empezará a regir desde el minuto en que se publique, y va resolver la situación de varias mujeres que se hallan hoy ante esa incertidumbre.



Por lo tanto, lo que estamos haciendo ahora es de absoluta justicia.



Se trata de reconocer un derecho de las funcionarias que está contemplado en el Estatuto Administrativo; que se ha conseguido en negociaciones previas; que se encuentra reconocido por la normativa que rige sus contratos.



Incluso, un grupo de juezas que se vieron perjudicadas hicieron presentaciones.



Hoy día, con esta iniciativa, subsanamos los efectos negativos que existen en esta materia.



De otro lado, quiero recordar las bondades del posnatal parental.



Se trató de un proyecto que nos costó muchos años que fuera patrocinado por el Ejecutivo y que finalmente se discutiera en esta Sala.



Durante su debate también hubo diferencias en cuanto a si debía cubrir a todas las mujeres.



Algunos se preguntaban por qué a todas, si algunas ganan más de 72 UF -lo podemos traducir en pesos- y quizás no tengan las mismas necesidades que otras mujeres que perciben remuneraciones más bajas.



Pero aquí el punto no es cuánto gana la mamá, sino el derecho del niño a estar con su madre y el derecho de la mamá a estar con su hijo.



Incluso, avanzamos en algo que hoy día nos enorgullece: la incorporación de los papás. Porque este derecho no es solo privativo de la madre: también lo es del padre. Está demostrada la importancia del apego en el desarrollo del niño, de la lactancia, de cómo cuidamos esos primeros meses de vida. 



A quién no lo han parado en la calle para decirle (o en alguna reunión o cuando concurre a una maternidad): “¡Qué bueno que hoy día puedo estar más tiempo con mi guagüita!”.



Nosotros sabemos que con ello mejoramos sustantivamente la calidad de vida de muchas mujeres, de muchas familias, de muchos niños.



Señor Presidente, insisto en que apoyamos el proyecto que nos ocupa con mucho entusiasmo, porque significa saldar una materia que podríamos haber resuelto hace un par de años, pero no fue así.



Ahora lo estamos haciendo, y me alegro por eso.



Quiero efectuar un reconocimiento al trabajo llevado a cabo por la Cartera respectiva, encabezada por la Ministra Rincón.



Asimismo, destaco la labor realizada por la mesa del sector público, que incorporó esta materia a otras que también espero que apoyemos, que tienen que ver con cómo avanzamos en la conciliación de la vida laboral y familiar y en la incorporación de mujeres en cargos de jefatura, de mayor responsabilidad, tanto en el mundo público como en el privado. 



Por último, quiero entregar un argumento adicional tendiente a explicar por qué esta materia funciona distinto en el sector público y en el sector privado.



En el sector privado, sobre todo en cargos de jefaturas, que son aquellos que perciben mayores remuneraciones, existe la posibilidad de negociar con el empleador.



Eso se da en muchos casos. Ello, porque, además, se trata de mujeres que tienen una experiencia importante, que cuentan con una preparación que al empleador le interesa retener, y, por tanto, quiere que ellas vuelvan a trabajar después de ser madres.



Esas mujeres pueden tener beneficios de aumento en sus remuneraciones; o, en el tiempo parcial, tomando media jornada (es una de las posibilidades del posnatal parental), es factible que inclusive reciban de manera íntegra su sueldo.



Todos sabemos que en el sector público, dadas la manera en que se construyen las remuneraciones y la escala única de sueldos, es imposible realizar tales negociaciones: no existe la flexibilidad que sí se tiene para el referido grupo de mujeres en el ámbito privado.



Por ello, parece aún más necesario igualar condiciones, nivelar el monto de remuneraciones que reciben las trabajadoras en los períodos prenatal, posnatal y posnatal parental.



Adicionalmente, este proyecto contempla algo que también nos gusta mucho: en esta lógica de la corresponsabilidad, en caso de que ambos padres trabajen en la Administración Pública, puede hacerse uso del beneficio de la sala cuna no solo por parte de la madre, como funciona en la actualidad, sino también del padre.



Lo anterior va absolutamente en la línea de lo que hemos hecho con el permiso de alimentación. Si ambos progenitores son trabajadores dependientes, pueden acordar que la hora de permiso para alimentar al hijo sea usada por el padre.



Aquí se trata de ver cómo compartimos responsabilidades familiares y cómo avanzamos también en incorporar dentro del concepto del cuidado de los niños y de la familia no solo la maternidad, sino también el reconocimiento de la paternidad.



Por todos esos argumentos, recomendamos, como Comisión, aprobar esta iniciativa, para que ojalá sea ley de la república lo antes posible.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- ¿Le parece a la Sala abrir la votación?

El señor ALLAMAND.- Sí, señor Presidente.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Acordado.



En votación general y particular.



--(Durante la votación).

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, efectivamente, en la Comisión de Hacienda, después de conocer el informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, aprobamos este proyecto, pero con las abstenciones de los Senadores García y Coloma, quienes plantearon ciertas dudas, las que se han manifestado aquí, en la Sala, dudas que a mi entender ya están siendo despejadas a lo largo de las diversas intervenciones, entre otras la del Presidente de la Comisión de Trabajo y la de la Senadora señora Goic.



Personalmente, tal como lo señalaron los Senadores señor Letelier y señora Goic, creo que no existe discriminación al respecto. A mi entender, se trata de una manera de regular las relaciones laborales dentro del sector público, del mismo modo en que hay regulación de esas relaciones en el sector privado en materia previsional, etcétera.



Bueno, las dudas son legítimas y pueden hacerse presentes. Pero yo daría por despejada la cuestión.



Esta iniciativa, que -ya se manifestó- es producto de un protocolo de acuerdo celebrado en noviembre de 2014 entre el Gobierno y la mesa del sector público, primero, permite pagar el permiso posnatal parental durante todo el período por la remuneración completa.



En segundo término, habilita el ejercicio del derecho a sala cuna en la entidad empleadora del padre cuando ambos progenitores sean servidores públicos, beneficio que tampoco se da al sector privado, que tiene su propia relación laboral en este ámbito.



En tercer lugar, regula la recuperación de los subsidios por parte de los servicios públicos.



Por último, reconoce el período del permiso posnatal parental como efectivamente trabajado en el caso del Ministerio Público y del Poder Judicial, que podrían quedar discriminados.



De acuerdo con el informe financiero, el costo de la ley en proyecto alcanza a 5 mil 900 millones de pesos anuales, y se financiará con cargo al presupuesto vigente de los órganos y servicios públicos correspondientes.



Por las razones expuestas, y sobre la base de que se trata de una cuestión de justicia y de que se está cumpliendo un acuerdo al que llegaron la mesa del sector público y el Gobierno, la Comisión de Hacienda aprobó esta iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, este proyecto de ley, que responde a un compromiso suscrito durante el año 2014 con las organizaciones representativas de los funcionarios del sector público, permite dar un paso más tras el objetivo de asegurar los derechos de las madres, padres e hijos para que estos puedan recibir efectivamente los cuidados que merecen durante sus primeros meses de vida.



La ley N° 20.545 dio un gran paso en tal sentido. Pero ello fue incompleto, pues no se reconoció el derecho de los funcionarios y funcionarias públicos a gozar del total de sus remuneraciones durante el permiso posnatal parental, sino solo el subsidio, con los topes correspondientes.



Eso ha provocado un perjuicio para un segmento de trabajadores con sueldos más altos, quienes se ven obligados a recibir una cantidad menor durante aquel período. De esta manera, lo que al principio era un beneficio se transformó en un detrimento en sus remuneraciones.



El proyecto que nos ocupa corrige la referida situación. Al efecto, consagra el derecho pleno de los servidores públicos a seguir gozando del total de sus remuneraciones.



Naturalmente, se trata de un beneficio que otorga el Estado a sus dependientes. Pero ojalá, como se ha dicho acá, en lo inmediato sea emulado por el sector privado y en un plazo razonable se consagre de manera general y se convierta en un derecho de todos los trabajadores y trabajadoras.



Nuestro país debe avanzar mucho más aún en materia de protección de la infancia y de los derechos de las mujeres.



Está en trámite, por ejemplo, el proyecto que favorece la lactancia materna. Sin embargo, es imprescindible contar en el más breve plazo con una ley que resguarde los derechos del niño, la que fue comprometida en el Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet.



Otras tantas medidas son necesarias en el ámbito de la salud y en el de la educación.



Porque la familia no se defiende solo sosteniendo principios morales, los que pueden ser perfectamente válidos.



La familia se promueve y se cuida con medidas concretas; con trabajos cercanos al lugar de residencia; con más salas cuna; con colegios más inclusivos; con centros de salud más próximos; con más cultura y deporte, y con más tiempo libre para compartir con los hijos.



La familia y los niños se defienden con medidas efectivas, como el presente proyecto de ley, que permitirá a muchas mujeres, y también a hombres, cuidar a sus hijos sin ver afectadas sus remuneraciones y, por lo tanto, con la tranquilidad que esa misión merece.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hay una solicitud para que ingrese la señora Subsecretaria de Previsión Social.



¿Le parece a la Sala?



--Así se acuerda.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, me parecen de extraordinaria importancia y de beneficio extremo todas las legislaciones tendientes a proteger la maternidad, la lactancia, el apego.



Entiendo que la ley en proyecto apunta en tal sentido.



Sin embargo, en su texto hay algunas cosas que me hacen ruido.



Durante una de las intervenciones precedentes se sostuvo que la posibilidad de tener un posnatal parental sin tope en el sistema público se justifica por la naturaleza del trabajo; o sea, que el resultado del trabajo, por orientarse este a fines públicos, justifica un mayor beneficio para las mujeres que laboran en el sector fiscal.



Ese argumento me parece curioso.



Yo no soy contraria a dicho beneficio; al revés, estoy a favor de él. Pero me gustaría que se aplicara también a las mujeres del sector privado que se esfuerzan por compatibilizar su vida laboral con la maternidad.



Se trata de un beneficio que no es pagado ni por el empleador, ni por las isapres, ni por seguro alguno, sino por el Estado, que, a mi juicio, debe otorgarlo tanto a las servidoras del sector público cuanto a las empleadas del sector privado.



En mi concepto, más allá del lugar donde se desempeñan, todas las mujeres merecen un trato igualitario.



Es inentendible que, tratándose del permiso posnatal parental, a una profesional que se ha esforzado por salir adelante y es capaz de ganar un sueldo superior al promedio se la discrimine por trabajar en el sector privado y no se le permita recibir su remuneración completa. Porque en muchas ocasiones las mujeres que se hallan en tal situación, además, son jefas de hogar y necesitan que el Estado las resguarde en su maternidad.



Efectivamente, la discriminación venía de antes. Sin embargo, esta iniciativa la consolida.



El proyecto que nos ocupa ayuda a las trabajadoras del sector público: lo considero estupendo. Empero, no termina con la discriminación odiosa que afecta a las mujeres que laboran en el sector privado.



Nuestro país tiene poca natalidad; se están dictando leyes que propenden a mejorar las tasas de nacimiento, y se procura favorecer el apego del recién nacido. Pero si beneficiamos solo a quienes se encuentran en el sector público no avanzaremos mucho en ese camino.



Pienso que estamos ante una buena iniciativa. Sin embargo, creo que debemos ir bastante más allá.



Esta proposición de ley me parece insuficiente para mejorar el apego, la lactancia, las relaciones familiares que debe haber con el recién nacido.



Visualizo, pues, serias contradicciones, pues, aunque se trata de un avance, es del todo insuficiente, en la medida que incluye únicamente a las mujeres del sector público, que son hartas, pero no son “las mujeres de Chile”.



Así las cosas, las trabajadoras de nuestro país siguen siendo discriminadas, porque un número importante de ellas no se beneficiará con esta iniciativa.



Ahora, de la situación existente no tiene culpa este Gobierno: la discriminación venía de antes.



En el sector público a las funcionarias se les pagará todo el sueldo en caso de permiso posnatal parental. O sea, si una médica trabaja en un hospital o en un consultorio percibirá la remuneración completa; pero si labora en una clínica -tal vez porque no tuvo posibilidad de hacerlo en el sector fiscal o por cualquier otra razón- le pagarán la mitad del sueldo.



Eso constituye una discriminación odiosa.



¡Bien por las mujeres que trabajan en el sector público! ¡Pero con esta iniciativa se consolida una situación injusta que no beneficia ni la maternidad ni la relación de apego que debe existir en una familia cuando nace un hijo!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, como expresó la colega Van Rysselberghe, la discriminación existente resulta odiosa. Pero, al objeto de avanzar en la línea que plantea la señora Senadora, es fundamental hacer una gran discusión (transversal, de Estado) para establecer que la maternidad es una función social.



En tal sentido, debemos consagrar en la Carta Fundamental -por eso, bienvenida la apertura hacia un debate constitucional- que la maternidad es una función social de la que debemos hacernos cargo todos y no solo las mujeres.



Repito: esa es una discusión muy de fondo; entonces, bienvenida la invitación a establecer en una nueva Constitución que la maternidad es una función social.



En tal sentido, aquí se ha corregido un déficit que quedó instalado en el proyecto sobre pre y posnatal del Gobierno del Presidente Piñera, donde, a lo mejor procurando avanzar en la idea de cerrar la brecha de discriminación odiosa entre sector público y sector privado, se optó por la línea de rebajar derechos: se les quitó a las servidoras públicas un derecho adquirido de larga data.



En efecto, por muchos años las trabajadoras del sector fiscal pudieron recibir el total de las remuneraciones durante el permiso posnatal.



La mantención de ese derecho fue un punto de gran conflicto y tensión en el debate del proyecto sobre pre y posnatal, en el que muchos de los que estamos aquí participamos. Por supuesto, perdimos en la Sala de la Cámara de Diputados. Así, en vez de avanzar en la línea de universalizar derechos, se rebajaron derechos. Y por eso quedó la diferencia que hoy observamos entre trabajadoras de los sectores público y privado.



Ahora, como bien apuntaban la Senadora Goic y el Senador Letelier, la naturaleza del contrato es lo que orienta la situación que viven las mujeres con relación a los permisos pre y posnatal.



En el sector privado -ya se decía- existe la negociación colectiva. Y quizás la materia en comento debería incorporarse en ella.


En el esfuerzo que hemos hecho en la reforma laboral ampliamos las materias de negociación colectiva; incluimos también aspectos atinentes a las relaciones de familia, para conciliarlos con los laborales.



En el sector público no existe la negociación colectiva. Por tanto, las funcionarias tuvieron históricamente tal derecho, que -repito- se eliminó en el proyecto de ley presentado por el Gobierno del Presidente Piñera.



Por eso, saludo esta mejoría, la reposición del referido derecho. Y, por cierto, me hago cargo de las inquietudes expuestas en el sentido de ir eliminando las discriminaciones odiosas, sobre todo la existente en la materia que nos ocupa esta tarde.



Por otro lado, señor Presidente, me alegra mucho que se otorgue derecho a sala cuna a trabajadoras y trabajadores del sector público, y que ello se explicite en un marco normativo.



Para hacerse cargo de la responsabilidad parental consagrada en la legislación sobre permisos pre y posnatal se requiere un cambio cultural en hombres y mujeres.



En tal sentido, la ley en proyecto facilita a ambos padres la posibilidad de ser parte activa en la responsabilidad frente a la crianza de sus hijos.



Por último, debo puntualizar que este proyecto tiene un déficit (en la Comisión de Trabajo al menos lo planteamos) en el sentido de que las funcionarias de la Junta Nacional de Jardines Infantiles -y ahí sí que hay una discriminación bastante obvia y abierta- no tienen derecho a llevar a sus hijos a las salas cuna.



Es importante cerrar tal discriminación. Y el Gobierno se comprometió a ello.



Yo quisiera que la Subsecretaria de Previsión Social, quien se halla presente en esta Sala, refrendara aquí el acuerdo a que llegamos en la Comisión de Trabajo del Senado en cuanto a que el Ejecutivo envíe un proyecto de ley en virtud del cual se entregue el derecho en comento también a las funcionarias de la JUNJI.



Sería muy importante, pues, que dentro de los próximos meses el Gobierno remitiera al Congreso Nacional la iniciativa pertinente, para cerrar la situación discriminatoria que afecta a las referidas servidoras públicas.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, habitualmente se reclama aquí por las discriminaciones contra la mujer en el ámbito laboral.



Quiero aprovechar la presencia de la señora Subsecretaria de Previsión Social para plantear un problema cuya resolución considero importante.



Se reclama en esta Sala, entre otras cosas, por las remuneraciones. Se ha dicho que las mujeres ganan menos por hacer el mismo trabajo que los hombres -es una discriminación (yo diría) absurda-; que a unas y a otros se les da un trato diferente según el cargo que se desempeña, en fin.



Ahora, en este proyecto se trata del permiso posnatal parental.



Pero, señor Presidente y Honorables colegas, déjenme ir contra la corriente.



Esta cuestión la he planteado ya en tres gobiernos; incluso, en el mío. Y todos me dicen: “¡Qué bueno!”, “Me parece muy bien”, “Se trata de una discriminación odiosa”. Empero, nadie hace nada.



Me refiero a que hoy día los maridos no pueden ser carga de las mujeres en FONASA.



Por ejemplo, ambos cónyuges trabajan: si la mujer es carga del hombre y se enferma, tiene cobertura de salud; pero en la situación inversa no sucede lo mismo, pues las normas del FONASA vigentes no permiten que el marido sea carga de su mujer para los efectos de tal cobertura.



Eso motiva que por todos lados digamos a voz en cuello que la igualdad de derechos no funciona.



Según entiendo, si el marido pierde el trabajo y se enferma, tiene la cobertura residual del FONASA, por seis meses. Posteriormente, bueno, debe arreglárselas por su cuenta. ¡Y ni Dios quiera que lo afecte una enfermedad de alto costo!



¡Eso es como hacerse trampa en el solitario...!



Me gustaría, señor Presidente, que les encargáramos a la señora Subsecretaria y al Ejecutivo resolver tal situación.



Yo he presentado proyectos de ley sobre la materia. Entiendo que la Vicepresidenta del Senado, señora Adriana Muñoz, también hizo algo al respecto. Pero, al final, nadie soluciona el problema.



Repito: aquello es como hacerse trampa en el solitario. ¿Porque dónde se atiende el marido que queda sin cobertura de salud, dónde termina? ¡En el hospital público! O sea, en última instancia debe asistirlo el Estado.



¿Por qué FONASA no ha querido resolver la mencionada situación? ¡No lo sé!



Esta idea me la expuso hace muchos años la cónyuge de un amigo que enfrentó el problema en comento -no he olvidado su planteamiento: he insistido en él a lo largo de tres gobiernos; sin embargo, la situación no ha cambiado-: si una mujer quiere tener a su marido como carga (la palabra “carga” es un poco fea), paga la cotización de salud, ¡y problema resuelto!, pues en este caso no hay mayor gasto fiscal.



Como expresé, he presentado proyectos de ley al respecto. Pero en este caso las mociones son inadmisibles, pues constitucionalmente, como todos sabemos, se trata de una materia de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.



Es, en consecuencia, una tarea pendiente. 



Por intermedio de la Mesa, le pido a la señora Subsecretaria de Previsión Social que procure patrocinio para uno de los proyectos que he presentado, o bien, que el Gobierno envíe una nueva iniciativa. Pero este problema, que es grave, hay que resolverlo.



Señora Presidenta, decimos por todos lados -y los gobiernos lo propugnan- “Ojalá trabajen el hombre y la mujer. Ojalá ambos tengan las mismas condiciones”. No obstante, acabo de reseñar el caso específico de una discriminación odiosa contra los hombres que, a mi entender, debe resolverse.

La señora MUÑOZ (Vicepresidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señora Presidenta, creo que estamos ante un proyecto que podríamos repensar.



¿En qué sentido?



En este caso el Estado está invirtiendo cierta cantidad de plata de todos los chilenos para beneficiar a un grupo de mujeres: al de las que laboran en el sector fiscal.



Entonces, la primera pregunta que me hago frente a esta iniciativa es por qué dichos recursos no se usan ante todo para buscar el equilibrio frente a una discriminación que ha existido históricamente entre las trabajadoras del sector público y las del sector privado.



Señor Presidente, decía la Senadora señora Muñoz que la ley en proyecto busca universalizar un derecho.



Sin embargo, percibo que esta iniciativa no universaliza un derecho, sino que, al revés, consolida una discriminación histórica que me parece profundamente odiosa.



¿Por qué -no lo comprendo- las mujeres del sector público tendrán en los períodos prenatal, posnatal y parental un beneficio que no recibirán las que laboran en el ámbito privado?



¿Porque es histórico?



O sea, ¿las discriminaciones están bien cuando son históricas?



Yo creo que no. A mi entender, ellas nunca están bien y son poco comprensibles.



Ahora, se ha planteado acá un argumento que no termino de comprender.



Se dice que las trabajadoras del sector privado negocian colectivamente y que, en consecuencia, el problema podría solucionarse por esa vía.



Yo no entiendo el referido planteamiento, pues nos hallamos ante un subsidio que paga el Estado.



¿Qué tiene que ver con eso la negociación colectiva? ¡Nada!



Aquí se trata de un beneficio que paga el Estado. En virtud de él, con dinero de todos los chilenos, a mujeres que trabajan en el sector público se les entrega más que a aquellas que lo hacen en el área privada.



¿Por qué?



Se dice: “Es que siempre ha sido así”.



¿Pero por qué profundizamos la discriminación? ¿Por qué no usamos los fondos pertinentes para ayudar a las mujeres del sector privado, quienes nunca han recibido el beneficio de no tener tope remuneracional en los permisos prenatal y posnatal, y ahora tampoco lo tendrán en el permiso parental?



De consiguiente, aquí se está profundizando una discriminación histórica, en vez de avanzar hacia lo que el actual Gobierno ha repetido insistentemente: la igualdad de derechos.



Este proyecto no camina hacia la igualdad de derechos: profundiza una discriminación.



Solo un ejemplo.



Una profesional del sector estatal que hoy día gana 3 millones 600 mil pesos va a recibir en el prenatal, en el posnatal y en el posnatal parental exactamente esa misma cantidad, mientras la que labora en el sector privado percibirá la mitad.



¡Que alguien me diga en qué parte aquello no es discriminatorio! 



Yo no logro comprender por qué se dice que eso está bien porque históricamente ha sido así.



Repito: aunque sean históricas, las discriminaciones nunca están bien.



Por lo tanto, creo que profundizar a aquel respecto  no es el camino correcto.



No hay que confundirse, señor Presidente: dichos subsidios no los paga la isapre, ni tampoco el empleador; de modo que en este caso la negociación colectiva nada tiene que ver.



El beneficio a que se refiere el proyecto que nos ocupa lo paga el Estado. Y lo paga por algo que considero completamente correcto: la maternidad no tiene por qué cargarla solo la mujer.



Es en tal sentido que el Estado se hace cargo de la situación y entrega el subsidio en comento; y eso me parece bien. Pero el beneficio debe ser para todas las trabajadoras por igual y no en mayor proporción para las que laboran en el sector fiscal.



Por eso, no entiendo el argumento vinculado con la negociación colectiva. Esta nada tiene que ver con la ley en proyecto.



En la negociación colectiva se pueden prever otros beneficios: está bien. Pero esta iniciativa no guarda ninguna relación con un beneficio entregado por el empleador,...

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Dispone de un minuto adicional, señora Senadora.

La señora VON BAER.-... sino con uno que otorga el Estado con plata de todos los chilenos.



Ahora, cuando el Estado otorga un subsidio con recursos de los ciudadanos, él tiene que ser para todos los beneficiarios por igual.



Aquí se está profundizando una discriminación histórica, en vez de irla borrando.



Por eso es que la Senadora que habla va a hacer una reserva de constitucionalidad, en virtud del artículo 19, N° 2, de la Carta, ya que le parece que es preciso ir frenando y arreglando las discriminaciones históricas existentes en los subsidios que entrega el Estado.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en los tiempos en que con muchos de los colegas que hoy día nos acompañan pertenecíamos a la Cámara de Diputados logramos, después de casi nueve años y medio o diez, en el primer Gobierno de la Presidenta Bachelet, que un proyecto que había sido conocido en la Comisión de Trabajo y que no podíamos hacer avanzar se materializara en una importante ley, como lo fue la que extendió a todas las madres trabajadoras el derecho a amamantar, independientemente de si había o no una sala cuna.



En efecto, la legislación hasta esa fecha establecía que dicho recinto requería 21 mujeres contratadas y que solo superada esta valla se ejerciera tal derecho. Y en muchos lugares había menos de 21 o las 21, pero no una sala cuna. En dicha Administración, una iniciativa de mi autoría lo hizo efectivo -repito- para todas aquellas que se encontraran en ese caso.



Y hemos ido progresando. Este es un proyecto que avanza, por cierto: contempla derechos parentales para trabajadores del sector público. Por eso, vamos a votar a favor, pues la construcción de la protección social es siempre ascendente, progresiva. No es un suceso: es un proceso, el cual resulta difícil, por los costos, y complejo en lo político, ya que todos manifestamos estar de acuerdo, pero no lo concretamos. Porque no imagino ni al Gobierno del Presidente Piñera ni al Gobierno de la Presidenta Bachelet sin querer entregar el beneficio a todos, particularmente en relación con el sector laboral.



En el mismo sentido, deseo consignar que avanzamos con los trabajadores del sector público, pero que quedan en rezago los miles y miles que se encuentran a honorarios, quienes no tienen derecho a sala cuna, ni a pre ni posnatal, ni a fuero maternal, ni a ningún otro. Y llevan desempeñándose quince, dieciocho, veinte, veintidós años, y están sometidos a las mismas exigencias que los demás.



Ojalá que con la aprobación, como espero, de la iniciativa en debate podamos seguir profundizando la protección social de quienes se desempeñan a honorarios en el Estado, que en algunas reparticiones alcanzan hasta el ochenta o noventa por ciento del total. ¡El noventa por ciento!



¿Cuántos hombres y mujeres van a lograr el beneficio de que se trata con motivo del permiso posnatal parental? Porque muchos de ellos no son de planta y tienen un contrato por un año, pero los que se hallan a honorarios quedarán al margen.



Entonces, ¡cuidado! Nos han llamado compañeros, trabajadores, cercanos, simpatizantes, para exponer que no accederán al derecho por no estar contratados ni ser funcionarios públicos.



Cabe preguntarse por el caso de dos mujeres que han trabajado una al lado de la otra, durante quince o dieciocho años, una de ellas a honorarios y la otra de planta, en las mismas condiciones, con la misma labor, la misma exigencia, la misma edad y un niño cada una.



Le hago un llamado a mi Gobierno para que el de ahora sea visto como un paso ascendente en la protección social de los trabajadores del Estado. Está bien, el Presupuesto no permite contratar a todos los que se encuentran a honorarios ni pasarlos a la planta, pero la verdad es que no resulta coherente negarles a los que se desempeñan en el aparato público -universidades, municipios, servicios, ministerios, subsecretarías- derechos sociales básicos como los que aquí estamos aprobando para los funcionarios.



Voto a favor del proyecto de ley, que constituye un avance importantísimo, como lo ha planteado la Senadora señora Goic, pero subrayo que sigue siendo insuficiente. Aspiro a que el Gobierno, con el apoyo de la Oposición, colabore a la extensión de estos derechos de manera progresiva, pero sin tardanza, en 2016, a quienes se hallan a honorarios, en particular a madres trabajadoras, quienes lamentablemente no podrán acceder al beneficio en estudio por su situación laboral.



¡Qué culpa tiene una criatura antes de nacer del tipo de contrato de su madre! Aquí se trata de proteger los derechos de los niños, y, en este sentido, seguimos en falencia. Espero que ello podamos corregirlo con la buena voluntad del Gobierno, la buena marcha de la economía y el consenso con la Oposición.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, el último fallo del Tribunal Constitucional marca un antes y un después, en mi opinión, respecto de los beneficios sociales que otorga el Estado. Es cierto que recayó sobre una materia distinta, cual es la gratuidad en la educación. En lo central, ¿qué dijo el organismo? Que el acento tiene que estar puesto en el estudiante vulnerable, independientemente de cuál sea la institución de educación superior donde curse sus estudios: una universidad estatal o privada, un centro de formación técnica o un instituto profesional. Lo importante es ese joven y su familia. Eso es lo que la gratuidad en la educación tiene que resguardar y garantizar.



En el caso en examen se busca proteger la maternidad. Es la madre. Es el niño. En consecuencia, la protección debe ser por igual, se trate de una trabajadora del sector público o del sector privado.



Por mi parte, me alegro de la iniciativa. ¿Y cómo no si les hace plena justicia a funcionarias de una remuneración mayor que, al salir con posnatal, pierden una parte? Eso me parece profundamente injusto. ¡Y qué bueno que ello se repare!



¡Si con mi Honorable colega Coloma hemos expresado que es algo que debiera ser para todos, porque el Estado debe amparar la maternidad! La guagua que está creciendo y necesita de su madre es lo que tenemos que resguardar por igual, trátese de una funcionaria o de una trabajadora del sector privado.



No estamos en contra del proyecto. ¿Cómo podríamos estarlo si es bueno, justo, respecto de las funcionarias con mayores ingresos en el sector público? Mas no lo es respecto de las trabajadoras con remuneraciones un poco más altas en el sector privado, quienes van a seguir con la limitación de las noventa unidades de fomento.



El Senador que habla era partidario de que el texto pasara a la Comisión de Constitución antes de despacharlo y de que ella pudiera decirnos si se cumplen o no las normas constitucionales, en su opinión, sobre todo a la luz del fallo mencionado, que insisto que sienta un precedente enteramente distinto de lo que conocíamos antes.



No sé si se recabó al respecto la unanimidad de la Sala.



¿Porque sabe lo que pasa al final, señor Presidente? Que todo es preciso hacerlo rápido, para ayer. Si hay un compromiso con la mesa del sector público, nosotros entendemos las urgencias, las obligaciones del Gobierno. Pero eso no puede ser impedimento para que nuevamente establezcamos discriminaciones arbitrarias, menos aún en un aspecto tan sensible como la maternidad, como el resguardo de los niños. Hasta los seis meses, el pequeño necesita a la madre, al padre. Por eso es que también hemos extendido la posibilidad del posnatal, en el sentido de que una parte puedan servirlo los papás. Mas eso es para todos. Así tiene que ser la protección de la maternidad y de la niñez.



La cuestión incomoda, porque, en realidad, ¿cómo votar? ¡Si estamos a favor de la iniciativa! Lo que afirmamos es que esta debe ser más amplia y garantizar el derecho a todas las mamás, a todos los niños, sea que ellas trabajen en el sector público o en el sector privado.



Gracias.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, antes de abrirse la votación formulé el planteamiento de una duda constitucional y se repuso que aparentemente no la hay. Me he ido formando la convicción, durante el debate, de que sí existe, y quizás efectivamente hubiera sido mucho mejor recurrir a nuestra Comisión especializada.



La cuestión de fondo no dice relación con si el proyecto es o no bueno. Por mi parte, estimo que lo es y que contiene elementos positivos. Lo que pasa es que la mera bondad no es suficiente en una sociedad con exigencias: se requiere incorporar, además, la justicia. Creo que esta ha sido la famosa discusión por la que hemos transitado en los últimos años, cual es la de entender que se precisa la inclusión de elementos adicionales a los valores, en sí mismos, para hacer de una iniciativa algo valioso. Y si algo es bueno y no justo, obviamente existe el derecho a preguntarse cuál es la bondad final, cuál es el sentido de una aprobación o de un rechazo.



¿En función de qué se da el subsidio? Esta es la interrogante de fondo para definir lo relativo a la justicia. Si ello fuera sobre la base de determinados beneficios para las personas por el carácter del trabajo, no cabría duda de que la normativa es buena y justa. Pero lo único que tengo claro del debate es que la medida no se ha concebido por la naturaleza jurídica de la labor, sino en función de la maternidad, del hijo, de la generación de condiciones para que este pueda lograr un mejor desarrollo justamente desde los primeros días de vida.



Este es el gran cambio, la gran revolución, que de alguna manera ha tenido lugar en el mundo moderno: el de que la formación de una persona no nace de una inspiración a una edad equis, sino de un acompañamiento incluso antes del parto.



Entonces, si concluimos que hay un esfuerzo del Estado ante la maternidad, no frente a lo que hace o no quien resulta ser el padre o la madre, no es aceptable entender que el subsidio se diferencia según el lugar donde efectivamente se trabaja. Eso no puede estar dentro de la esencia del cambio si uno estima que el beneficio tiene que ver con la paternidad, a menos que juzgue que el Estado es tan importante que el elemento diferenciador pasa a ser el estar dentro de su amparo o fuera de este. No creo que esta sea la visión ni siquiera de un estatista máximo.



El Senador que habla, por lo menos, procurará que los proyectos sean buenos y justos, dentro de las limitaciones que se enfrentan. Como es necesario actuar con convencimiento, no puedo persuadirme de que estamos dando un paso global positivo si a mujeres que se hallan en las mismas condiciones les estamos diciendo que van a recibir un trato distinto según el lugar donde trabajen. No puedo comprenderlo.



Sobre todo, considero que se había evolucionado bien en la eliminación de trabas. Si algo era importante y se logró en períodos anteriores fue adelantar en una mucho mayor justicia, en comprender una globalidad que iba más allá de las reglas y que tiene que ver con la dignidad de la persona humana, cualquiera que sea el lugar donde se desempeña.



Por eso, en la Comisión expuse -y su Presidente así lo señaló-, como también al inicio de la discusión, que, en aras de avanzar a máxima velocidad, no estamos avanzando a máxima justicia. Nadie puede afirmar que se va a causar un mal; que este es de los proyectos que originan, en sí mismos, un retroceso, o una caída, o un error, como sí ocurre en varias otras materias, a mi juicio, de responsabilidad del Gobierno. Pero, claramente, la generación de una medida para algunos importa un paso injusto, y me parece que es preciso tener mucho cuidado con ello, porque se va generando una sociedad también injusta. Y eso es lo que más debemos evitar en la legislación.



He dicho.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, primero, el Estado comprende varias dimensiones, una de ellas la de empleador. Es el mismo caso del empresario del sector privado como persona. Insinuar una discriminación -y quiero plantearlo en estos argumentos- implica una incomprensión de la diferencia a tal punto que, con la lógica de una señora Senadora y del colega que me antecedió en el uso de la palabra, se llegaría a que ambos suponen que el Estado no puede, en tanto empleador, pagar asignación de zona, porque constituiría una desigualdad arbitraria, y tendría que subsidiarla para todos los trabajadores de las regiones en que ella se recibe.



En el fondo, aquí se está cometiendo un error no solo en el sentido de que la naturaleza del contrato es distinta, sino también de que el empleador -y, para este efecto, el Estado lo es- puede a la vez desdoblarse y ser el que cubra y financie las remuneraciones del sector privado.



A mí me parece que quienes me han precedido en sus intervenciones realmente han distorsionado la conversación a un extremo increíble.



¿El Estado, en tanto empleador, puede determinarles remuneraciones a sus trabajadores? Sí.



¿Puede fijarles beneficios? Sí.



¿Quién paga parte del pre y del posnatal? Una proporción -la sustantiva- es financiada por el mismo trabajador al hacerse cargo de su derecho de salud, sea con el prestador FONASA o con una isapre. Es lo mismo que pasa en el sector privado.



A mí me llama la atención que se quiera insinuar que el Estado, en tanto empleador, está obligado a extenderles a los trabajadores del sector privado todos los beneficios que les entrega a los propios. Es ahí donde hay una confusión tremenda. La naturaleza del contrato y el empleador son distintos.



Deseo abordar, en segundo término, lo hecho presente por el Honorable señor Coloma, a quien le gusta poner estos temas. Pero le pido ser parte del debate, porque algunos lo escuchamos cuando manifestó su punto de vista.

El señor COLOMA.- Estoy prestando atención.

El señor LETELIER.- Su Señoría quiere hacer un traslado que me parece muy atractivo y que dice relación con lo que he defendido siempre, pero que no es motivo de la iniciativa, en cuanto a si el derecho es del niño o de la madre o padre trabajadores. En nuestro ordenamiento legal, hasta la fecha, le corresponde al trabajador o a la trabajadora, en cuanto tales, sea que se rijan por el Código Laboral, si se trata del sector privado, o por el Estatuto, en el caso del sector público.



Creo que es distinto avanzar que es un derecho universal del niño, porque el asunto se vincula con el derecho de padres y madres de ejercer la paternidad y la maternidad. Ello tiene que ver con el principio laboral. No es el criterio del cuidado: es el de padres y madres al apego para con sus hijos.



Se podrá sostener que es un derecho bilateral -por cierto, podemos entrar a esa discusión-, pero repito que el origen en nuestro ordenamiento jurídico, sea en el Código del Trabajo o en el Estatuto, dice relación con el carácter laboral.



Se trata de un beneficio que el empleador les da a sus trabajadores. Y pasa por el Congreso, porque este, como el empleador es el Estado, es el que tiene que aprobar la ley. En ello no hay discriminación arbitraria de ningún tipo.



Pero es más: nosotros no tenemos la atribución de imponerle al sector privado cargas adicionales, que vayan más allá del ámbito de la relación bilateral.



Me parece un precedente interesante que podríamos discutir, pero entiendo que nuestro ordenamiento jurídico no apunta a aquello. Y reitero que quizás el mejor ejemplo es la asignación de zona. Porque, que el Estado la pague -pasa por una ley- tiene que ver con el contrato con sus trabajadores. Y si se ha querido generar un beneficio adicional, distinto, ha debido concretarse mediante una ley de zonas extremas, donde se paga un subsidio. Pero curiosamente no es igual que la asignación de zona, ni es para todos los trabajadores, sino solo para algunos, y el empleador privado concurre a ser partícipe de ese subsidio estatal, pero de otra naturaleza. 



Señor Presidente, yo no tengo la menor duda sobre la legalidad y la constitucionalidad de esta iniciativa.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Hago presente a la Sala que voy a respetar todas las peticiones de palabra. No obstante, advierto que se están inscribiendo cada vez más Senadores para intervenir, por lo que se ve difícil que podamos empezar a tiempo la sesión especial sobre los campamentos, que estaba citada para las 18:30. 



Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, yo voy a votar a favor de este proyecto. 



Entiendo a quienes han planteado dudas de constitucionalidad, pero se debe precisar que esta iniciativa busca restablecer un derecho de las trabajadoras, particularmente de las instituciones del Estado, que perdieron el beneficio de una renta total con respecto al posnatal que nosotros logramos en el Gobierno del Presidente Piñera y que ha sido un tremendo cambio positivo para nuestro país.



Por tanto, como ellas perdieron un beneficio que tenían, histórico -hay que reconocerlo-, lo que se está haciendo es restablecer lo que se perdió; no es algo nuevo.



Por esa razón, voy a votar a favor del proyecto.



En segundo lugar, a mí, como mujer, me encantaría que en Chile existiera un cambio de mentalidad. Este no es un beneficio para la mujer ni para el hombre; es un beneficio para el niño y para la niña. Por consiguiente, si uno lo piensa desde el punto de vista del derecho de los hijos, y más encima queremos fortalecer y favorecer que haya maternidad y paternidad en nuestro país, es obvio que debiéramos propender a que estos beneficios, pensados en los niños y las niñas, sean para todos, sin discriminar si su progenitor o progenitora trabaja para el Estado o para el sector privado. Eso es obvio, pero requiere un cambio de mentalidad radical y total. 



Entonces, compartiendo e impulsando ese criterio, yo anhelo que en algún minuto en que las ideas que a mí me mueven en política, que son más liberales, más de centro, lleguen nuevamente al Gobierno lo podamos implementar.



Con todo, voy a votar a favor porque las trabajadoras contratadas por el Estado tenían el beneficio y lo perdieron. Y me gusta mucho que se incorpore a los hombres, porque es muy importante promover que los padres que trabajan para el Estado también puedan tener a sus hijos en salas cuna.



Dicho eso, y aprovechando la presencia de la Subsecretaria de Previsión Social, espero que el pésimo empleador que es el Estado en nuestro país -somos muchos los que lo estamos planteando- considere a aquellos que están contratados a honorarios, porque esas mujeres sufren una tremenda discriminación con respecto al acceso a sus beneficios de pre y posnatal.



Voto a favor.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, yo intervine ya como Presidente de la Comisión, pero quiero, muy brevemente, fundar mi posición.



Me parece un poco extraño enfocar este proyecto desde el punto de vista constitucional. Efectivamente, el Tribunal Constitucional, en otro tipo de situación, en un tema absolutamente diferente, recientemente habló de discriminación. Pero el hecho de que, en un caso determinado, en una materia específica, haya dictado una norma en ese sentido no es ley ni establece jurisprudencia. Establece precedentes que podrán ser, por supuesto, discutidos por los que quieran llevar este tema a esa instancia.



Si hoy amenazan con una medida de ese tipo, bueno, están en su derecho -la Constitución lo establece- y veremos lo que pase. Pero yo, sinceramente, creo que no tienen ningún fundamento para ello, y aquí se han dado ya todos los argumentos para respaldar que esto no es ninguna discriminación.



Solo quiero recordarles a los Senadores de la Oposición el debate que tuvimos respecto del posnatal. En ese tiempo propusimos que el posnatal no llegara, como se establecía inicialmente, a 60 UF. Después de una gran discusión logramos llevarlo a 90 UF. Ustedes podrían haberlo resuelto entonces. 



El reclamo del sector público ha sido atendido por el Estado, que es el empleador, y ha determinado que se elimina el límite. Pero yo creo que los Senadores de Oposición tienen que pensar seriamente que no es aceptable hacer una presentación ante el Tribunal ahora respecto de algo que todos declaran que es muy positivo.



Insisto: pueden hacerlo, están en su derecho. Pero no olviden el pasado; es muy importante tenerlo presente. 



Cuando se planteó el límite, se habló de 60 UF. Y después logramos fijarlo en 90 UF. Hoy estamos logrando que en el sector público se llegue al cien por ciento.



Ahora, si después se quiere replicar este beneficio en el sector privado porque se estima necesario extenderlo, bueno, se podrá discutir. Pero no hay discriminación.



Creo que el Estado está dando respuesta a algo que le corresponde en sus relaciones laborales con su gente. El sector privado tiene muchas veces -aquí se ha dicho- beneficios que son distintos a los del sector público y puede incluso, a través de la negociación colectiva, llegar a establecer mecanismos diferentes, por ejemplo, en materia de indemnización por años de servicio. No hay indemnización por años de servicio en el sector público, mientras que en el sector privado ella tiene que pagarse, y nadie puede reclamar por qué se paga en uno y no en el otro.



Por supuesto, la discusión es legítima, y hay gente que tiene un convencimiento distinto al de uno. Pero lo importante es que valoremos lo que está pasando: estamos estableciendo un beneficio para la mujer madre, en favor del niño o la niña, con el pago del cien por ciento del posnatal. Esto no es ni 60 UF ni 90 UF; es el cien por ciento para los funcionarios públicos.

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención el tono mesurado y adecuado que ha utilizado el Senador señor Zaldívar al hacernos reflexionar sobre el pasado de este Parlamento, sobre el Gobierno del Presidente Piñera -se lo agradezco y espero que mantenga esa cordialidad-, pero quiero decirle que tengo la firme convicción de que esta norma es absoluta y totalmente inconstitucional. 



Dicho eso, puede parecer una contradicción que yo vote a favor, pero no lo es y voy a explicar por qué.



Porque las cosas se pueden explicar. Los burros son los únicos que no entienden cuando se les dan razones. 



Les quiero señalar lo siguiente.



Aquí estamos votando un beneficio en favor de las mujeres que trabajan en el sector público y deben hacer uso de un posnatal. Puestos nosotros en la disyuntiva de que pierdan este beneficio por una discriminación arbitraria del Gobierno, yo a lo menos no estoy dispuesto a permitirlo, porque ellas no tienen la culpa de esa discriminación arbitraria.



Por lo tanto, voy a respaldar el proyecto, porque objetivamente votarlo en contra significaría quitarles a miles de mujeres un beneficio que realmente es de toda justicia, que consiste en eliminar el límite de 90 unidades de fomento respecto de la remuneración que ellas perciben para gozar del posnatal extendido a seis meses durante el Gobierno del Presidente Piñera.



Pero quiero señalar por qué es una discriminación arbitraria. 



Lo es, en primer lugar, porque este beneficio se otorgó por ley tanto para el sector público como para el privado, por igual. Y desde el momento en que el legislador establece un principio de igualdad para que las mujeres de dichos ámbitos puedan hacer uso del posnatal, dada la condición de tener un hijo, cae en una discriminación arbitraria absoluta si con posterioridad entrega un beneficio a quienes están en el sector público, en desmedro de quienes se desempeñan en el sector privado. 



Pero, como Oposición, no tenemos iniciativa de ley y no podemos ponernos en la disyuntiva -por lo menos, esa es mi opinión- de recurrir al Tribunal Constitucional -ya lo hicimos, y muy bien a mi juicio, a propósito de la glosa sobre gratuidad en la educación-, por la demora que el asunto podría sufrir y porque, en esa hipótesis, no tenemos cómo obligar al Gobierno a incluir a las mujeres del sector privado, salvo señalar que no podrán acceder al beneficio las trabajadoras del ámbito público. 



Por lo tanto, señor Presidente, voy a votar a favor del proyecto, pero dejando constancia de que contiene una norma de absoluta discriminación arbitraria y de que no estoy dispuesto a perjudicar a las mujeres del sector público por una arbitrariedad del Gobierno. 



De otro lado, debo señalar que el argumento sobre asignación de zona que da mi distinguido amigo y colega el Senador Letelier es profundamente equivocado, porque si la ley estableciera que hay derecho a la asignación de zona para los funcionarios del sector público y los trabajadores del sector privado y luego se lo quitara o lo aumentara a unos en perjuicio de los otros, rompería el principio básico de igualdad. 



Lo que ocurre es que no hay una obligación de pagar asignación de zona en el sector privado. Por lo tanto, no se rompe el principio de igualdad ante la ley, ya que podría pagarse el beneficio de acuerdo a lo que negocien sus trabajadores con el empleador. Pero no es la misma condición que el mencionado Senador pone como ejemplo para validar esta discriminación arbitraria. 



Lamentablemente, nosotros como Oposición no podemos dejar sin este beneficio a las mujeres del sector público, aunque sabemos que estamos votando una norma que discrimina a las trabajadoras del sector privado. Esperamos que el problema se pueda corregir en la tramitación de esta u otra iniciativa legal. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que lo fundamental ya se ha dicho. 



Efectivamente, cuando se presentó el proyecto de extensión del posnatal, la existencia del tope me pareció completamente infundada. 



Así lo hice presente en esa oportunidad, porque de alguna manera estaba sancionando a las mujeres, fundamentalmente de clase media, porque no podían mantener su ingreso mientras duraba el posnatal. Y, en consecuencia, terminaba siendo una especie de castigo, pues como no podían dejar de tomar el posnatal, por el hecho de tener un hijo, sufrían un detrimento en su ingreso. 



Eso me pareció muy inconveniente y, gracias a las discusiones que se produjeron en el Congreso, se logró subir el tope de 60 a 90, como ya se recordó. 



Pero el problema conceptual continúa subsistiendo. 



Ahora bien, el Gobierno ha planteado esta iniciativa, que pretende corregir la situación para el sector público. 



Me parece razonable que se mejore la condición de las mujeres pertenecientes a dicho sector. Pero comparto la inquietud aquí planteada en cuanto a que las mujeres del ámbito privado también tienen derecho a este beneficio. 



Ahora, si bien es cierto que resulta discutible la constitucionalidad o la discriminatoriedad que pueda haber en esta norma, estimo que no se puede rechazar la iniciativa, dado que significaría un daño muy grande para las mujeres del sector público, que sufrieron además en forma muy significativa un detrimento por doble efecto, no solo por el tope, sino porque las remuneraciones contempladas para lograr el beneficio del subsidio al posnatal no incluían todas las asignaciones percibidas. 



Hoy día se incluye el total de las remuneraciones. Por lo tanto, las personas que no llegan al tope van a tener un incremento en el beneficio gracias a esa situación, cuestión que no ocurre en el sector privado. 



Aquí había una discriminación encubierta respecto de las trabajadoras del sector público, que se corrige por esta ley. 



Es cierto, por otra parte, que en el sector privado las mujeres pueden negociar con su empleador, cuestión que no ocurre en el caso del sector público. 



Con todo, a pesar de que subsiste cierta discriminación, que espero se corrija, me parece que debemos aprobar este proyecto de ley, que beneficia a las mujeres del sector público con la inclusión del posnatal sin tope. 



Ojalá esa presión sea la que falta para lograr que esto se extienda también al sector privado. Existen situaciones que hacen que el escenario no sea tan arbitrario, pero igual hay diferencias. No puede ser que una mujer, por trabajar en el sector público, tenga un beneficio que no obtendría si se desempeñara en el ámbito privado. Lo podría negociar, claro, pero ya no dependería de su voluntad. En el caso del sector público, le va a estar dado por el solo hecho de trabajar en él. 



En ese sentido, hay una diferencia que, a mi juicio, se debe corregir. 



Por las mismas razones que algunos han señalado que votarán a favor del proyecto, yo también lo respaldaré, tal como lo hice en la Comisión, pero dejo subrayado el punto de que es necesario corregir esta situación hacia el futuro. 

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (31 votos a favor y 3 abstenciones), dejándose constancia de que se cumple con el quórum constitucional requerido, y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.


Se abstuvieron las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y el señor Coloma.
El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso a las peticiones de oficios que han llegado a la Mesa.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes: 



Del señor DE URRESTI:



Al señor General Director de Carabineros, solicitándole antecedentes sobre EVENTUAL PARTICIPACIÓN DE ALUMNOS DE GRUPO DE FORMACIÓN POLICIAL EN MUDANZA PARTICULAR DE MAYOR RICHARD GUTIÉRREZ, EN VALDIVIA.



A la señora Alcaldesa de Santiago, pidiéndole dar a conocer MONTO DE INDEMNIZACIÓN DE DIRECTOR DE TEATRO MUNICIPAL DE SANTIAGO Y PROCEDENCIA DE RECURSOS DESTINADOS AL EFECTO.



Al señor Superintendente de Salud, requiriéndole información respecto de ACCIONES DE SUPERINTENDENCIA DE SALUD EN CASO DE PACIENTES GES IMPOSIBILITADOS DE ACCEDER A LA COBERTURA POR NO EXISTIR CLÍNICAS EN CONVENIO CON LA ISAPRE RESPECTIVA.



Y al señor Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción Limpia, solicitándole informar sobre ACUERDO DE PRODUCCIÓN LIMPIA PARA IMPULSO DE CONCEPTO DE FERIAS LIBRES SUSTENTABLES.



Del señor ESPINA:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública y a los señores Intendente de La Araucanía y Alcalde de Victoria, pidiéndoles antecedentes relativos a RAZONES PARA NO ACCESO A AGUA POTABLE DE DIEZ FAMILIAS EN COMUNA DE VICTORIA.



A los señores Ministros de Economía, Fomento y Turismo y de Energía, requiriéndoles información acerca de FISCALIZACIÓN A EMPRESA ELÉCTRICA POR DENUNCIA DE COMUNIDADES LLAFULEN Y MANUEL CHEUQUEPAN, EN COMUNA DE LAUTARO, REGIÓN DE LA ARAUCANÍA.



A los señores Ministro de Economía, Fomento y Turismo y Alcalde de Lautaro, solicitándoles INSTANCIAS PARA COMERCIALIZACIÓN DE PRODUCTOS DE TALLER LABORAL “NUNCA ES TARDE PARA APRENDER”, COMUNA DE LAUTARO.



Al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, pidiéndoles informar sobre RAZONES PARA NO REALIZACIÓN DE OBRAS DE REPARACIÓN VIAL EN COMUNA DE COLLIPULLI.



Al señor Ministro de Obras Públicas, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Alcalde de Victoria, consultándoles por RAZONES PARA NO REPARACIÓN DE RUTA QUE CONECTA A COMUNIDAD MIGUEL HUENTELÉN, COMUNA DE VICTORIA.



Al señor Ministro de Obras Públicas y al señor Alcalde de Collipulli, planteándoles NECESIDAD DE HABILITACIÓN DE PASO BAJO NIVEL EN RUTA 5 SUR ENTRE LOS ÁNGELES (REGIÓN DEL BIOBÍO) Y COLLIPULLI (REGIÓN DE LA ARAUCANÍA).


A la señora Ministra de Salud y al señor Alcalde de Angol, requiriéndoles información acerca de MEDIDAS PARA CONTROL DE HACINAMIENTO EN CESFAM ALEMANIA Y CESFAM HUEQUÉN Y DE ETAPA EN QUE SE ENCUENTRA TRASLADO DE ESTE ÚLTIMO.



A la señora Ministra de Vivienda, requiriéndole que informe sobre ESTADO DE LICITACIÓN DENOMINADA “CONSTRUCCIÓN INTERCONEXIÓN CIRCUNVALACIÓN SUR”.



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo y al señor Alcalde de Angol, pidiéndoles antecedentes concernientes a CONSTRUCCIÓN DE VEREDAS EN POBLACIÓN JAVIERA CARRERA, SECTOR CONFINES NORTE, EN COMUNA DE ANGOL.



Al señor Alcalde de Angol, solicitándole MEDIDAS PARA REPARACIÓN Y MANTENCIÓN DE CALLE LOS SARMIENTOS, EN COMUNA DE ANGOL.



Y del señor ESPINA, las señoras MUÑOZ, VAN RYSSELBERGHE y VON BAER y los señores COLOMA, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, HARBOE, LARRAÍN (don Hernán), PROKURICA, QUINTEROS, WALKER (don Patricio) y ZALDÍVAR (don Andrés):



A la señora Ministra de Justicia, para que entregue diversos antecedentes acerca de CUMPLIMIENTO Y EJECUCIÓN DE “CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA EL SISTEMA DE IDENTIFICACIÓN, DOCUMENTOS DE IDENTIDAD Y VIAJES Y SERVICIOS RELACIONADOS”.


Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, haciéndole presente la necesidad de formular CONSULTA A AUTORIDADES LOCALES EN LICITACIÓN DE SERVICIO DE TRANSPORTE “CIRCUITO MARÍTIMO PUERTO YUNGAY-PUERTO EDÉN-PUERTO NATALES”. 


Y al señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, solicitándole ESTUDIO PARA GESTIÓN DE RED DE APOYO CON MIRAS A CONTROL DE POBLACIÓN CANINA EN COMUNA DE COIHAIQUE.



Del señor OSSANDÓN:



Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriéndole informe sobre CRITERIOS APLICABLES PARA FISCALIZACIÓN DE PORTE Y USO DE CHALECO DE ALTA VISIBILIDAD.



Del señor ORPIS:


Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, al señor Ministro de Relaciones Exteriores y al señor Ministro de Hacienda, para solicitar EVALUACIÓN Y COMPENSACIÓN DE IMPACTO DE ZONA FRANCA CON PARAGUAY EN ZONA FRANCA DE IQUIQUE, CAMBIOS ESTRUCTURALES EN ESTA ÚLTIMA POR LO ANTERIOR Y NO ALTERACIÓN DE ESTATUTO DE REGIÓN DE ARICA-PARINACOTA Y COMUNA DE ALTO HOSPICIO POR MODERNIZACIÓN DE ADUANAS.



Y al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de pedir MODIFICACIONES PARA RECEPCIÓN DE NAVES “NEW PANAMA” SI PROFUNDIDAD EN NUEVO SITIO DE ATRAQUE EN IQUIQUE ES INFERIOR A 18 METROS.

)----------(

El señor WALKER, don Patricio (Presidente).- Se levanta la sesión.


--Se levantó a las 18:56.








Manuel Ocaña Vergara, 








Jefe de la Redacción
ANEXOS

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LOS CUERPOS LEGALES QUE INDICA PARA PERMITIR LA INSCRIPCIÓN DE PACTOS ELECTORALES DIVERSOS EN ELECCIONES MUNICIPALES 

(10.185-06)


Oficio Nº 12.254

VALPARAÍSO, 23 de diciembre de 2015
Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica cuerpos legales que indica, para permitir la inscripción de pactos electorales diversos en elecciones municipales, correspondiente al boletín N°10185-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Agréganse los siguientes incisos quinto y sexto en el artículo 109 de la ley Nº18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2006, del Ministerio del Interior:

“Los partidos políticos e independientes que así lo prefieran podrán subscribir un pacto electoral para la elección de alcaldes y un pacto electoral distinto para la elección de concejales.

Los pactos para la elección de concejales a los cuales hace alusión el inciso anterior no podrán ser conformados por partidos políticos que integren pactos electorales distintos para la elección de alcaldes.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 13 de la ley N°20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes:

1) En el inciso segundo:

i) Suprímese la expresión “y concejales”, las dos veces que aparece.

ii) Reemplázase la oración final por la siguiente: “Los pactos y subpactos electorales para la elección de concejales que contemple un pacto electoral, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de la ley N°18.695, deberán constituirse dentro del plazo a que se refiere el artículo 14, y en forma simultánea a las declaraciones de candidaturas de las elecciones primarias.”.
2) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de la oración “Los partidos políticos que hubieren constituido un pacto electoral no podrán acordar otro,” la frase “sin perjuicio de lo establecido en el artículo 109 de la ley N°18.695,”.”.

***

Hago presente a Vuestra Excelencia que el proyecto de ley fue aprobado en general por 75 diputados, en tanto que en particular los artículos 1° y 2° se aprobaron por 69 votos, con excepción del literal ii) del número 1 del artículo 2°, que obtuvo 78 votos favorables, en todos los casos de un total de 119 diputados en ejercicio.

De esta manera se dio cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, EN MATERIA DE CIERRE DE SITIOS ERIAZOS 

(9.989-14)


Oficio Nº 12.253


VALPARAÍSO, 23 de diciembre de 2015

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley General de Urbanismo y Construcciones, en materia de cierre de sitios eriazos, correspondiente al boletín N°9989-14, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Modifícase el artículo 81 del decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, en el siguiente sentido:

a) Reemplázase en la letra b) la oración “Ordenar la construcción de cierros exteriores en los sitios eriazos” por “Ordenar la construcción de cierros exteriores transparentes, en los sitios eriazos o propiedades abandonadas, ubicados en áreas urbanas, en el costado que enfrenta un bien nacional de uso público”.


b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“En el ejercicio de estas facultades, la Municipalidad podrá apercibir a los propietarios con la aplicación de una multa, la que no podrá ser superior a cien unidades tributarias mensuales, si no cumplieren con lo ordenado, la que se determinará conforme a lo establecido en los artículos 20 y 21.”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente De La Cámara De Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General De La Cámara De Diputados.

3

OFICIO QUE INFORMA LA NÓMINA DE DIPUTADOS QUE INTEGRARÁN LA COMISIÓN MIXTA QUE DEBE FORMARSE POR EL RECHAZO DEL ARTÍCULO 2° DEL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N°20.365, QUE ESTABLECE FRANQUICIA TRIBUTARIA RESPECTO DE SISTEMAS SOLARES TÉRMICOS; LA LEY GENERAL DE SERVICIOS ELÉCTRICOS Y LA LEY QUE CREA LA EMPRESA NACIONAL DEL PETRÓLEO 

(9.628-08)
Oficio Nº 12.255

VALPARAÍSO, 23 de diciembre de 2015.
La Cámara de Diputados, en sesión realizada el día de hoy, ha aprobado las enmiendas propuestas por ese H. Senado al proyecto de ley que modifica la ley N°20.365, que Establece Franquicia Tributaria Respecto de Sistemas Solares Térmicos; la ley General de Servicios Eléctricos y la ley que crea la Empresa Nacional del Petróleo, correspondiente al boletín N°9628-08, con excepción de la recaída en el artículo 2°, que ha rechazado.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, esta Corporación acordó designar a las señoras y señores diputados que se señalan para que la representen en la Comisión Mixta que debe formarse:

- don  Miguel Ángel Alvarado Ramírez

- don  Luis Lemus Aracena
- doña Paulina Núñez Urrutia

- doña Yasna Provoste Campillay
- don  Felipe Ward Edwards
Lo que tengo a honra decir a V.E., en respuesta a vuestro oficio Nº320/SEC/15, de 22 de diciembre de 2015.

Devuelvo los antecedentes respectivos.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Marco Antonio Núñez Lozano, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

4

INFORME DE LA COMISIÓN ESPECIAL SOBRE RECURSOS HÍDRICOS, DESERTIFICACIÓN Y SEQUÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE NORMA EL SERVICIO DE RECOLECCIÓN Y DISPOSICIÓN DE AGUAS GRISES 

(9.452-09)
HONORABLE SENADO:


La Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora, de la Senadora señora Isabel Allende Bussi y de los Senadores señores Alejandro Guillier Álvarez, Antonio Horvath Kiss y Baldo Prokurica Prokurica. 

Cabe destacar que la Sala del Senado, en sesión de 31 de marzo de 2015, autorizó a la Comisión Especial para discutir esta iniciativa en general y en particular en el primer informe. 

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Regular la recolección y disposición de las aguas servidas domésticas, en las áreas urbanas y rurales, con el propósito de ahorrar y reutilizar el vital elemento.


Establecer la recolección y tratamiento de aguas grises, en las áreas urbanas y rurales, para fines de interés público en el riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos.

-------


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, la Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa Sarria, acompañada por el Jefe de la División de Concesiones señor José Luis Szczaranski Cerda y el Fiscal señor David Peralta; la ingeniera del Departamento de Salud Ambiental de la Subsecretaría de Salud Pública del Ministerio de Salud, señora Alejandra Pérez Tapia, acompañada por la abogada señora Josselin Novoa Carrasco y el asesor legislativo señor Felipe Vargas Marchioni; el Delegado Presidencial para los Recursos Hídricos señor Reinaldo Ruiz Valdés, acompañado por el asesor de comunicaciones señor Paolo Saltori Henríquez y el Coordinador de la Región de Valparaíso señor Marcelo Herrera y por el asesor señor Roberto Fuentes; el Director General de Aguas, señor Carlos Estévez; el Director Nacional de Obras Hidráulicas señor Reinaldo Fuentealba, el Subdirector de Agua Potable Rural, señor Nicolás Gálvez, el Subdirector de Obras Hidráulicas señor Rodrigo Saavedra y la ingeniera del Plan de Pequeños Embalses señora Ivonne Marchant; el Jefe de la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, señor Pablo Contrucci Lira, acompañado por el Jefe del Departamento de Tecnología de la Construcción, señor Marcelo Soto Zenteno y del Coordinador Nacional de Parques Urbanos, señor Martín Andrade Ruiz-Tagle; el asesor legislativo del Ministerio de Agricultura, señor Jaime Naranjo Ortiz; el asesor de la Comisión Técnica de Medio Ambiente de la Asociación Chilena de Municipalidades, señor Alejandro Salinas; el Coordinador del Comité Técnico sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, señor Elir Rojas Calderón; el asesor de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Pablo Morales; los asesores del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señoras Marta Valenzuela y Tamara Gargari y señores Daniel Portilla y Octavio del Favero; la asesora del Instituto Igualdad, señora Daniela Fuentes; el Director de "Agua que has de Beber" (Comunidad Europea), señor Cristián Frêne Conget; el asesor de la Corporación Nacional Forestal (CONAF), señor Rodrigo Herrera; el Director de la Fundación Instituto Libertad, señor Santiago Matta; el asesor del Centro de Estudio y Gestión para el Desarrollo, señor Pablo Torrejón, la asesora del Centro de Estudios Legislativos (CELAP), señora Yasna Bermúdez, el asesor del Centro de Estudios y Gestión para el Desarrollo (CEGADES), señor Sebastián Silva. Los Asesores parlamentarios: de la Senadora Adriana Muñoz, la señora Elisabeth Gerber, el señor Luis Díaz y la periodista señora Andrea Valdés; de la Senadora Allende, el señor Alejandro Sánchez; del Senador Chahuán el señor Marcelo Sanhueza; del Senador Girardi, la señora Camila Watkins; del Senador Horvath los señores Cristián Córdova, Arturo Rodríguez y Fernando Navarro; del Senador De Urresti la señora Melissa Mallega y del Senador señor Prokurica, la abogada señora Carmen Castañaza y el periodista, señor Rodrigo Suárez. 


En sesión de 22 de diciembre de 2015, asistió el Superintendente de Servicios Sanitarios en ejercicio, señor Gabriel Zamorano, acompañado del Fiscal y del Jefe de Concesiones de dicha entidad, señores David Peralta y José Luis Szczaranski, respectivamente.

-------

 
El Senador señor Alejandro Guillier Álvarez concurrió a la sesión celebrada el día martes 31 de marzo de 2015.

El Senador señor Baldo Prokurica Prokurica concurrió a las sesiones celebradas el día 7 de abril de 2015, el día 12 de mayo de 2015, el día 7 de julio de 2015, el día 18 de agosto de 2015 y el día 8 de septiembre de 2015. 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS



-Ley General de Servicios Sanitarios.




-Decreto con fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988, referido a la fijación de tarifas de los servicios de agua potable y de alcantarillado de aguas servidas.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que origina el proyecto en análisis enumera una serie de escenarios complejos relacionados con la escasez de agua que afecta a nuestro país. Ellos son: sequía prolongada en gran parte del territorio; pérdida del vital elemento provocada por la contaminación, relaves, ineficiencia en su uso y la falta de inversión en riego; severas dificultades de gestión de la Dirección General de Aguas que se derivan de sus ineficiencias, de la escasez presupuestaria y de la débil y dispersa institucionalidad existente.

Por otro lado, la iniciativa señala que a mayor abundamiento lo ya descrito se agrava con el uso intensivo de agua en algunas actividades productivas y con un régimen constitucional y legal que favorece y prioriza el interés particular por sobre el bien común.

En consecuencia, las autoras y los autores de la Moción destacan la relevancia de establecer políticas públicas destinadas a favorecer la captación y acumulación de aguas y hacer más eficiente su uso, particularmente por medio de mecanismos de reutilización, esto último en directa relación con un nuevo uso para las denominadas “aguas grises” o “aguas servidas no cloacales”, esto es, el agua resultante del lavado de manos, de la ducha y del lavaplatos, que pueden ser recuperadas mediante la instalación de mecanismos de limpieza y depuración de mediana complejidad, para luego ocuparlas en el llenado de inodoros, riego o limpieza de exteriores, entre otros usos.

La Moción informa que la reutilización de aguas grises permite un ahorro de aproximadamente 50 litros por persona al día, beneficio que se ha buscado por la Escuela José Miguel Carrera y el Liceo Jovina Naranjo Fernández de la ciudad de Arica, proyectos financiados por el Fondo de Protección Ambiental.

Agrega que en nuestro país no se promueve este tipo de procedimiento e instalaciones, no encontrándose el concepto de aguas grises en la normativa especial, solamente se las trata como aguas servidas, por lo que el proyecto de ley en discusión pretende ser un detonante de un estudio mayor que permita abrir campo a un uso más eficiente de los recursos hídricos.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


-El texto del proyecto de ley en informe tiene nueve artículos, estableciendo el artículo 1° que la recolección y disposición de aguas servidas se regirá por sus disposiciones y en forma subsidiaria por las normas de la Ley General de Servicios Sanitarios. Luego, el artículo 2° define una serie de conceptos que son la base de la iniciativa, por ejemplo aguas grises, aguas grises tratadas, planta de tratamiento de aguas grises, red domiciliaria de alcantarillado de aguas grises, usuario del agua gris tratada y otros.
En el artículo 3° se estipula que podrán separarse las aguas grises de las aguas servidas domésticas y ser conducidas por medio de canalizaciones para su posterior tratamiento, depuración y reutilización. Al respecto, el artículo 4° enumera algunos de los casos en que las aguas grises podrán utilizarse, fines urbanos, fines agrícolas, fines industriales, fines recreativos y fines ambientales. Con todo, el artículo 5° dispone la prohibición de uso de las aguas grises para el consumo humano y riego de especies que hayan de ser consumidas crudas, respecto de procesos productivos de la industria alimenticia, en las instalaciones hospitalarias y sanitarias, en el cultivo acuícola de moluscos filtradores, en piletas, piscinas y balnearios y otros casos.

El artículo 6° consigna que la medición de la calidad de las aguas grises se realizará en el punto de salida hacia el uso respectivo. 

El artículo 7° enumera los requisitos que deberá cumplir el peticionario de un proyecto de separación, tratamiento y reutilización de aguas grises y el artículo 8° preceptúa que la entidad que entregue el servicio será responsable de la calidad del agua tratada.

Finalmente, el artículo 9° modifica la normativa que regula la fijación de tarifas de los servicios de agua potable y de alcantarillado de aguas servidas, con el propósito de que se considere en la determinación de las tarifas el menor costo que se derive de los procesos de reutilización de aguas.

SESIÓN REALIZADA EL 17 DE MARZO DE 2015
Superintendenta de Servicios Sanitarios (SISS),

señora Magaly Espinosa


En la primera sesión dedicada al análisis de la iniciativa en informe, se recibió la opinión de la Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa.

Al inicio de su intervención, aseguró que la Superintendencia de Servicios Sanitarios ha promovido una serie de medidas destinadas a la reutilización de las aguas grises, entre las que se encuentra un informe relativo a la viabilidad del uso de dichos recursos, un proyecto de reglamento elaborado en conjunto con el Ministerio de Salud y la modificación del reglamento de instalaciones domiciliarias y de agua potable y alcantarillado.

 
Explicó que la Superintendencia de Servicios Sanitarios ha detectado la inexistencia de regulación específica aplicable al tratamiento de las aguas grises, la que, atendido el carácter de la materia que se pretende regular, debe corresponder preferentemente al Ministerio de Salud. Asimismo, agregó que existe la necesidad de actualizar las disposiciones administrativas sobre el particular, contenidas, principalmente, en el decreto N° 236/26, reglamento general sobre alcantarillados particulares, de 1926; el reglamento de instalaciones domiciliarias del Ministerio de Obras Públicas, de 2002, y la ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N°458, de 1975.

 

En la misma línea, el Jefe de la División de Concesiones de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor José Luis Szczaranski, agregó que existe la necesidad de introducir regulación sobre el tratamiento de aguas, toda vez que la inexistencia de normativa específica impide el avance de la regulación administrativa que debe desarrollar la entidad.

 

Seguidamente, la Superintendenta de Servicios Sanitarios (SISS), señora Magaly Espinosa, aseveró que la entidad a su cargo ha propuesto los requerimientos y requisitos que deben cumplir dichos instrumentos regulatorios, considerando el uso previsto y el nivel de tratamiento de las aguas, incluyendo la prohibición de su utilización para algunos usos. Asimismo, indicó que la entidad ha considerado la experiencia internacional en Estados Unidos, Australia y España. De ese modo, agregó, se ha propuesto privilegiar su uso en proyectos de riego de jardines y recarga de inodoros, únicamente en el ámbito de la instalación interior domiciliaria.

 

Por otra parte, informó que el Ministerio de Salud se encuentra evaluando el contenido de la regulación que promoverá sobre la materia, estableciendo las condiciones para el diseño y la operación de sistemas de reutilización de aguas grises dentro de la misma propiedad en que se generan y tratan. Asimismo, excluye su reutilización en lavaplatos y lavavajillas, especifica los procedimientos para la autorización y funcionamiento de sistemas de tratamiento y permite su reutilización en el riego de jardines particulares, áreas verdes, recreacionales u ornamentales y en la recarga de inodoros. Al mismo tiempo, añadió, dicha regulación pretende establecer los requisitos de calidad de las aguas grises tratadas, las medidas de control o fiscalización por parte de la autoridad sanitaria y las sanciones ante la infracción de dicha normativa.

 

En lo relativo al proyecto de ley en estudio, sostuvo que, en primer lugar, debe especificarse el ámbito de aplicación de sus disposiciones, esto es, corresponde determinar si opera respecto del sistema público o únicamente respecto de la instalación domiciliaria, debiendo considerar que la Superintendencia de Servicios Sanitarios opera únicamente respecto de la instalación domiciliaria.
 

Asimismo, afirmó que para el tratamiento de aguas grises deberían operar redes y obras de los propietarios de los inmuebles y redes de propiedad pública. En ese contexto, sostuvo que deben incorporarse normas específicas que regulen la forma en que ambos sistemas deberán coordinarse.

 

Por otra parte, indicó que deben existir mecanismos de fiscalización por el uso de la infraestructura privada y pública, debiendo señalarse a la autoridad que debe dictar la regulación administrativa aplicable en cada caso.



Enseguida, agregó que el proyecto debe definir adecuadamente los accesorios que pueden incluirse en la red domiciliaria de alcantarillado de aguas grises y la entidad que puede obtener la autorización para su separación, tratamiento, depuración y disposición. Asimismo, sostuvo que se debe definir la institucionalidad que define las autorizaciones, controles y sanciones, y establecer la compatibilidad de dichas disposiciones con la ley general de servicios sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1989.
 

En la misma línea, puntualizó que, considerando el tenor de la iniciativa, resulta necesario garantizar que la infraestructura cuente con la capacidad requerida para recibir el total de las aguas residuales, incluyendo la recolección, tratamiento y disposición de las aguas servidas. Al mismo tiempo, agregó que, de ese modo, se va a producir una disminución de los costos de operación, a raíz del menor caudal del sistema. En consecuencia, afirmó que el ítem correspondiente al costo de operación puede presentar una disminución, manteniéndose el monto correspondiente a las inversiones requeridas en infraestructura.

 

Sostuvo que las etapas de recolección, tratamiento y disposición de residuos representan, en el caso del gran Santiago, un 74% del costo total del sistema, en tanto que el gasto operacional equivale a un 19%. Dicho gasto operacional, agregó, tiene una componente fija y una variable, la que se vería disminuida por la reutilización de las aguas grises en aproximadamente un 14%. En ese contexto, afirmó que, para traspasar estos menores costos a los usuarios que hacen reúso de las aguas grises, debería medirse el caudal reutilizado que no va al sistema de alcantarillado, descontándole la tarifa de recolección y disposición asociado a los menores gastos de operación que corresponda.

 

Finalmente, aseveró que la Superintendencia de Servicios Sanitarios comparte la necesidad de abordar el tratamiento de las aguas grises, dado el escenario de estrechez hídrica y sequía que afecta al país. De ese modo, reiteró que el proyecto de ley en estudio constituye una oportunidad para compatibilizar el ámbito legal y reglamentario que debe regir en la materia.

CONSULTAS

 

La Senadora señora Muñoz manifestó que la iniciativa considera el contexto de escasez de recursos hídricos que enfrenta el país, lo que genera la necesidad de garantizar su uso eficiente por parte de los particulares y entidades públicas, tal como ocurre a propósito de los municipios que podrían utilizar aguas grises recuperadas para el riego de áreas verdes.

 

El Coordinador del Comité Técnico sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía, señor Elir Rojas, consultó respecto de las unidades interiores que requieren instalaciones domiciliarias para el tratamiento de aguas grises, particularmente en lo relativo a los condominios.

 

En cuanto a la calidad de las aguas grises, consultó respecto de las diferencias que pueden establecerse según el destino que se le otorgue.

 

Finalmente, consultó respecto de la diferente regulación que, en cada caso, podría recibir el agua potable rural y urbana.

 

El Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, indicó que el concepto de unidades interiores incluye los condominios.

 

Acerca de los estándares de calidad de las aguas reutilizadas, añadió que debe distinguirse según la destinación que se le otorgue, toda vez que, atendido el uso final que se le otorgará, deben aplicarse, en cada caso, distintos estándares de tratamiento.

 

La Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa, explicó que las observaciones que ha presentado a la Comisión dicen relación únicamente con el agua potable urbana, debiendo establecerse en la normativa aplicable al agua potable rural los mecanismos que permitan reutilizar las aguas grises.

 

El Subdirector de Agua Potable Rural, señor Nicolás Gálvez, consultó respecto de los efectos que la reutilización de aguas grises podría generar en la descarga de red de alcantarillado.

 

El Jefe de la División de Concesiones de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor José Luis Szczaranski, explicó que la red de alcantarillado debe tener la capacidad de recibir la totalidad de las aguas servidas, con independencia de la existencia de aguas grises reutilizadas.

 

El Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, agregó que, desde el punto de vista tarifario, la implementación de un sistema de reutilización de aguas grises generará un menor consumo de agua potable, a raíz del ahorro que supone el uso de agua tratada para riego o recarga de inodoros.
SESIÓN REALIZADA EL 31 DE MARZO DE 2015


En la segunda sesión destinada al estudio de la iniciativa en análisis, la Comisión Especial escuchó la opinión de los representantes del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud.

Departamento de Salud Ambiental DE la División de Políticas Públicas Saludables y Promoción del MINISTERIO DE SALUD

 
La ingeniera del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud, señora Alejandra Pérez, expuso las observaciones de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio, explicitando además el contenido de un proyecto de Reglamento relativo a la reutilización de aguas grises en el ámbito domiciliario.

 
En primer lugar, aseveró que, considerando el escenario de escasez hídrica que afecta al país, y el creciente interés de la ciudadanía por el desarrollo de mecanismos de racionalización de recursos, se han implementado diversos proyectos que favorecen la reutilización de aguas grises.

 
Con todo, afirmó que la legislación vigente no contempla una regulación específica aplicable en su caso, en tanto que, en el ámbito reglamentario, la normativa otorga preeminencia al aspecto sanitario restringiendo, en consecuencia, la reutilización de dichos recursos.

 
En ese contexto, explicó que el Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud ha realizado un trabajo conjunto con la Superintendencia de Servicios Sanitarios y la Dirección de Obras Hidráulicas, con la finalidad de atender los requerimientos que derivan de la necesidad de reutilizar los recursos hídricos, incluyendo el tratamiento de aguas grises. 

 
En efecto, detalló que las aguas grises son aquellas obtenidas del lavaplatos, lavavajillas, lavadero de ropa, ducha, tina y lavamanos, las que, según su uso, cuentan con distinta composición química, alcanzando, en cada residencia, a cerca de 400 litros diarios.

 

Sin embargo, aseveró que la reutilización de las aguas grises conlleva un eventual riesgo sanitario debido al contenido de patógenos o agentes de tipo químico, a raíz de la ingesta accidental por contacto directo o contaminación de manos o materiales como juguetes, utensilios de jardín, productos alimenticios regados, contaminación del agua de bebida, entre otros. Asimismo, agregó que puede producirse la inhalación de aerosoles o spray generados por las descargas de urinarios o riego de áreas verdes o contaminación de mascotas, junto a los riesgos que derivan del almacenamiento de aguas grises con y sin tratamiento, generando olores y proliferación de vectores.

 

Continuó diciendo que la regulación administrativa que se encuentra en estudio por parte del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud apunta a establecer una serie de medidas sanitarias que permitan la reutilización segura de las aguas grises en las instalaciones domiciliarias, a diferencia del proyecto de ley en estudio, que regula su manejo en la red pública de tratamiento de aguas.

 

De ese modo, detalló que dicho reglamento establece las condiciones sanitarias que deberán cumplir el diseño y operación de los sistemas destinados a la reutilización de aguas grises, radicando en las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud la fiscalización del cumplimiento de sus disposiciones. 

 

Asimismo, dispone que dichos sistemas deberán considerar que el reúso debe realizarse dentro del mismo predio en que se generan y tratan, siendo responsabilidad del propietario de la vivienda o del establecimiento comercial, industrial o institucional el cumplimiento de sus disposiciones. Finalmente, establece que, en el caso de los edificios afectos a la Ley de Copropiedad, la responsabilidad recaerá en el representante de los copropietarios.

 

Por otra parte, especificó que dicho proyecto de reglamento pretende establecer el procedimiento de aprobación y autorización de funcionamiento de cada sistema de reutilización de aguas grises. Asimismo, contempla los requisitos que debe satisfacer cada proyecto, con la finalidad de evitar el contagio de enfermedades, asegurando la separación entre aguas servidas y aguas grises mediante su correcta recolección, conducción, tratamiento y almacenamiento.

 

Acerca de las finalidades de uso de las aguas grises, añadió que sólo se contempla el riego de áreas verdes y el relleno de artefactos sanitarios, debiendo implementarse las medidas sanitarias que garanticen los estándares de calidad dependiendo del uso que se le otorgue en cada caso. 

 

Finalmente, comentó que el aludido reglamento apunta a establecer las sanciones que operan ante la infracción de la normativa que contiene, previa instrucción del procedimiento sumario sanitario que opera en su caso.

 

La abogada del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud, señora Josselin Novoa, agregó que dicha regulación apunta a resolver las problemáticas derivadas de la inexistencia de normativa específica que permita implementar sistemas de tratamiento de aguas grises.

 

Asimismo, añadió que debe considerarse que, según ha indicado la Contraloría General de la República, la propiedad de las aguas servidas corresponde al propietario del inmueble de que se trate, en tanto éstas se encuentren al interior de aquéllas. En consecuencia, afirmó que, de ese modo, los particulares podrían gestionar los proyectos de reutilización de aguas grises, debiendo aplicar la normativa que se dicte al efecto.

CONSULTAS

 

El Senador señor Pérez Varela consultó respecto de las medidas necesarias para garantizar la fiscalización del uso de sistemas de reutilización de aguas grises, particularmente en lugares de atención al público.

 

La ingeniera del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud, señora Alejandra Pérez, explicó que en dicha hipótesis operan las facultades de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud en lo relativo a la aprobación de proyectos y fiscalización de su funcionamiento. Asimismo, aseveró que la entidad promoverá las medidas de capacitación que garanticen el uso adecuado de dicho sistema, en cuyo caso, tratándose de recintos de atención al público, la responsabilidad recaerá en su representante legal.

 

El Senador señor Guillier sostuvo que, según la naturaleza del establecimiento de que se trate, la autoridad administrativa debe adoptar las medidas de fiscalización de la reutilización de las aguas grises. Por su parte, tratándose de particulares, la responsabilidad por su uso debe radicarse en la jefa o el jefe de familia.

 

La Senadora señora Muñoz consultó respecto del ámbito de aplicación de las disposiciones contenidas en el proyecto de reglamento presentado ante la Comisión. 

 

La abogada del Departamento de Salud Ambiental del Ministerio de Salud, señora Josselin Novoa, expresó que las normas reglamentarias no son contradictorias con las disposiciones contenidas en el proyecto de ley en estudio. En ese sentido, aseveró que la diferencia entre ambas regulaciones radica en su ámbito de aplicación, toda vez que, tratándose de las normas reglamentarias propuestas, sólo operarían respecto del ámbito de las instalaciones domiciliarias, en tanto que el proyecto de ley en estudio incluye la red sanitaria pública.

 

El Delegado Presidencial para los Recursos Hídricos, señor Reinaldo Ruiz, afirmó que ambas regulaciones se enmarcan dentro de los planes que pretende promover el Ejecutivo en materia de reutilización y eficiencia en el uso de los recursos hídricos, incluyendo las consecuencias que ello debería generar en el ámbito tarifario. En ese contexto, afirmó que de ese modo es posible evaluar la reutilización de los recursos para diversos fines, incluyendo el consumo humano, lo que requiere el mejoramiento de los estándares de tratamiento de éstos y los debidos cambios legales que deben promoverse al efecto.
- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Chahuán, Pérez Varela y Pizarro.
SESIÓN REALIZADA EL 12 DE MAYO DE 2015

La Comisión Especial, en primer lugar tomó conocimiento de la indicación que se presentó al texto aprobado en general, por la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora, cuyos fundamentos y texto es el siguiente:

Fundamentos

 
Para la elaboración de este texto se ha considerado lo siguiente:

 
1.- 
Dar a la futura regulación de las aguas grises un sustento claro, evitando que una futura normativa reglamentaria pudiera ser cuestionada por carecer de mandato legislativo. Ello considerando que pudiera existir oposición de algunos sectores, como el sanitario.

 
En derecho público sólo se puede hacer lo que está autorizado. Si la normativa vigente no regula las aguas grises, podría entenderse que no se pueden regular administrativamente.

 
2.-
En el mismo sentido, respaldar el régimen y facultades fiscalizadoras y sancionatorias.

 
3.- 
Legislar sólo sobre un marco normativo flexible con amplio margen para una precisión reglamentaria, acorde a la complejidad técnica de la materia.

 
4.-
Se desecha la opción de sistemas de aguas grises que trasciendan a una propiedad por la complejidad de requerirse una red de conducción o alcantarillado paralelo. Sin embargo, se permite su uso en predios contiguos o alejados, previo transporte en condiciones reguladas.

ARTICULADO QUE REEMPLAZA EL TEXTO APROBADO EN GENERAL

 
Artículo 1º.- Para los efectos de lo previsto en la presente ley se entenderá por: 

  
a) 
Aguas grises: Las aguas servidas domesticas residuales provenientes de las tinas de baño, duchas, lavaderos, lavamanos, lavaplatos y lavavajillas, excluyendo las aguas residuales que contienen excretas. 

 
b) 
Aguas grises tratadas: Aquéllas que se han sometido al proceso o procesos de depuración y tratamiento que corresponda al uso que pretenda dárseles.

 
c) 
Planta de tratamiento de aguas grises: Instalaciones y equipamiento destinados al proceso de depuración de éstas, con el objeto de alcanzar los estándares exigidos para su reutilización.

 
d)
Red domiciliaria de alcantarillado de aguas grises: Corresponde a la red domiciliaria de recolección de las aguas grises generadas en  una propiedad y que las depositan en la planta de tratamiento.

 
e) 
Reutilización de aguas grises: La aplicación de aquéllas, una vez que se han sometido antes al proceso o procesos de depuración y tratamiento exigidos, a un uso autorizado.

 
f) 
Responsable: La persona natural o jurídica, pública o privada, que obtiene de las instancias correspondientes la autorización necesaria para la separación, tratamiento, depuración y disposición de aguas grises. 

 
g) 
Usuario del agua gris tratada: Persona natural o jurídica que utiliza el agua gris tratada para el uso previsto autorizado por la normativa. 

 
Artículo 2º.-
Las aguas grises podrán separarse de las aguas servidas domésticas y ser conducidas por medio de canalizaciones para su posterior tratamiento, depuración y reutilización, sea que ella tenga lugar  en la misma propiedad, en alguna colindante o en una apartada, previo transporte mediante vehículos apropiados. 

 
Un reglamento, dictado por el Ministerio de Salud, establecerá los usos autorizados de las aguas grises, tales como urbanos, agrícolas, industriales y ambientales; las calidades específicas que deberán tener para cada uno de dichos fines y la forma de efectuar las mediciones correspondientes. 

 
Asimismo, determinará las características que deban tener los sistemas destinados a separar, depurar y distribuir o transportar las aguas grises , como asimismo para reconducirlas al sistema general de colección de aguas servidas, si fuera necesario; los requisitos y procedimientos destinados a obtener de la autoridad sanitaria la autorización para su implementación; las exigencias preventivas y de seguridad vinculadas a su uso y funcionamiento; las responsabilidades civiles y penales a que haya lugar por los daños de cualquier naturaleza provocados por las aguas grises y las sanciones que deriven de infracciones a las normas legales y administrativas que regulen la separación, tratamiento, depuración, transporte y aplicación de éstas. 

 
Dichas infracciones serán sancionadas por la autoridad sanitaria correspondiente en conformidad con lo establecido en el Libro Décimo del Código Sanitario, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 64º de la Ley 19.300, sobre bases generales del medio ambiente. 

 
Artículo 3º.- Se prohíbe la reutilización de aguas grises para finalidades que de forma directa o indirecta impliquen el consumo humano, tales como el riego de especies que hayan de ser consumidas crudas por las personas o que sirvan de alimento a animales que puedan transmitir afecciones a la salud humana; procesos productivos de la industria alimenticia y cultivos acuícolas de moluscos filtradores o para finalidades cuya aplicación se considere un riesgo para la salud de las personas o el medio ambiente, tales como instalaciones hospitalarias y sanitarias; torres de refrigeración y condensadores evaporativos; piscinas y balnearios; fuentes o piletas ornamentales en que exista riesgo de contacto del agua con las personas. 

 
Artículo 4º.- Incorpórese la siguiente frase final al inciso segundo del artículo 6º del D.F.L. 70 de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Tarifas de los Servicios Sanitarios: “Deberá considerase en los procesos de fijación tarifaria el menor costo operacional que derive de la recolección, tratamiento y disposición separada de las aguas grises.”.

-------


Seguidamente, la Comisión escuchó al Director General de Aguas, señor Carlos Estévez, quien relató que esta iniciativa fue estudiada con la Superintendencia de Servicios Sanitarios, cuyas opiniones no formalizadas aún como Ejecutivo, coincidieron en que se trata de un valioso impulso legislativo, ya que posibilita el mejoramiento de la eficiencia hídrica.


Agregó que en el mencionado estudio también concordaron en la necesidad de que participe el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dado que se trataría de regular aguas urbanas, lo que incide en la lógica de expansión y crecimiento urbanos, contemplando el reacondicionamiento de las viviendas existentes.


Continuó diciendo que el proyecto en análisis puede introducir un elemento vinculante y revolucionario en el tema del desarrollo urbano. 


Por otro lado, manifestó que sería apropiado definir el siguiente orden de secuencia:


-El aprovechamiento de las aguas grises debe efectuarse en el domicilio o en una edificación común, esto es, el mismo generador de aguas grises debe volver a utilizarlas dentro de un proceso propio.


-Revisar el reciclaje, es decir, la utilización por un tercero que no es el generador de las aguas grises. Al respecto, manifestó que no parece adecuado crear un sistema para el conjunto urbano, porque cada ciudad presenta desniveles orográficos y la instalación de plantas en las partes bajas va a enfrentarse con costos elevados de impulsos anti-gravitacionales para la distribución de agua reciclada. Sin embargo, serían convenientes los circuitos de recolección próximos.


-La introducción de mecanismos de incentivos graduales, que definan elementos de obligatoriedad, por ejemplo, toda nueva urbanización que supere las 10 hectáreas deberá contar con sistema de recolección de aguas grises o prohibir el riego con agua potable, prohibir el uso de ciertos jabones o shampoo que no son biodegradables.


-Evaluar el cambio de parámetros para toda concesión sanitaria nueva.


-Generar incentivos económicos como –por ejemplo- descontar vía impuestos a 10, 15 o 20 años respecto de las empresas que utilicen aguas grises en sus procesos industriales.


-Tener en cuenta que 4 ejes se cruzan, el primero referido a las aguas grises como solución para un inmueble o conjunto de inmuebles que configuran una unidad (condominios, parcelaciones, edificios, establecimientos industriales), esto es, el darle un nuevo uso a las aguas en un mismo lugar, que debe ir acompañado de la desburocratización de permisos para realizar los acomodos.


El segundo eje es la evaluación de las aguas grises como tratamiento de un servicio público tercerizado, que operaría por medio de las redes públicas.


El tercer eje corresponde al tratamiento de aguas grises para ciertos destinos públicos como el riego de áreas verdes y campos deportivos.


El cuarto eje comprendería la evaluación de las áreas de extensión urbana en las ciudades futuras.


El Senador señor Prokurica destacó la importancia del proyecto en discusión y opinó que en Chile existe irresponsabilidad en el uso del agua, tanto por los usuarios como por el Estado que entregó miles de derechos de aprovechamiento sin ningún respaldo.


Por otro lado, expresó que las actividades que se están desarrollando en torno al tema del agua adolecen de refuerzos dirigidos al buen uso del agua y tampoco se contemplan incentivos para aquél que si la utiliza de buena manera.


Agregó que estimaba que la mayor cantidad de agua no se utiliza en las viviendas, sino que se ocupa en la industria, en la agricultura o en la minería y en esas áreas tampoco existe un incentivo para ocupar de mejor manera el agua. Por ello, señaló que la Moción es el principio de un trabajo que debe ser afrontado seriamente, además de contemplar en sus disposiciones premios o subsidios por el buen uso del agua en los domicilios, en la industria, en la agricultura y en la minería.


Hizo presente que la aplicación de la reutilización de las aguas grises puede hacerse efectiva sin mayor oposición en las viviendas construidas por el Estado, situación que podría comenzar a ejecutarse desde ahora en la zona Norte donde es más que evidente la escasez de agua. Respecto a este tema, dijo, la Ministra de Vivienda y Urbanismo tiene mucho que decir.


Informó que en Copiapó, en los edificios que se están construyendo para trasladar la administración pública, se ha considerado que todas las aguas grises vayan a un depósito para luego unirse a un caudal de riego de los parques que terminará en el río Copiapó.


Finalmente, hizo un llamado a que la situación de escasez hídrica se refuerce con campañas por televisión, radial, en los colegios, etcétera que eduquen para el buen uso y cuidado del agua.


El Director General de Aguas, señor Carlos Estévez, relató que en Perth, Australia, cuando sobrevino una gran crisis hídrica, se decidió actuar pensando que nunca más iba a llover, por lo que se dispuso que toda el agua de la ciudad se debía reciclar, resolución que demandó una cuantiosa inversión para instalar ductos separados de los distintos tipos de agua y en el caso de las aguas servidas se reciclan e infiltran. Respecto de las aguas grises, se reciclan para el riego de parques principalmente.


En cuanto a las campañas educativas, informó que se está elaborando un texto, pudiendo recurrirse conforme a la Ley de Televisión Digital a ocupar espacios de utilidad pública, dedicando una parte esencial a los niños, necesitándose para ello la colaboración de los establecimientos educacionales, de las gobernaciones, las municipalidades y otros estamentos.


La Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa, explicó que las campañas sobre uso del agua en el escenario de sequía se han visualizado como herramientas necesarias, pero en el ámbito de las empresas sanitarias se ha visto como contraproducente exigirles una campaña que busque bajar el consumo, en circunstancias que dichas entidades son las que venden el agua como producto, salvo que se trate de una situación de extrema sequía.


Respecto a los incentivos económicos, reconoció que se han realizado análisis con el sector sanitario para establecer una rebaja de tarifas o del monto a pagar referido al comportamiento del usuario, pero no se ha logrado avanzar ya que depende de la voluntad de las empresas. Opinó que la vía del subsidio sería más factible, implicando financiamiento fiscal.


Agregó que actualmente la ley garantiza que el proceso tarifario tenga un autofinanciamiento en todas sus actividades, por lo tanto si se le indicara a la empresa que en un determinado ítem cobre menos, el Estado va a tener que compensarlo en otro ítem y cualquier otra salida necesitaría de una modificación legal.


La Senadora señora Muñoz manifestó que la indicación que presentó dejó de lado la idea de establecer un sistema de tratamiento que trascienda la vivienda o condominio, centrándose en dicha realidad y en la zona urbana.


El Delegado Presidencial para los Recursos Hídricos señor Reinaldo Ruiz Valdés, destacó que en la relación tarifas-reutilización de las aguas tiene que existir un componente de beneficio para el usuario, porque hasta ahora la crítica que se realiza al sistema de las empresas sanitarias es que al constituir un negocio lo único que les interesa es que se consuma más agua, de manera que si es necesario efectuar un cambio legal para integrar el tema de las aguas grises así debe hacerse.


La Senadora señora Muñoz opinó que también debía incluirse el ámbito rural en el reciclaje de las aguas, por ejemplo en los colegios públicos y en los internados, aunque al necesitar ampliación de redes quizás el proyecto en discusión no los podría integrar, salvo que se considerara una norma que obligue a las construcciones del sector público a contemplar un sistema de reutilización de aguas grises.

SESIÓN REALIZADA EL 7 DE JULIO DE 2015

En esta sesión, se recibió a representantes del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, quienes emitieron sus planteamientos sobre la iniciativa en análisis.


En primer lugar hizo uso de la palabra el Jefe de la División de Desarrollo Urbano, señor Pablo Contrucci Lira, el que transmitió el interés del Ministerio respecto del proyecto de ley, dado que los espacios públicos son un destino ideal para poder manejar aguas grises. 


Explicó que la legislación actual impide dicho manejo y los espacios públicos deben ser regados con agua potable, incluso en aquellos lugares donde existe escasez. Por otro lado, destacó un componente adicional que dice relación con el prorrateo del cobro del alcantarillado, a partir del consumo del agua potable, debiéndose pagar por el Fisco y las municipalidades sumas enormes por los parques y espacios públicos.


Agregó que el contenido del proyecto también es relevante, en lo que atañe a los proyectos de residencias y grandes edificaciones, convirtiéndose en una gran oportunidad para mejorar el manejo de los recursos hídricos y en avanzar hacia la sostenibilidad de dichas construcciones en cuanto al consumo de agua.


Con todo, manifestó las siguientes observaciones a la iniciativa en discusión:

 
-Vinculación de las aguas grises con las empresas concesionarias y la forma en que se realizaría el empalme entre la actual forma de administrar el agua potable por la vía de las concesiones y de los APR (Agua Potable Rural) con las aguas grises tratadas. Opinó que debería incluirse en el proyecto de ley una disposición que regule la correlación del manejo de las concesiones sanitarias.

 
-En lo que respecta a la definición de las aguas grises como aguas servidas domésticas de casas residenciales, debería incluirse las aguas provenientes de otros edificios no necesariamente residenciales, como establecimientos educacionales, deportivos y otros.

 
-En esa misma definición, recordó que sobre las aguas provenientes de lavaderos existe discusión sobre su utilización, para lo cual se propone explicitar si serán tratados sus residuos. Asimismo, sería conveniente agregar las aguas provenientes de las lavadoras.


Seguidamente, el Jefe del Departamento de Tecnología de la Construcción, señor Marcelo Soto Zenteno, informó a la Comisión que en la zona Norte el Ministerio tiene asociados a los parques, centros deportivos, de modo que poder integrar a estos últimos dentro del sistema de aguas grises posibilitaría la habilitación de áreas verdes que en la actualidad no se pueden mantener. Igual cosa respecto de jardines infantiles, colegios, Centros de Salud Familiar, cuyas aguas grises permitirían el riego de mayor número de parques y áreas verdes.


A continuación, el Jefe de la División de Desarrollo Urbano, señor Pablo Contrucci Lira, puntualizó que la política del Ministerio respecto de los espacios públicos y parques es que sean de alto uso, como el Parque Punta Norte de Arica que va a entregar una cantidad importante de áreas verdes a la ciudad, incluyendo un Centro de Salud Familiar y un equipamiento deportivo, instalaciones estas últimas que van a ser fuentes de aguas grises.


Reiteró la necesidad de precisar en el proyecto de ley qué entidad va a manejar las aguas grises, esto es, la concesionaria del área que tendría que establecer una relación con el productor de las aguas grises y el destino de dichas aguas.


El Senador señor Prokurica incorporó a la discusión el tema del costo de las cuentas del agua, vinculado al incentivo al uso racional de este elemento vital, proponiendo que se rebaje del cobro del alcantarillado la existencia de una instalación que permite utilizar las aguas grises.


También quiso saber por qué el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en las regiones del Norte de Chile, todavía no incorpora en las viviendas sociales el tema de un mejor uso del agua potable como por ejemplo que el agua del lavamanos y de la ducha vayan al jardín, dado que se continúan construyendo casas con el mismo diseño para la Región de Los Ríos. Además, señaló, ya es hora de que se lleve a efecto una evaluación y un cálculo de costos sobre la edificación de casas o edificios con una adecuada instalación para reutilizar el agua.


El Jefe de la División de Desarrollo Urbano, señor Pablo Contrucci Lira, comentó que en la normativa actual no existe disposición alguna que permita incluir en cualquier tipo de viviendas redes duales de manejo de aguas grises y, por otro lado, dichas aguas requieren de tratamiento, ya que, por ejemplo, no se pueden utilizar directamente en el riego.


Como experiencia en uso de aguas servidas, el Senador señor Prokurica comentó que en sectores rurales de la Región de Atacama se colocan bombonas de plástico donde los sólidos quedan en el fondo y el resto se puede volver a utilizar.


El Coordinador Nacional de Parques Urbanos, señor Martín Andrade Ruiz-Tagle, respecto al tema de la evaluación de la reutilización del agua, indicó que la implementación del proyecto de ley posibilitaría establecer un estándar – por el Ministerio de Salud- que defina las materias que se deben evaluar para la definición de la reutilización de las aguas grises, esto es, la disposición final de las aguas ya tratadas.


En relación al uso de elementos de eficiencia hídrica, señaló que especialmente en el caso del decreto supremo N° 49 se ha establecido un estándar para las viviendas sociales como es el caso de los estanques de inodoros de doble descarga.


La Senadora señora Muñoz manifestó su preocupación por el tema del vínculo con las empresas concesionarias, entidades que son las que administran el recurso agua y que deberían encargarse también de las aguas grises.


El Senador señor Prokurica precisó que las empresas concesionarias tienen el derecho a utilizar las aguas, pero también están obligadas a devolver las aguas al cauce.


El Jefe del Departamento de Tecnología de la Construcción, señor Marcelo Soto Zenteno, respecto al tema de los costos dio cuenta de la cotización que efectuaron en relación a la construcción del Parque André Jarlan en la comuna de Pedro Aguirre Cerda, que contará con equipamiento deportivo, en materia de instalar un sistema de aguas grises, comprometiendo el envío del documento respectivo.


El Senador señor Prokurica insistió en consagrar un incentivo para las personas que hagan uso racional del agua, materia respecto de la cual – indicó la Senadora señora Muñoz- en el artículo 4° de la iniciativa en análisis se efectúa una propuesta. Al respecto, la Comisión estimó que requiere de mayor precisión y de una indicación del Ejecutivo por tratarse de una materia propia de la iniciativa exclusiva.

SESIÓN REALIZADA EL 14 DE JULIO DE 2015

La Comisión recibió a la Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa, autoridad que manifestó que tanto la entidad a su cargo como el Ministerio de Obras Públicas apoyan la finalidad de esta iniciativa, lo que ha motivado un trabajo coordinado entre la Superintendencia, la Dirección General de Aguas, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y el Ministerio de Salud con el propósito de elaborar una indicación sustitutiva.


Agregó que los ejes fundamentales de la mencionada indicación son las siguientes:


a) La reutilización de las aguas grises en los sistemas domiciliarios, bajo la reglamentación y autorización del Ministerio de Salud.


b) La reutilización de aguas grises para fines de interés público, materia esta última que ampliaría el ámbito que originalmente contenía la propuesta parlamentaria.


Explicitó que la reutilización con fines de interés público necesita reconocer la existencia de un administrador del recurso, entidad pública o municipal que asume la gestión por sí o por encargo de un tercero. Dicho reúso de las aguas grises es para satisfacer un interés público o colectivo.


La idea anteriormente señalada –precisó- surgió como alternativa a que sea la misma empresa sanitaria quien administre y gestione las aguas grises, para lo cual se le entrega esa administración a un gestor público.


La Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa, puntualizó que cuando se trata de un sistema de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público, que excede el ámbito domiciliario, la autoridad pública o municipal que asuma la administración del recurso deberá contar con una autorización del Servicio de Salud con un informe previo de la Superintendencia.


En cuanto a la vinculación de las aguas grises con las empresas sanitarias y los sistemas de agua potable rural (APR), manifestó que la iniciativa debe hacerse cargo de que las aguas servidas que se recolectan por concesionarias o por la administración rural tendrán como único objetivo su disposición en sistemas de tratamiento antes de su vertimiento al cuerpo receptor o, alternativamente, dejando la opción para que parte de dichas aguas no se entreguen a un concesionario de disposición, sino que a otra autoridad pública habilitada o que se reutilicen al interior del domicilio, según las condiciones que establezcan la ley y el reglamento.


Comentó que la vía alternativa recién indicada, esto es, que todas las aguas servidas recolectadas se entreguen a un sistema distinto al administrado por las empresas sanitarias, cuenta con la total oposición de dicha área, porque el concepto que está en cuestión es la propiedad de las aguas servidas, materia sujeta a interpretaciones que no se ha resuelto jurídicamente.


Al respecto, la Superintendencia estima que las empresas sanitarias no son propietarias de las aguas servidas.


La Senadora señora Muñoz opinó que en materia de aguas grises domiciliarias no debería haber conflicto, porque la concesionaria entrega el agua a los usuarios y desde ese momento pasa a ser propiedad de las personas que están pagando una tarifa.


La Superintendenta recalcó que la precisión que debe contener el proyecto, acerca de la entrega de las aguas servidas recolectadas a una autoridad pública, es necesaria para poder hacer frente a las normas legales que obligan a los inmuebles edificados a conectarse a los sistemas de alcantarillado público y descargar sus aguas servidas y a la obligación que pesa sobre el concesionario de tener que conducir todas esas aguas hacia el concesionario que dispone de dichas aguas, sin poder darle otros usos.


Aclaró que en la actualidad todos los inmuebles están obligados a conectarse a la red pública, de modo que el proyecto de ley debe dar la posibilidad de que dispongan de un sistema de tratamiento de aguas grises.


Respecto al impacto de las aguas grises en las tarifas, indicó que se compartía lo previsto en los artículos 3° y 4° de la Moción, con las siguientes precisiones: 


-La red de utilización de aguas grises debe ser construida contemplando una conexión al sistema general de recolección de aguas servidas o al sistema de tratamiento de esta agua, de modo de posibilitar su escurrimiento en caso de cualquier emergencia, falla en los procedimientos de recolección y depuración y durante la mantención rutinaria de aquélla.


Subrayó que el sistema de aguas grises debe estar conectado a la red de recolección de aguas servidas como una vía de desagüe en caso de emergencia o de no operación de la planta de aguas grises.

 
-La infraestructura debe tener la capacidad para recibir el total de las aguas residuales. Por lo tanto, el sistema de recolección, de tratamiento y de disposición de las aguas servidas debe dimensionarse para el cien por ciento del caudal actualmente considerado, es decir el factor de recuperación (alrededor del 80% del agua potable retorna al alcantarillado) debe mantenerse y la medida de la infraestructura sanitaria pública no cambia.


Manifestó que en consecuencia se producirá una disminución de los costos de operación por el menor caudal que iría al sistema. En la etapa de recolección, ese menor costo se daría en el uso de la energía eléctrica (plantas elevadoras) y en los sistemas de tratamiento se daría en el uso de productos químicos y energía eléctrica.


Precisó que sólo el componente “costo de operación” puede presentar una disminución, manteniéndose el componente “inversión o infraestructura”-hechas por las empresas sanitarias y que están consideradas en las tarifas- sin variación.


Lo anterior, indicó, es para prevenir una eventual falla del sistema de aguas grises que esté conectado al sistema de recolección.


Añadió que en las etapas de recolección, tratamiento y disposición, el componente inversión representa, por ejemplo, en el caso del Gran Santiago, un 81% del costo total y el gasto total un 19%. El gasto total tiene a su vez un componente fijo y uno variable (alrededor de 5%), siendo este último el único que se ve disminuido por la reutilización de las aguas grises.


Para traspasar esos menores costos a los usuarios que hacen reúso de las aguas grises, señaló que debería medirse el caudal reutilizado y que no va al sistema de alcantarillado, y a ese caudal descontarle de la tarifa de recolección y disposición el porcentaje asociado a los menores gastos de operación que corresponda.


Aseveró que las aguas grises ya tratadas son factibles de medir y se podría instalar un medidor para determinar cuánta agua gris está volviendo al sistema y no va al alcantarillado. De ese modo, se podrá conocer el caudal que no fue al alcantarillado y a ese caudal se le debiera descontar la tarifa de recolección y disposición en el porcentaje asociado a los menores gastos de operación.


Prosiguió diciendo que en el decreto tarifario de cada empresa se deberá definir el cargo ($ por metro cúbico) que se rebajará, asociado al reutilizamiento de aguas grises.


Además, explicó que la medición de las aguas grises se deberá efectuar a la salida del sistema de tratamiento y consignar los metros cúbicos medidos, como descuento, en cada boleta de los usuarios que usen las aguas grises.


La Superintendenta agregó que a la forma de incorporar el menor costo y el incentivo para el uso de las aguas grises, anteriormente detallado, se suma otro efecto a la reutilización que consiste en la sustitución de agua potable por dichas aguas, por lo que los clientes presentarán una baja en el consumo de agua potable, lo que se reflejará en la cuenta de agua.


El Senador señor Pizarro advirtió que el beneficio para los que reutilicen las aguas grises es la baja en sus cuentas de agua potable.


Así lo confirmó la Superintendenta y agregó que la instalación del sistema de reutilización de las aguas grises implicará un costo para los usuarios.


El Senador señor Pérez Varela manifestó su conformidad en establecer a las municipalidades como agente administrador del recurso aguas grises, ya que le permitiría el riego de los parques y áreas verdes que están a su cargo, sin incurrir en gastos en agua potable.

SESIÓN REALIZADA EL 18 DE AGOSTO DE 2015

En esta sesión, la Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa Sarria, acompañada por el Jefe de la División de Concesiones señor José Luis Szczaranski Cerda y el Fiscal señor David Peralta realizó una presentación explicativa de la indicación sustitutiva que el Ejecutivo formulará en la próxima sesión, con el objetivo de que la Comisión Especial adopte la resolución pertinente.


La señora Superintendenta primeramente informó que el contenido de la indicación fue concordada con el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y con el Ministerio de Salud y que mantiene las ideas centrales de la Moción, esto es, enfrentar el escenario de sequía y estrechez hídrica, obtener un mejor aprovechamiento del recurso agua e incidir en la economía de los clientes sanitarios y de quienes aprovechen las aguas tratadas.


A continuación, enumeró las razones que justifican la indicación, cuales son: la concordancia con la política hídrica nacional, la concordancia con la experiencia internacional y factibilidad técnica de aplicación de los proyectos sobre aguas grises, la falta de regulación en nuestro país y la posibilidad de favorecer a los clientes en sus tarifas sanitarias y menores precios por consumo de este tipo de recurso.


La Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa Sarria destacó como elementos conformadores de la indicación los siguientes:

 
1) El reconocimiento de un marco legal para la reutilización de las aguas grises tratadas, tanto en instalaciones domiciliarias singulares como colectivas (condominios, edificios) y con fines de interés público, bajo la fórmula de concesión que define la Ley General de Servicios Sanitarios, decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1989.

 
2) La definición de las autoridades encargadas de aprobar los proyectos y la autorización de funcionamiento de los sistemas de reutilización de aguas grises, la que recaerá en la autoridad sanitaria regional (SEREMI SALUD). El Ministerio de Salud definirá en un reglamento los requisitos y exigencias para las solicitudes.

 
3) La Superintendencia de Servicios Sanitarios, con la autorización sanitaria respectiva, licitará públicamente las concesiones -a plazo- para la gestión de reutilización de aguas grises con fines de interés público. Este tipo de servicio público queda bajo la fiscalización y sanción de la Superintendencia. Los términos de los servicios se acuerdan entre los interesados y el concesionario.
 
4) Se establecen los fines permitidos; urbanos, como el riego de áreas verdes y la recarga de sanitarios; agrícolas; industriales y recreativos (áreas verdes, campos deportivos y piletas sin acceso público) y, al mismo tiempo, se definen prohibiciones, como el consumo humano y el riego de frutas y hortalizas que suelen ser consumidas crudas por las personas y que crezcan a ras de suelo.
 
5) En lo tarifario, se contempla una modificación al decreto con fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas del año 1988 (legislación tarifaria de los servicios sanitarios), que permite descontar menor costo por reúso de aguas grises en la tarifa de recolección y disposición de las aguas servidas de los servicios sanitarios bajo concesión de esta especie. Para traspasar los menores costos a los usuarios que hacen reúso de las aguas grises, se deberá medir el caudal reutilizado y que no va al sistema de alcantarillado y a este caudal descontarle de la tarifa de recolección y disposición el porcentaje asociado a los menores gastos de operación que corresponda. 
CONSULTAS


El Senador señor Prokurica dijo entender que la lógica de la propuesta en materia de tarifas es que se le descuente del pago por el alcantarillado y tratamiento de aguas servidas, lo que fue respondido afirmativamente por la Superintendenta, ya que esas aguas grises no se recolectan.


La Senadora señora Muñoz solicitó se le explicara el mecanismo de licitación pública mediante concesiones a plazo.


La Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa Sarria, indicó que ese es un tema que debe resolverse, porque uno de los escenarios es dejar que las empresas sanitarias adquieran la concesión, otro es prohibir la intervención de las sanitarias y un tercer escenario es abrir las concesiones para cualquier interesado.


Explicó que la idea es utilizar la figura de una concesión para la licitación del uso de las aguas grises con fines públicos, quedando de esa manera bajo el amparo de la normativa que aplica la Superintendencia. El problema a dilucidar –advirtió- es quién puede participar para adquirir esa concesión, dado que la Superintendencia debe desarrollar un proceso de licitación pública en el que deben establecerse las condiciones aplicables a los participantes.


El Jefe de la División de Concesiones señor José Luis Szczaranski Cerda, aclaró que los requisitos deberían estar incluidos en las bases de la licitación y, por otro lado, explicó que en la propuesta se deja abierto el plazo de la concesión, en el sentido de que cada licitación establezca su propio plazo de acuerdo a las inversiones que sean necesarias realizar y conforme a la tarifa asociada, de tal modo que siempre la tarifa que se cobre le tiene que permitir -al que adquiera la licitación- recuperar su inversión.


Añadió que si las inversiones son menores se podría efectuar una licitación por diez años y para el caso que se requieran grandes inversiones las licitaciones debieran alcanzar 30 o 40 años, con el objetivo de recuperar la inversión a un monto de tarifa que no sea descomunal.


El Senador señor Prokurica recordó que no debían perderse de vista los intereses de los consumidores y no recargar sus cuentas con otro desembolso mayor, atendido que con el reúso de las aguas se va a beneficiar a la comunidad.

 
El Jefe de la División de Concesiones señor José Luis Szczaranski Cerda, aseveró que en ningún caso va a significar un nuevo cargo para los consumidores de agua potable; cuando se habla de tarifas –precisó- corresponde a la tarifa que va a tener que pagar aquel que use el agua gris tratada, no el consumidor de agua potable, porque éste –en todo caso- va a tener un descuento. Es el caso específico de reutilización de aguas grises con fines de interés público, como el riego de parques, áreas verdes, campos deportivos, recarga de sanitarios en edificios públicos, etcétera.


Aclaró la situación que enfrentará una persona individual que va a reutilizar sus aguas, en el sentido de que no va a requerir de licitación para ello, porque las licitaciones sólo van dirigidas para fines públicos y el particular podrá obtener la autorización del Servicio Nacional de Salud para su propio sistema de tratamiento.

-------


A continuación, el Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, realizó la siguiente explicación del texto de la propuesta de indicación del Ejecutivo.


-El artículo 1° introduce el objetivo de la ley de establecer y regular los sistemas de reutilización de las aguas grises.


-El artículo 2° precisa que es el Ministerio de Salud la entidad responsable de establecer la reglamentación, con las exigencias y requisitos que se deben cumplir para poder operar el sistema. La reutilización de aguas grises domiciliaria y colectiva deberá contar con la aprobación del proyecto y la autorización de funcionamiento de la autoridad sanitaria regional. Tratándose de un sistema para fines de interés público, se aplicará la legislación de los servicios sanitarios.


-El artículo 3° distingue los tres sistemas de reutilización de aguas grises: el domiciliario que corresponde a los que aprovechan esta agua al interior del inmueble en que se producen y tratan, para los fines que se autorizan. El domiciliario colectivo que corresponde a los que aprovechan las aguas grises que se producen y tratan al interior de un edificio o conjunto de edificaciones que conforman un condominio o comunidad y el sistema de interés público, que corresponde a los que satisfacen un interés público, porque sirven al riego de áreas verdes, parques y centros deportivos públicos, usos industriales o recreativos y que el proyecto de urbanización así lo dispone expresamente.

COMENTARIO


El Senador señor Prokurica advirtió que los sistemas de reutilización contemplados en la propuesta tienen un sesgo prioritariamente urbano e hizo mención de los sistemas de agua potable rural (APR), en el sentido que podrían ser contemplados en la ley, dado que el reúso del agua beneficiaría cada área de los APR.


Los representantes de la Superintendencia manifestaron su intención de buscar una fórmula adecuada para incorporarlos.

-------


-El artículo 4° enumera una serie de definiciones, manteniendo las que provenían de la Moción con algunos perfeccionamientos de redacción, especialmente la letra h) donde se la hace concordar con enunciaciones de otros cuerpos legales.

COMENTARIO


El Senador señor Prokurica señaló que la forma de definir se centra en la procedencia de las aguas y no en la calidad de las aguas, estipulación que puede presentar problemas sobre todo en los casos de comunidades o edificios, donde las aguas servidas tratadas podría estar contaminada por el acto de algún copropietario. 


Sugirió considerar la mención en el texto de la indicación de que las aguas que van a ser tratadas no producen daño al ser humano, a los animales ni a las plantas.


El Jefe de la División de Concesiones señor José Luis Szczaranski Cerda, coincidió con dicha preocupación, pero advirtió que ello implicaría la realización de análisis de calidad permanente de las aguas antes de ingresar al tratamiento, por lo que la resolución del Servicio de Salud de acuerdo al uso de las aguas va a señalar qué puede contener o qué no puede contener el agua, es decir, el control se efectuará en el agua gris tratada.


El Senador señor Chahuán opinó que es complejo exigir una calidad del agua, porque siempre puede haber gente inescrupulosa que ingrese elementos nocivos al agua y como regla general puede generar una ley inoperante.


El Senador señor Prokurica concordó en que no se puede establecer la calidad como una barrera de entrada, pero sí considerar sanciones para la persona que atenta contra el buen uso de las aguas grises.


-El artículo 4°, en sus letras m) y n) se refiere a las redes públicas y a las redes privadas, materia vinculada a la responsabilidad, principalmente en cuanto a las redes privadas, porque la instalación domiciliaria ubicada al interior de un condominio será de responsabilidad de los comuneros, es decir, su mantención y manejo pasará a ser un gasto común. En el ámbito público, la responsabilidad correrá por cuenta del concesionario.


-El artículo 5° regula la intervención que tiene el Ministerio de Salud como autorizante de la instalación y funcionamiento de los sistemas de reutilización de aguas grises y la visación de los Servicios de Salud va a ser válida para los sistemas domiciliarios como para los sistemas públicos.


Cuando se trate de un sistema de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público que exceden el ámbito domiciliario, la autoridad interesada, que administra el área verde, parque o centro deportivo, deberá solicitar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, acompañando la autorización de la autoridad sanitaria regional, que licite públicamente la recolección, tratamiento y reutilización de estas aguas.


Será considerado un criterio de adjudicación, el precio a cobrar a los usuarios del agua gris tratada.


El responsable al que se adjudique el tratamiento y la reutilización de las aguas grises deberá convenir con el usuario del agua gris tratada, los términos y condiciones en que se proveerá el servicio, según sus fines, lo que será informado a la Superintendencia, como toda modificación que sufra el mencionado convenio. Los términos del convenio deberán ceñirse a las condiciones consideradas para el cálculo del precio.

COMENTARIO


El Senador señor Prokurica consultó sobre el número de empresas que se han adjudicado concesiones en el área sanitaria y la Superintendenta de Servicios Sanitarios informó que en estos momentos existen 53 concesiones sanitarias, de las cuales el 98% de los clientes son atendidos por las 20 empresas principales. 


El Senador señor Pérez Varela manifestó que le parecía engorroso el procedimiento establecido en el inciso segundo del artículo 5°, en cuanto a la solicitud que debe efectuar la autoridad que administra el área verde a la Superintendencia para que ordene y efectúe la licitación correspondiente.


El Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, explicó que la redacción está presentada para proyectos futuros en los cuales el proyecto inmobiliario viene concebido con un parque o área verde que va ser regado por un sistema mixto.


El Senador señor Pérez Varela agregó que lo más probable que la autoridad va ser preferentemente la municipalidad y para ésta tener que solicitar a la Superintendencia la licitación para -por ejemplo- el riego de determinadas áreas verdes y así sucesivamente va a complicar las tareas tanto de la municipalidad como de la Superintendencia.


El Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, informó que durante el estudio de la propuesta de indicación se consideró tal situación, escuchándose algunas opiniones en contra de otorgarle la facultad a las municipalidades, por razones de organización de las mismas.


El Senador señor Pérez Varela estimó más apropiado capacitar a las municipalidades para que sean estas instancias las que liciten el sistema de tratamiento para fines de interés público.


El Senador señor Prokurica sugirió contemplar en la redacción la alternativa para que las municipalidades puedan licitar por sí solas o con la asesoría de la Superintendencia.


-El artículo 6° preceptúa que las aguas grises podrán conducirse independientemente de las aguas negras, para su posterior tratamiento y reutilización.


Las aguas grises podrán ser tratadas y reutilizadas dentro de la vivienda, establecimiento o inmueble del aportante o, alternativamente, ser descargadas a la red de recolección de un sistema domiciliario colectivo o de un sistema de interés público.


El sistema de reutilización de aguas grises debe mantener operativa una conexión al servicio público de recolección de aguas servidas para permitir su evacuación en caso de falla, emergencia u otra situación en que no se requiera para su reutilización.


-El artículo 7° dispone que un reglamento establecerá el destino que podrá darse a las aguas grises tratadas y enumera en forma no taxativa los siguientes: urbanos, agrícolas, industriales y recreativos.

 
-El artículo 8° detalla los casos en que se prohíbe la reutilización de aguas grises.


-El artículo 9° regula el establecimiento de los requisitos –por medio de un reglamento- que deberá cumplir cada sistema de reutilización de aguas grises, las calidades específicas del efluente tratado, así como también las exigencias de control de su funcionamiento.


-El artículo 10 preceptúa que el responsable del sistema de reutilización de aguas grises, lo será de la calidad del agua tratada y de su control desde la separación y hasta su reutilización para los usos autorizados, así como también de la operación y mantención del sistema de tratamiento y de reutilización de las aguas grises tratadas.


El Senador señor Prokurica quiso saber la razón de incluir, en el artículo 8°, dentro de las prohibiciones de uso de las aguas grises tratadas en las torres de refrigeración y condensadores evaporativos, y recordó que las torres de refrigeración son ocupadas en las plantas de energía geotérmica.


El artículo 11 incorpora en el inciso segundo del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988, Ley de Tarifas de los Servicios Sanitarios, una oración final que estatuye que deberá considerarse el menor costo que exista en cada etapa producto de la recolección, tratamiento y disposición separada de las aguas grises, para lo cual en los procesos de fijación de tarifas se deberá determinar un facto de descuento de tarifas que dé cuenta del menor uso de las redes y sistemas de recolección, tratamiento y disposición de aguas.

SESIÓN REALIZADA EL 8 DE SEPTIEMBRE DE 2015

En sesión celebrada el 8 de septiembre de 2015, la Comisión Especial recibió a la Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinosa Sarria, al Jefe de la División de Concesiones señor José Luis Szczaranski Cerda y al Fiscal señor David Peralta, quienes dieron cuenta de los ajustes efectuados a la indicación que será presentada próximamente.


En primer lugar, la señora Superintendenta informó a la Comisión que se ha continuado perfeccionando el texto de la indicación sustitutiva, al alero de las observaciones manifestadas por los integrantes de la Comisión en la sesión efectuada el 18 de agosto de 2015.


Explicó que el primer ajuste se propone para el artículo 1°, que establece el propósito de la ley de regular los sistemas de reutilización de las aguas grises, agregando que dicha finalidad será aplicable a las zonas urbanas y rurales, área esta última que no estaba contemplada en la ponencia anterior.


A continuación, señaló que el segundo ajuste consiste en incorporar en el inciso tercero del artículo 3°, que se refiere a la aprobación del proyecto y la autorización de funcionamiento de la autoridad sanitaria regional como requisitos para el funcionamiento de los sistemas de reutilización, y respecto de los sistemas para fines de interés público, la aplicación del sistema de bases de licitación que establezcan los respectivos municipios o alternativamente el sistema de la Ley General de Servicios Sanitarios en que la licitación la lleva a cabo la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


El Jefe de la División de Concesiones señor José Luis Szczaranski Cerda explicó que esta enmienda surge de la proposición del Senador señor Pérez Varela, en el sentido de que las municipalidades puedan en forma directa licitar los sistemas de reutilización de aguas grises para fines de interés público.

COMENTARIO


El Senador señor Prokurica hizo alusión al documento que envió a la Comisión la Ingeniero Civil con Mención Hidráulica, Sanitaria y Ambiental, señora María Verónica Franco Alvarado, en el que se sugiere modificar la definición de aguas grises y de aguas negras. 


En el caso específico de las aguas grises, resaltó la propuesta de ampliar las definiciones, como por ejemplo aguas grises, aguas grises claras y aguas grises oscuras, según de donde provengan y con la finalidad de distinguir las exigencias de tratamiento de cada una.

-------


La Superintendenta de Servicios Sanitarios, señora Magaly Espinoza Sarria, señaló que en el artículo 4°, que contiene las definiciones del proyecto, se añadió el término Superintendencia que corresponde a la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


Seguidamente, manifestó que en el artículo 5°, que regula las solicitudes de aprobación de los proyectos de reutilización de aguas grises se consideran las siguientes adecuaciones:


-Requerir para la instalación y funcionamiento de los sistemas de reutilización de aguas grises la autorización de la autoridad sanitaria regional, esto es, las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud.


-Contenido de la solicitud: identificación del peticionario; la individualización del inmueble en que se aplicará el sistema o singularización del área verde o centro recreativo en su caso; nombre o identificación del operador si fuera un sistema de tratamiento domiciliario; indicación clara y precisa de los fines que se dará a las aguas grises tratadas; el sistema de tratamiento a emplear y la acreditación de contar con conexión a la red pública de alcantarillado.


 -La autoridad requerida tendrá un plazo de 60 días hábiles para pronunciarse, término que se interrumpirá cuando se deba complementar la solicitud o agregar nuevos antecedentes.


Respecto del artículo 6°, explicó que describe el contenido de la resolución que autorice el sistema de reutilización: identificación del titular a cargo del sistema; los inmuebles que lo implementarán o identificación del área verde o campo recreativo, en su caso; el sistema de tratamiento que se empleará; el plazo por el cual se otorga la autorización para contar con el sistema; la identificación de los fines a que se podrán destinar las aguas grises tratadas y los estándares por cumplir, según esos mismos fines y la identificación de la concesionaria de servicios sanitarios con quien mantendrá la conexión al sistema público.

Mencionó que la autorización será otorgada mediante resolución de la autoridad sanitaria, y debe ser publicada en extracto en un diario de circulación regional o comunal, correspondiente al lugar donde se encuentre el inmueble en que opera, dentro de los 15 días siguientes a su tramitación y además, antes de 30 días, contados desde la fecha de dicha publicación, la resolución deberá inscribirse en un registro que, para tal efecto, llevará la Superintendencia.

 
La autorización de funcionamiento para los sistemas domiciliarios será a plazo indefinido, sin perjuicio que se disponga la clausura del respectivo sistema por la autoridad sanitaria, en caso de incumplimiento de la autorización y sus fines.

COMENTARIOS


El Senador señor Pizarro quiso saber si en el concepto de diario de circulación regional o comunal se tiene contemplados a los diarios digitales.


La Superintendenta de Servicios Sanitarios expresó que la entidad a su cargo tiene considerados los diarios digitales como medio para publicitar resoluciones.


El Senador señor Prokurica advirtió que la publicitación en diarios digitales debe contar con un respaldo de por lo menos un año de vigencia. Además, recordó que el Diario Oficial permite en su edición electrónica la publicación gratuita.

-------


En cuanto al artículo 7°, la señora Superintendenta indicó que se complementó, dado que se refiere a un sistema de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público, con la facultad de la autoridad municipal que administra el área verde, parque o centro deportivo para licitar directamente o, alternativamente, solicitar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios que ella realice la licitación pública.


Asimismo, clarificó que la autorización de funcionamiento de los sistemas de reutilización de interés público quedará sometida a la normativa de la infraestructura sanitaria pública, por ejemplo para pedir una servidumbre u ocupar espacios públicos en forma gratuita. No obstante lo anterior, se contempla para el caso que la licitación se realice por una municipalidad que la Superintendencia de Servicios Sanitarios siempre podrá asesorar o coadyuvar en el procedimiento correspondiente.


La señora Superintendenta de Servicios Sanitarios precisó que en el artículo 7° se preceptúa que se entenderá transferida por el solo ministerio de la ley la autorización de funcionamiento, previamente obtenida por la municipalidad respectiva, al adjudicatario de la licitación, quien para todos los efectos legales será desde el momento de la notificación del acto de adjudicación, titular de la correspondiente autorización. 


Continuando con la descripción de las adecuaciones al texto de la propuesta de indicación sustitutiva, la Superintendenta de Servicios Sanitarios comentó que en el artículo 10 se acogió la observación acerca de prohibir las aguas grises en el riego de especies que se consumen crudas y de frutas y hortalizas que crezcan a ras de suelo.


En lo que respecta al artículo 12, señaló que se considera una sanción penal –inciso primero del artículo 315 del Código Penal, esto es, presidio mayor en su grado mínimo y multa de veintiuna a cincuenta unidades tributarias mensuales.- para el que descargue sustancias químicas, bacteriológicas o cualquiera otra que ponga en peligro o afecte gravemente el funcionamiento de sistemas de recolección y tratamiento de las aguas grises, domiciliario o público o bien que afecte su destino autorizado. 
EXPLICACIÓN SOBRE LA PROHIBICIÓN DE USAR AGUAS GRISES TRATADAS EN TORRES DE REFRIGERACIÓN Y CONDENSADORES EVAPORATIVOS

 
El Jefe de la División de Concesiones de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor José Luis Szczaranski Cerda, informó a la Comisión Especial acerca de la razón para prohibir usar las aguas grises en torres de refrigeración y condensadores evaporativos.


Al respecto, manifestó que dichos elementos son dispositivos semi-abiertos, diseñados para enfriar el agua mediante su evaporación en contacto con el aire del ambiente.


Añadió que el agua procedente de la fuente de calor se introduce por medio de una conexión de entrada y es distribuida por el relleno en forma pulverizada. Simultáneamente, el aire del ambiente es inducido o forzado mediante la torre, lo que provoca que una pequeña porción del agua se evapore. Dicha evaporación o dispersión de las aguas puede ser respirada por las personas pudiendo –respecto de su calidad- provocar enfermedades, siendo la más peligrosa la “legionelosis” originada por la Legionella.


Advirtió que la Legionella puede penetrar y colonizar circuitos de agua, donde las condiciones de temperatura, estancamiento y nutrientes favorecen su amplificación y en los que la formación de aerosoles permite su dispersión en el medio, pudiendo contaminar por inhalación a personas susceptibles.


Asimismo, señaló que la infección por Legionella se denomina legionelosis, pudiendo presentarse como una enfermedad febril, bien de carácter leve y sin focalización pulmonar denominada fiebre de Pontiac, o bien de carácter severo como una neumonía atípica denominada enfermedad del legionario. Puede llevar a complicaciones pulmonares y sus síntomas son fatiga, dificultad para respirar y en ocasiones diarrea o dolores musculares.


Comentó que la mayor fuente de contagio de la Legionella, según la organización Legionella.org, es el sistema de aguas de grandes edificios, hoteles y hospitales, humidificadoras, máquinas de rocío, spas, fuentes de agua termal y sistemas de aire acondicionado.


Concluyó que por todo lo expresado anteriormente las torres de refrigeración y condensadores evaporativos son catalogados como instalaciones de alto riesgo.

INDICACIÓN FORMULADA POR LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA


Con fecha 15 de diciembre de 2015, se recibió la indicación de la Presidenta de la República, que en sus fundamentos expresa lo siguiente:

 
1) El Ejecutivo comparte la idea de legislar en esta materia. Para estos efectos, ha tenido en cuenta la Política Nacional de Desarrollo Hídrico del país y el escenario de escasez de agua que hoy se enfrenta, el que unido a la existencia de experiencias nacionales e internacionales de reutilización de las aguas grises, hace que puede ser ventajoso y necesario regular esta alternativa en determinadas condiciones.

2) Existen referencias normativas y experiencia internacional que hacen factible la reutilización de las aguas grises, donde es necesario fijar criterios o requisitos de calidad según su uso previsto y nivel de tratamiento de acuerdo a la calidad de las aguas y la aplicación que se hará de ellas, en un contexto de definir áreas permitidas y prohibidas en este ámbito.

 
3) En lo económico, es posible advertir ventajas por la implementación de sistemas de reutilización de aguas grises tanto respecto de quienes se sirven de ellas como por los que contribuyen a su descarga y tratamiento.


Por otro lado, la indicación describe su contenido de la siguiente manera:


a) Reconoce un marco legal a la reutilización de las aguas grises.

 
Se reconoce su existencia tanto en las áreas urbanas como rurales, y su establecimiento en la instalación domiciliaria de una edificación o de un conjunto de edificaciones o en edificios acogidos a la ley de copropiedad inmobiliaria. Asimismo, se permite su reutilización para fines de interés público que excedan al ámbito domiciliario, bajo la fórmula de una concesión del tipo administrativo, que queda sujeta a lo que define la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, figura que le permite resolver algunos aspectos de emplazamiento y responsabilidad por la infraestructura destinada al efecto.


b) Define las autoridades encargadas de aprobar los proyectos y autorizar su funcionamiento.
 
Para la instalación y funcionamiento de los sistemas de reutilización de aguas grises se requerirá la autorización previa de la autoridad sanitaria regional, estableciéndose en la presente ley los principales antecedentes que deberán acompañarse a la solicitud de autorización, entregándose al reglamento que para estos fines emitirá el Ministerio de Salud, los requisitos y exigencias específicas que la solicitud deba presentar.

 
La intervención de la autoridad sanitaria será válida tanto para los sistemas de utilización domiciliaria como para aquellos con fines de interés público.

 
Cuando se trate de la recolección y tratamiento de aguas grises para fines de interés público que exceden el ámbito domiciliario, las municipalidades que administran el área verde, parque o centro deportivo, podrán licitar directamente la gestión del servicio que se pretende o, alternativamente, podrán solicitar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios que realice dicha licitación. En ambos casos, la gestión se otorgará por un plazo fijado y quedará bajo la fiscalización y sanción que dispongan las respectivas bases de licitación y el contrato respectivo, o la Ley General de Servicios Sanitarios cuando la licitación haya sido encargada por la Superintendencia.

 
Serán aplicable a estos sistemas públicos las normas contenidas en la Ley General de Servicios Sanitarios en lo que sea compatible, como la condición de emplazar redes públicas, la afectación de los bienes, el uso gratuito de bienes nacionales de uso público, la imposición de servidumbres, traslado de instalaciones por interés de terceros, responsabilidad de mantención, que la definición de un plazo no obste a que quede sujeto a la caducidad por incumplimiento y a otras sanciones. 

 
El proyecto contempla que se adjudiquen estos servicios mediante licitación pública, pudiendo ser uno de los criterios de adjudicación el precio a cobrar a los usuarios de las aguas grises tratadas.

 
Quien se adjudique el tratamiento y cumplimiento de los fines de reutilización de las aguas grises, deberá convenir con los usuarios los términos y condiciones de los servicios a prestar, convenio que deberá informar a la Superintendencia fiscalizadora, en su caso.


c) Establece los fines permitidos y aquellos a los cuales no se pueden destinar las aguas grises tratadas.
 
Se permite su uso en inodoros, riego de áreas verdes, parques, centros deportivos, usos industriales y agrícolas que no se destinen al consumo humano o riego de especies que suelen ser consumidas crudas y de frutas y hortalizas que crezcan a ras de suelo. Asimismo, se mantienen del proyecto original otras prohibiciones ya advertidas que puedan afectar la salud y el medio ambiente.


d) Sanción penal.

 
Se considera una remisión al artículo 315 del Código Penal sobre delitos contra la salud para penalizar las descargas de sustancias químicas, bacteriológicas u otras que pongan en peligro o afecten gravemente el funcionamiento de los sistemas de recolección y tratamiento de las aguas grises.


e) Repercusión de orden tarifario.

 
Se incorpora en la Ley de Tarifas de los Servicios Públicos Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, del Ministerio de Obras Públicas, una norma que busca traspasar los menores costos a los usuarios de los servicios de recolección y tratamiento de las aguas servidas bajo concesión, por la reutilización de las aguas grises. En tal sentido, habrá que medir el caudal reutilizado y que no va al sistema de alcantarillado público y a dicho caudal se descontará la tarifa de recolección y disposición en el porcentaje asociado a los menores costos de operación que corresponda, según se establezca en la respectiva tarificación.

SESIÓN 22 DE DICIEMBRE DE 2015

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS SANITARIOS


En sesión de 22 de diciembre de 2015, el Superintendente de Servicios Sanitarios en ejercicio, señor Gabriel Zamorano, expuso a la Comisión respecto de la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo al texto aprobado en general por la Comisión.

 
En primer lugar, explicó que el Ejecutivo comparte la idea de legislar en la materia, considerando la política de desarrollo hídrico del país, el escenario de escasez de agua que lo afecta, la experiencia internacional y nacional en la materia, la ausencia de regulación legal, reglamentaria o técnica, y las ventajas económicas que derivan de la reutilización de aguas grises.

 

En ese contexto, describió que la indicación apunta a reconocer la reutilización de aguas grises en áreas urbanas como rurales, en inmuebles individuales y colectivos tales como edificios o condominios. Al mismo tiempo, añadió que permite el reúso para fines de interés público distintos al domiciliario y regula el procedimiento de instalación y funcionamiento de los sistemas requeridos, lo que requiere la aprobación de cada proyecto y autorización de su funcionamiento por parte de los respectivos SEREMI de Salud.

 

Asimismo, agregó que la indicación define el procedimiento aplicable a la respectiva solicitud, establece las facultades de la autoridad sanitaria, define que su intervención operará para los sistemas domiciliarios y para aquellos de interés público, y establece el deber del Ministerio de Salud, consistente en dictar las normas reglamentarias aplicables en su caso.

 

En la misma línea, añadió que la indicación define los aspectos que debe considerar la resolución sanitaria que autoriza el sistema de reúso de las aguas grises, y especifica que los sistemas de recolección y tratamiento, para fines de interés público, sólo podrán iniciarse previa iniciativa municipal.

 

Por otra parte, detalló que, en caso del uso de aguas grises para fines de interés público, las municipalidades que administran áreas verdes, parques o centros recreacionales podrán licitar directamente la gestión del servicio o, alternativamente, solicitar a la Superintendencia de Servicios Sanitarios que lo realice. Asimismo, agregó que la gestión de sistemas de interés público es será a plazo fijo, quedando bajo la fiscalización y las sanciones dispuestas por las bases de licitación, el contrato respectivo y la ley general de servicios sanitarios, cundo licitación la realice la Superintendencia de Servicios Sanitarios.

 

Seguidamente, expuso que la indicación propone aplicar las normas de la Ley General de Servicios Sanitarios a los sistemas de interés público sobre emplazamiento de redes, uso gratuito de bienes nacionales de uso público, imposición de servidumbres, traslados de redes, caducidad, sanciones y otros.

 

En ese contexto, sostuvo que las licitaciones públicas deben considerar, como uno de los criterios de adjudicación, el precio a cobrar a los usuarios de aguas grises, en tanto que si la Municipalidad respectiva decide realizar directamente la licitación del sistema, podrá ser asesorada o coadyuvada por la Superintendencia de Servicios Sanitarios en dicho proceso.

 

En cuanto a los fines permitidos para el uso de aguas grises, afirmó que se trata, únicamente, del riego, usos industriales y agrícolas, manteniendo prohibiciones para evitar una afectación de la salud y el medio ambiente, y radicando la fiscalización de la ley en la autoridad sanitaria y la Superintendencia de Servicios Sanitarios, dentro de sus respectivas competencias.

 

En materia sancionatoria, agregó que se propone establecer una sanción penal, mediante expresa remisión al artículo 315 del Código Penal, sobre delitos contra la salud, por la descarga de sustancias que pongan en peligro los sistemas de recolección y tratamiento de las aguas grises. 

 

Finalmente, en cuanto al factor tarifario, describió que la indicación propone que los procesos deben determinar un factor de descuento por menor uso de redes y sistemas de recolección y tratamiento de aguas servidas 

CONSULTAS

 
La Senadora señora Allende consultó respecto de las facultades que podrán ejercer los municipios para definir el contenido de los proyecto de instalación de sistemas de utilización de aguas grises.
 
Asimismo, solicitó información relativa al funcionamiento o la existencia de planes piloto para dichos sistemas.

 
Finalmente, consultó acerca de la forma en que se procederá a la medición de las aguas grises utilizadas por cada usuario.
 
El Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Gabriel Zamorano, explicó que los municipios podrán desarrollar proyectos o proceder a su licitación, directamente o mediante la Superintendencia de Servicios Sanitarios, en los términos que propone el artículo 5° de la indicación sustitutiva.
 
En ese contexto, afirmó que la utilización de sistemas de reutilización de aguas grises no necesariamente supone un cobro, toda vez que el pago, por parte de los municipios, sólo operaría en aquellos casos en que se licite a un tercero la construcción de la red pública, incluyendo el sistema de tratamiento.
 
Asimismo, afirmó que la Ley de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, de 1989, resultará aplicable, en lo que corresponda, a los sistemas de interés público en lo relativo al emplazamiento de las redes, uso de bienes nacionales de uso público, servidumbres, traslado de redes, caducidad, entre otras materias.

 
Por otra parte, agregó que existen planes piloto de reutilización de aguas grises particularmente en el ámbito domiciliario o en edificios tales como Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile. En ese contexto, arguyó que la aprobación de la iniciativa puede favorecer la implementación de dichos sistemas.

 
Finalmente, explicó que la facturación o cobro se realizará considerando los medidores de aguas grises tratadas y reutilizadas, cuyos indicadores serán descontados de las respectivas tarifas de alcantarillado, particularmente en materia de costos de operación y tratamiento de las aguas servidas. Dicha regulación, agregó, deberá ser contenida en los respectivos decretos tarifarios.

 
La Senadora señora Muñoz consultó respecto de la entidad encargada de la fiscalización de las aguas grises, particularmente en el servicio domiciliario, y del plazo dispuesto para la tramitación de la solicitud de utilización de éstas.

 
El Fiscal de la Superintendencia de Servicios Sanitarios, señor David Peralta, explicó que, en conformidad al artículo 7° del Código Sanitario, la autoridad sanitaria dispone de un plazo de treinta días para pronunciarse y autorizar los proyectos. Al efecto, agregó que la indicación del Ejecutivo, en el inciso final de su artículo 3°, contiene una remisión a dicha disposición legal.

 
A su turno, el Superintendente de Servicios Sanitarios, señor Gabriel Zamorano, señaló que la fiscalización corresponderá a la autoridad sanitaria, particularmente en materia de prohibiciones y sanciones.

-------

 
La Senadora señora Muñoz manifestó su conformidad con la indicación propuesta por el Ejecutivo, considerando que recoge adecuadamente las observaciones de los miembros de la Comisión y considera los fundamentos y el propósito que persigue la iniciativa.

 
- Puesta en votación la indicación formulada por el Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Allende y Muñoz y Senadores señores Chahuán y Pérez Varela.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión Especial sobre Recursos Hídricos, Desertificación y Sequía propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

 
“Artículo 1°.- La presente ley establece y regula los sistemas de reutilización de las aguas grises, aplicable a zonas urbanas y rurales. 
 
Artículo 2°.- Para los efectos de lo previsto en esta ley se entenderá por:
 
a) “Aguas grises”: aguas servidas domésticas residuales provenientes de las tinas de baño, duchas, lavaderos y lavatorios, y otros, excluyendo las aguas negras.
 
b) “Aguas grises tratadas”: aquellas que se han sometido a los procesos de tratamiento requeridos para el uso previsto.
 
c) “Aguas negras”: aguas residuales que contienen excretas.
 
d) “Aguas residuales”: aquellas que se descargan después de haber sido utilizadas en un proceso o producidas por éste, y que no tienen ningún valor inmediato para dicho proceso.
 
e) “Aguas servidas domésticas”: aguas residuales que contienen los desechos de una edificación, compuestas por aguas grises y aguas negras.
 
f) “Aportante”: inmueble edificado del cual provienen las aguas grises para su tratamiento y posterior uso.
 
g) “Instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises”: obras necesarias para evacuar las aguas grises del inmueble desde las tinas de baño, duchas, lavaderos y lavatorios, hasta la planta domiciliaria de tratamiento de aguas grises o hasta la última cámara del sistema de recolección domiciliario de aguas grises, según corresponda.
 
h) “Planta de tratamiento de aguas grises”: instalaciones y equipamiento destinados al proceso de depuración de éstas, con el objeto de alcanzar los estándares exigidos para su reutilización.
 
i) “Red pública de recolección de aguas grises”: aquellas instalaciones operadas y administradas por el responsable del servicio público de recolección de aguas grises, a las que se empalman las instalaciones domiciliarias de aguas grises. 
 
j) “Redes privadas de recolección de aguas grises”: aquella parte de la instalación domiciliaria de alcantarillado de aguas grises ubicada aguas arriba de la planta de tratamiento de aguas grises o de la última cámara de la red domiciliaria de alcantarillado de aguas grises, según corresponda, y que sirve a más de un inmueble edificado.
 
k) “Reutilización de aguas grises”: la aplicación de aquéllas, una vez que se han sometido al tratamiento exigido para el uso autorizado.
 
l) “Sistemas de interés público”: aquellos que satisfacen un interés de esta especie por servir al riego de áreas verdes, parques o centros deportivos públicos, calificados expresamente como tales por el proyecto de urbanización, y que sean de propiedad o administración municipal.
 
Los inmuebles que servirán como afluentes de un sistema de tratamiento de aguas grises de interés público estarán definidos en el proyecto de urbanización que servirá de base a la licitación pública que contempla el artículo 5° de esta ley.
 
m) “Sistema de reutilización de aguas grises”: conjunto de instalaciones destinadas a la recolección, tratamiento, almacenamiento y conducción de las aguas grises para su uso en la alternativa de reutilización que se proyecte. Además incluye instalaciones para el uso del efluente tratado, el cual debe cumplir con la calidad para el uso previsto definida en la reglamentación. 
 
n) “Sistemas de reutilización de aguas grises domiciliarios”: aquellos en que se aprovechan estas aguas al interior del inmueble en que se producen y tratan, para los fines que se autorizan.
 
ñ) “Sistemas de reutilización de aguas grises domiciliarios colectivos”: aquellos en que se aprovechan estas aguas que se producen y tratan al interior de un edificio o conjunto de edificaciones que conforman un condominio o comunidad.
 
o) “Superintendencia”: Superintendencia de Servicios Sanitarios.
 
p) “Titular de la autorización”: persona natural o jurídica que obtiene de la autoridad sanitaria la autorización necesaria para la instalación de un sistema de reutilización de aguas grises y se hace responsable ante ella de su funcionamiento, según los fines autorizados.
 
q) “Usuario del agua gris tratada”: persona natural o jurídica que utiliza el agua gris tratada para el uso previsto.
 
Artículo 3°.- Los sistemas de reutilización de aguas grises deberán contar con aprobación de proyecto y autorización de funcionamiento de la autoridad sanitaria regional respectiva. 
 
La solicitud de aprobación de proyecto deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes: 
 
1.- La identificación del peticionario.
 
2.- La individualización del inmueble en el cual se aplicará el sistema, o la singularización del área verde, parque, centro deportivo o recreativo, en su caso.
 
3.- Nombre o identificación del operador si fuera un sistema de tratamiento domiciliario. 
 
4.- Indicación clara y precisa de los fines que se dará a las aguas grises tratadas.
 
5.- El sistema de tratamiento a emplear.
 
6.- La acreditación del hecho de contar con conexión a la red pública de alcantarillado.
 
El Ministerio de Salud dictará un reglamento que contenga las condiciones sanitarias que deberán cumplir los sistemas de reutilización de aguas grises, el que establecerá los requisitos o antecedentes adicionales que se deberán acompañar a las solicitudes de aprobación de proyecto y autorización de funcionamiento, según corresponda.
 
La autoridad requerida se pronunciará de conformidad a lo establecido en el artículo 7° del Código Sanitario. 
 
Artículo 4°.- La resolución que autoriza el sistema de reutilización de aguas grises considerará, entre otros, los siguientes aspectos:

 
1.- La identificación del titular a cargo del sistema.
 
2.- Los inmuebles que lo implementarán o identificación del área verde, parque, centro deportivo o recreativo, en su caso.
 
3.- El sistema de tratamiento a emplear.
 
4.- El plazo por el cual se otorga la autorización, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 7° del Código Sanitario.
 
5.- La identificación de los fines a los que se podrán destinar las aguas grises tratadas y los estándares que se deberán cumplir, según esos mismos fines.
 
6.- La identificación de la concesionaria de servicios sanitarios o el sistema particular de aguas servidas con el que se mantendrá la conexión a la red de alcantarillado.
 
La resolución de la autoridad sanitaria que otorga la autorización de funcionamiento deberá ser publicada por el titular en extracto en un diario de circulación regional o comunal, correspondiente al lugar donde se encuentre el inmueble o área verde, parque, centro deportivo o recreativo en que opera, dentro de los 15 días siguientes a su notificación. Además, dentro de 30 días contados desde la fecha de dicha publicación, el titular deberá inscribir la resolución en un registro que, para tal efecto, llevará la Superintendencia.
 
La autorización de funcionamiento para los sistemas domiciliarios tendrá la duración a que se refiere el artículo 7° del Código Sanitario, sin perjuicio de que se disponga la clausura del respectivo sistema por la autoridad sanitaria en caso de incumplimiento de la autorización y sus fines.
 
Artículo 5°.- Los sistemas de recolección, tratamiento y reutilización de aguas grises para fines de interés público que exceden el ámbito domiciliario, sólo podrán tener iniciativa municipal. Para estos efectos, la autoridad municipal que administra el área verde, parque o centro deportivo, podrá licitar directamente o solicitar a la Superintendencia que ella realice dicha licitación pública para la recolección, tratamiento y reutilización de estas aguas. La gestión de estos servicios se otorgará por un plazo determinado, según el interés público comprometido y la magnitud de las inversiones, según se defina en las bases de licitación.
 
Adjudicada la licitación, el adjudicatario deberá obtener la aprobación del proyecto y la autorización de funcionamiento de dicho sistema de la respectiva autoridad sanitaria. 
 
La autorización de funcionamiento de los sistemas de interés público quedará sometida a los artículos 7° bis, 9°, 9° bis, 40, 42, 43, 44, 45 y 46 de la Ley de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1989, bajo la fiscalización de la misma Superintendencia, en los términos de la ley N° 18.902, velando porque se cumpla con los parámetros exigidos y autorizados por la autoridad sanitaria, según sus fines. 
 
Podrá ser considerado como un criterio de adjudicación el precio a cobrar a los usuarios del agua gris tratada que define esta ley.
 
El responsable al que se adjudique la recolección, el tratamiento y la reutilización de las aguas grises que trata esta ley deberá convenir con los usuarios del agua gris tratada los términos y condiciones bajo los cuales se proveerá el servicio, según sus fines autorizados, lo que será informado a la Superintendencia, al igual que toda modificación que sufra el mencionado convenio. Los términos de este convenio deberán, en todo caso, ceñirse a las condiciones consideradas para el cálculo del precio.
 
Si la municipalidad decide realizar directamente la licitación del sistema, podrá ser asesorada o coadyuvada por la Superintendencia en dicho procedimiento.
 
Artículo 6°.- Las aguas grises deberán conducirse independientemente de las aguas negras, para su posterior tratamiento y reutilización.
 
Las aguas grises podrán ser tratadas y reutilizadas dentro de la vivienda, establecimiento o inmueble del aportante o, alternativamente, ser descargadas a la red de recolección de un sistema domiciliario colectivo o de un sistema de interés público.
 
El sistema de reutilización de aguas grises debe mantener operativa una conexión a un servicio de recolección de aguas servidas para permitir su evacuación en caso de falla, emergencia u otra situación en que no se requiera para su reutilización.
 
Artículo 7°.- El reglamento establecerá el destino que podrá darse a las aguas grises tratadas, los que podrán ser:
 
1.- Urbanos. En esta categoría se incluyen el riego de jardines o descarga de aparatos sanitarios.
 
2.- Recreativos. Esta categoría incluye el riego de áreas verdes públicas, campos deportivos u otros con libre acceso al público.
 
3.- Ornamentales. En esta categoría se incluyen las áreas verdes y jardines ornamentales sin acceso al público.
 
4.- Industriales. Incluye el uso en todo tipo de procesos industriales no destinados a productos alimenticios y fines de refrigeración no evaporativos.
 
Artículo 8°.- Se prohíbe la reutilización de aguas grises tratadas para los siguientes usos:
 
1.- Consumo humano y en general servicios de provisión de agua potable, así como riego de frutas y hortalizas que crecen a ras de suelo y suelen ser consumidas crudas por las personas, o que sirvan de alimento a animales que pueden transmitir afecciones a la salud humana.
 
2.- Procesos productivos de la industria alimenticia.
 
3.- Establecimientos de salud en general.
 
4.- Cultivo acuícola de moluscos filtradores.
 
5.- Piletas, piscinas y balnearios.
 
6.- Uso en torres de refrigeración y condensadores evaporativos.
 
7.- Uso en fuentes o piletas ornamentales en que exista riesgo de contacto del agua con las personas.
 
Artículo 9°.- El reglamento establecerá los requisitos que deberá cumplir el sistema de reutilización de aguas grises para cada uso autorizado, así como las calidades específicas del efluente tratado y las exigencias de control de su funcionamiento.
 
El agua gris tratada que se destine a varios usos autorizados deberá cumplir los requisitos para el uso más exigente de éstos.
 
Artículo 10.- El titular de la autorización de funcionamiento del sistema de reutilización de aguas grises será responsable de la calidad del agua tratada y de su control desde la separación y hasta su reutilización para los usos autorizados, así como también de la operación y mantención del sistema de tratamiento y de reutilización de las aguas grises tratadas.
 
En caso de incumplimiento de esta ley o de la Ley General de Servicios Sanitarios, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 382, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1989, según corresponda, se aplicarán las sanciones administrativas que este cuerpo legal o el Título X del Código Sanitario contemplen, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal a que haya lugar por los daños de cualquier naturaleza provocados por el sistema de reutilización de aguas grises.
 
Corresponderá a la autoridad sanitaria y a la Superintendencia de Servicios Sanitarios, dentro de sus respectivas competencias, la fiscalización de las disposiciones que comprende la presente ley.
 
La autoridad sanitaria podrá cancelar la autorización de funcionamiento de los sistemas de interés público cuando los titulares no se ajusten a sus términos, conforme a lo dispuesto en el artículo 174 del Código Sanitario. 
 
El que descargue sustancias químicas o cualquier otra que ponga en peligro la salud de las personas o afecte gravemente el funcionamiento de sistemas de recolección y tratamiento de las aguas grises sea éste domiciliario o público, o que afecte su destino autorizado, será penado en conformidad con el inciso primero del artículo 315 del Código Penal. 
 
En el caso de viviendas nuevas que cuenten con un sistema de reutilización de aguas grises, será aplicable lo dispuesto en el artículo 18 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1975.
 
Artículo 11.- Incorpórase en el inciso segundo del artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 70, del Ministerio de Obras Públicas, del año 1988, que contiene la Ley de Tarifas de los Servicios Sanitarios, la siguiente oración final: "Deberá considerarse el menor costo que exista en cada etapa producto de la recolección, tratamiento y disposición separada de las aguas grises, para lo cual los procesos de fijación de tarifas deberán determinar un factor de descuento que dé cuenta del menor uso de las redes y sistemas de recolección, tratamiento y disposición de aguas servidas.”.

-------

Acordado en sesión celebrada con fecha 17 de marzo de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 31 de marzo de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 7 de abril de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto; en sesión celebrada el 12 de mayo de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Baldo Prokurica Prokurica (en reemplazo del Senador Chahuán), Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto; en sesión celebrada el 7 de julio de 2015, con asistencia de las Senadoras señoras Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) e Isabel Allende Bussi y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto; en sesión celebrada el 14 de julio de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto; en sesión celebrada el 18 de agosto de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán, Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto; en sesión celebrada el 8 de septiembre de 2015, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) y de los Senadores señores Víctor Pérez Varela y Jorge Pizarro Soto y en sesión celebrada el 22 de diciembre de 2015, con asistencia de las Senadoras señoras Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta) e Isabel Allende Bussi y de los Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán y Víctor Pérez Varela.


Sala de la Comisión, a 23 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar, Secretaria de la Comisión.

5
INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “TRATADO DE MARRAKECH PARA FACILITAR EL ACCESO A LAS OBRAS PUBLICADAS A LAS PERSONAS CIEGAS, CON DISCAPACIDAD VISUAL O CON OTRAS DIFICULTADES PARA ACCEDER AL TEXTO IMPRESO”, ADOPTADO POR LA ORGANIZACIÓN MUNDIAL DE LA PROPIEDAD INTELECTUAL (OMPI), EN MARRAKECH, EL 27 DE JUNIO DE 2013

(10.272-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 22 de julio de 2015, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 11 de noviembre de 2015, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistió, especialmente invitado, el Jefe del Departamento de Propiedad Intelectual de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Martín Correa.
- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".




b) Ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad.





c) Ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.





d) Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad, promulgada por decreto supremo Nº 99, de 25 de marzo de 2002, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 20 de junio de 2002.




e) Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad y su Protocolo facultativo, promulgada por decreto supremo Nº 201, de 25 de agosto de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 17 de septiembre de 2008.




2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que nuestro país ha manifestado un fuerte compromiso con los derechos humanos de las personas con discapacidad. En ese sentido, destaca que, en el ámbito nacional, se han dictado la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad; y la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad. Añade que, a su vez, en el ámbito internacional, Chile es parte de la Convención Interamericana para la eliminación de todas las formas de discriminación contra las personas con discapacidad y de la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad y su Protocolo facultativo.




Agrega el Ejecutivo que el Tratado de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso, conocido también como el “Tratado de Marrakech”, tiene su origen en las discusiones sobre excepciones y limitaciones efectuadas en el marco del Comité Permanente de Derecho de Autor y Derechos Conexos de la OMPI. Al respecto, señala que una encuesta realizada en 2006 por la OMPI reveló que, a esa fecha, menos de sesenta países contemplaban en su legislación nacional sobre derecho de autor cláusulas relativas a limitaciones y excepciones especiales en favor de las personas en situación de discapacidad visual.




Lo anterior, sumado al carácter “territorial” de las leyes nacionales del derecho de autor, que hace que las excepciones no se apliquen a la importación o exportación de las obras convertidas en formatos accesibles, ha significado que las organizaciones ligadas a personas en situación de discapacidad visual de cada país deban negociar licencias con los titulares de los derechos autor de manera de hacer posible el intercambio transfronterizo de las obras en formatos especiales o producir sus propios materiales, lo que implica altos costos que, en definitiva, limitan el acceso de las personas en situación de discapacidad visual a obras impresas de todo tipo.




Expresa el Mensaje que el año 2007, los Estados miembros de la OMPI, quienes se propusieron mejorar las condiciones de las personas en situación de discapacidad, iniciaron en el Comité de Derechos de Autor y Derechos Conexos las negociaciones para adoptar un instrumento internacional que regule las excepciones y limitaciones al derecho de autor en favor de personas ciegas, en situación de discapacidad visual o de otras dificultades para acceder al texto impreso, lo que concluyó el 27 de junio de 2013, cuando se adoptó el tratado.





Indica el Ejecutivo que la exitosa conclusión del Tratado de Marrakech constituye un avance fundamental en la necesidad de mantener un equilibrio entre los derechos de los autores de las obras y el interés de los usuarios y del público para hacer determinados usos de éstas, sin la necesidad de obtener la autorización del titular de los derechos o sin que sea necesario el pago de regalías por dichos usos. Asimismo, la conclusión de este nuevo tratado representa un paso más en el perfeccionamiento del sistema de derecho de autor que -ya desde el Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas, de 9 de septiembre de 1886, y sus sucesivas revisiones- prevé “limitaciones y excepciones” a los derechos de los titulares de derechos de autor, ya que constituye la primera vez que el sistema multilateral de la propiedad intelectual logra un instrumento cuyo foco son las excepciones y limitaciones para un grupo específico de la sociedad.




Además, el Tratado de Marrakech es también el primer instrumento internacional de propiedad intelectual que aborda el problema del intercambio transfronterizo de obras que cuentan con protección de derecho de autor, incorporando reglas expresas referidas a la importación y exportación de copias en formato accesible. Así, una vez que una obra sea convertida a un formato accesible en un país, para las personas beneficiarias en éste, esa copia podrá ser exportada a otros países para que los beneficiarios del país importador también puedan acceder a ella.

Con estas medidas se busca reducir los costos asociados a la producción y distribución de copias en formatos accesibles, eliminando, o al menos reduciendo, los costos de transacción asociados con la protección de derecho de autor de las obras y ampliando los posibles destinatarios de éstas, lo que se espera repercuta en menores costos totales, favoreciendo así, especialmente, a los beneficiarios que residan en los países en desarrollo.




Igualmente, este Tratado permitirá que las personas en situación de discapacidad visual y otras discapacidades para acceder al texto impreso, en Chile, puedan importar directamente o a través de una entidad autorizada obras en formatos especialmente adaptados a sus necesidades, sin que sea necesaria la autorización de los titulares de derechos de autor. En la práctica, esto permitirá que se amplíe considerablemente el catálogo de obras disponibles para las personas que se encuentran en dicha situación, que hasta ahora sólo cuentan con acceso al 5% de las obras publicadas en el mundo.




En la actualidad, el Tratado de Marrakech ha sido firmado por ochenta Estados, dentro de los que figuran importantes países de nuestra región, tales como: Argentina, Brasil, Colombia, Perú y México. Asimismo, han depositado sus instrumentos de ratificación El Salvador, el 1 de octubre de 2014; la India, el 24 de junio de 2014; Malí, el 16 de diciembre de 2014; Paraguay, el 20 de enero de 2015; y Uruguay, el 1 de diciembre de 2014. Por último, los Emiratos Árabes Unidos adhirieron al Tratado el 15 de octubre de 2014.





En cuanto a la relación entre el Tratado de Marrakech y la legislación chilena, el Mensaje señala que, en primer lugar, la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad trata, en su artículo 9, sobre la accesibilidad. Este concepto se refiere al derecho de las personas con discapacidad a “vivir en forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la vida”, para lo cual los Estados Partes adoptarán medidas pertinentes para asegurar el acceso de las personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás, al entorno físico, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las tecnologías de la información y las comunicaciones. Estas medidas, que incluirán la identificación y eliminación de obstáculos y barreras de acceso, se aplicarán, entre otras cosas, a los servicios de información, comunicaciones y de otro tipo, incluidos los servicios electrónicos y de emergencia. Además, la Convención prescribe que los Estados Partes adoptarán las medidas pertinentes para: “g) Promover el acceso de las personas con discapacidad a los nuevos sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, incluida Internet; h) Promover el diseño, el desarrollo, la producción y la distribución de sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones accesibles en una etapa temprana, a fin de que estos sistemas y tecnologías sean accesibles al menor costo”.




Asimismo, dicho instrumento internacional, en su artículo 30.3, dispone que “los Estados Partes tomarán todas las medidas pertinentes, de conformidad con el derecho internacional, a fin de asegurar que las leyes de protección de los derechos de propiedad intelectual no constituyan una barrera excesiva o discriminatoria para el acceso de las personas con discapacidad a materiales culturales”.




Agrega que en nuestro país, la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, contempla, en su Título III, limitaciones y excepciones al derecho de autor y a los derechos conexos, las que fueron introducidas por la ley N° 20.435. En particular, el actual artículo 71 C de la ley N° 17.336 establece limitaciones y excepciones a los derechos de autor y derechos conexos en favor de personas en situación de discapacidad visual, auditiva o de otra clase, que les impidan el normal acceso a la obra, señalando que es lícito, sin remunerar ni obtener autorización del titular, todo acto de reproducción, adaptación, distribución o comunicación al público, de una obra lícitamente publicada, que se realice en beneficio de personas con discapacidad visual, auditiva o de otra clase que le impidan el normal acceso a la obra, siempre que dicha utilización guarde relación directa con la discapacidad de que se trate, se lleve a cabo a través de un procedimiento o medio apropiado para superar la discapacidad y no tenga fines comerciales. Agrega la norma, que en los ejemplares deberá señalarse expresamente la circunstancia de ser realizados bajo la excepción de ese artículo y la prohibición de su distribución y puesta a disposición, a cualquier título, de personas que no tengan la respectiva discapacidad.




Por su parte, la ley N° 20.422, en la letra b) de su artículo 3, consagra como uno de sus principios fundamentales a la accesibilidad universal, definiéndola como “la condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y servicios, así como los objetos o instrumentos, herramientas y dispositivos, para ser comprensibles, utilizables y practicables por todas las personas, en condiciones de seguridad y comodidad, de la forma más autónoma y natural posible”.




Agrega que, del mismo modo, su artículo 27 dispone que “las bibliotecas de acceso público deberán contar con material, infraestructura y tecnologías accesibles destinadas a personas con discapacidad de causa sensorial, considerando facilidades, ajustes necesarios y prestación de servicios de apoyo para la atención de estos usuarios”.




Por último, debe tenerse en consideración el decreto N° 945, de 23 de diciembre de 2010, del Ministerio de Justicia, publicado en el Diario Oficial de 31 de marzo de 2012, que aprueba el Reglamento del Registro Nacional de la Discapacidad, que dispone, en su artículo 1°, que el Servicio de Registro Civil e Identificación tendrá a su cargo el Registro Nacional de la Discapacidad, cuyo objetivo es reunir y mantener los antecedentes de las personas con discapacidad y de las personas naturales y jurídicas que, acorde a lo establecido en su artículo 2°, presten servicios de apoyo o de asistencia a personas con discapacidad. Respecto de tales personas jurídicas, el artículo 10 establece la obligación de solicitar su inscripción en el Registro al Servicio de Registro Civil e Identificación, a través de un formulario que dicho servicio proveerá.




El Mensaje destaca que la ratificación del Tratado de Marrakech por nuestro país es una clara señal del compromiso de Chile por mejorar la inclusión social de las personas en situación de discapacidad en general y, particularmente, para aquellas que se encuentran en una situación de dificultad para acceder al texto impreso. Específicamente, mejorando las posibilidades de acceso a las obras impresas de todo tipo, acorde con un sistema multilateral internacional que promueve una coexistencia balanceada entre la protección de los derechos de los autores, artistas, instituciones e industrias creativas y el derecho de todos los ciudadanos de participar en la vida cultural, gozar de las artes y disfrutar de los beneficios resultantes del progreso científico.





El Ejecutivo resalta que, de esta manera, la ratificación del Tratado lleva envuelta la adopción de medidas encaminadas a acelerar la igualdad de facto de las personas en situación de discapacidad, acorde con el principio de igualdad y no discriminación, propio del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.





En último término, señala que la ratificación de este Tratado significaría para Chile el tener disponible toda una colección internacional de ejemplares en formato accesible elaborados en otras Partes Contratantes, ampliando de manera considerable el catálogo de obras a disposición de los beneficiarios nacionales y disminuyendo los costos de acceso a éstas.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, de 1 de septiembre de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.




La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 8 de septiembre de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes, el proyecto en informe.




Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 10 de noviembre de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (111 votos a favor).




4. Instrumento Internacional.- El Tratado está compuesto por un Preámbulo y veintidós artículos.




En el Preámbulo las Partes Contratantes tienen presente los principios de no discriminación, de igualdad de oportunidades, de accesibilidad y de participación e inclusión plena y efectiva en la sociedad, proclamados en la Declaración Universal de Derechos Humanos y en la Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos de las personas con discapacidad; las dificultades para acceder al texto impreso, que limitan su libertad de expresión, el derecho a la educación, la oportunidad de llevar a cabo investigaciones, de participar en la vida cultural de la comunidad, gozar de las artes y compartir el avance científico y sus beneficios, teniendo en cuenta que la mayoría de las personas con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso viven en países en desarrollo y en países menos adelantados, así como la importancia de la protección del derecho de autor como incentivo y recompensa para las creaciones literarias y artísticas.




No obstante muchos Estados miembros han establecido excepciones y limitaciones en su legislación nacional de derecho de autor destinadas a las personas con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso, sigue siendo insuficiente el número de ejemplares disponibles en formatos accesibles, por lo son necesarios recursos considerables para lograr que las obras sean accesibles. Lo anterior, sumado a la falta de posibilidades de intercambio transfronterizo de dichos ejemplares, hace necesaria una duplicación de esos esfuerzos.





Por ello, las Partes Contratantes reconocen la importancia del sistema internacional del derecho de autor para logra la armonización de las limitaciones y excepciones.




El artículo 1 señala que las disposiciones del Tratado no irán en detrimento de las obligaciones que las Partes Contratantes tengan entre sí en virtud de cualquier otro tratado, ni perjudicará derecho alguno que una Parte Contratante tenga en virtud de ellos.




Por su parte, el artículo 2 define “obras”, “ejemplar en formato accesible” y “entidad autorizada”.




Se entienden como “obras” las obras literarias y artísticas en el sentido del artículo 2.1) del Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas, en forma de texto, notación y/o ilustraciones conexas con independencia de que hayan sido publicadas o puestas a disposición del público por cualquier medio, incluidas las obras en formato audio, tales como los audiolibros.




Asimismo, se entiende por “ejemplar en formato accesible” la reproducción de una obra de una manera o forma alternativa que dé a los beneficiarios acceso a ella, siendo éste tan viable o cómodo como el de las personas sin discapacidad visual o sin otras dificultades para acceder al texto impreso. El ejemplar en formato accesible de la obra será únicamente utilizado por los beneficiarios y deberá respetar la integridad de la obra original, considerando, eso sí, los cambios que sean necesarios para que la obra sea accesible.




Finalmente, será una “autoridad autorizada” toda entidad autorizada o reconocida por el gobierno para proporcionar a los beneficiarios, sin ánimo de lucro, educación, formación pedagógica, lectura adaptada o acceso a la información. También, toda institución gubernamental u organización sin ánimo de lucro que proporcione los mismos servicios a los beneficiarios, como una de las actividades principales u obligaciones institucionales. Las “entidades reconocidas por el gobierno” podrán incluir entidades que reciban apoyo financiero de este último para proporcionar a los beneficiarios, sin ánimo de lucro, educación, formación pedagógica, lectura adaptada o acceso a la información.




El artículo 3 dispone que será beneficiario del Tratado, independientemente de otras discapacidades, toda persona:





a) Ciega.




b) Que padezca una discapacidad visual o una dificultad para percibir o leer que no puede corregirse para que permita un grado de visión sustancialmente equivalente al de una persona sin ese tipo de discapacidad o dificultad, y para quien es imposible leer material impreso de una forma sustancialmente equivalente a la de una persona sin esa discapacidad o dificultad. La expresión “no puede corregirse” no implica que se exija el sometimiento a todos los procedimientos de diagnóstico y tratamientos médicos posibles.




c) Que no pueda, de otra forma, por una discapacidad física, sostener o manipular un libro o centrar la vista o mover los ojos de la forma en que normalmente se considera apropiado para la lectura.




Luego, el artículo 4 regula las excepciones y limitaciones contempladas en la legislación nacional sobre ejemplares en formato accesible.





Al respecto, señala que las Partes Contratantes establecerán en su legislación nacional de derecho de autor una limitación o excepción relativa al derecho de reproducción, el derecho de distribución y el derecho de puesta a disposición del público, para facilitar la disponibilidad de obras en formato accesible en favor de los beneficiaros, de acuerdo a lo establecido en el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor. Esta limitación o excepción deberá permitir los cambios necesarios para hacer accesible la obra en formato alternativo.




Las Partes Contratantes podrán satisfacer esta obligación, respecto de todos los derechos mencionados, mediante el establecimiento de una limitación o excepción en su legislación nacional de derecho de autor de modo que:





a) Se permita a las entidades autorizadas, sin la autorización del titular del derecho de autor, realizar un ejemplar en formato accesible de la obra, obtener de otra entidad autorizada un ejemplar en formato accesible, así como suministrar esos ejemplares a un beneficiario por cualquier medio, incluido el préstamo no comercial o mediante la comunicación electrónica por medios alámbricos o inalámbricos, y tomar cualquier medida intermedia para alcanzar esos objetivos, siempre que:




i) la entidad autorizada que desee realizar dicha actividad tenga acceso legal a esa obra o a un ejemplar de ésta;




ii) la obra sea convertida a un formato accesible, que puede incluir cualquier medio necesario para consultar la información en dicho formato, pero no introduzca más cambios que los necesarios para que el beneficiario pueda acceder a la obra;




iii) dichos ejemplares en formato accesible se suministren exclusivamente a los beneficiarios; y




iv) la actividad se lleve a cabo sin ánimo de lucro.




b) Un beneficiario, o alguien que actúe en su nombre, incluida la principal persona que lo cuide o se ocupe de su atención, pueda realizar un ejemplar en formato accesible de la obra para el uso personal del beneficiario, o pueda ayudar de otra forma al beneficiario a reproducir y utilizar ejemplares en formato accesible cuando éste tenga acceso legal a esa obra o a un ejemplar de ésta.




Asimismo, las Partes Contratantes podrán satisfacer la obligación señalada mediante el establecimiento de otras limitaciones o excepciones en su legislación nacional de derecho de autor, conforme lo dispuesto el Tratado.





Del mismo modo, las Partes Contratantes podrán circunscribir las limitaciones y excepciones a las obras que, en el formato accesible en cuestión, no puedan ser obtenidas comercialmente en condiciones razonables por los beneficiarios en ese mercado. Para estos efectos, toda Parte Contratante que opte por esta posibilidad deberá declararlo en una notificación depositada ante el Director General de la OMPI en el momento de la ratificación o de la aceptación del Tratado o de la adhesión al mismo o en cualquier otro momento ulterior.




Finalmente, corresponderá a la legislación nacional determinar si las limitaciones y excepciones previstas están sujetas a remuneración.




El artículo 5 regula que las Partes Contratantes dispondrán que, si un ejemplar en formato accesible es realizado en virtud de una limitación o de una excepción o por ministerio de la ley, ese ejemplar en formato accesible podrá ser distribuido o puesto a disposición por una entidad autorizada a un beneficiario o a una entidad autorizada en otra Parte.




Igualmente, las Partes Contratantes podrán dar cumplimiento a la obligación anteriormente señalada mediante el establecimiento de una limitación o excepción en su legislación nacional de derecho de autor de modo que:




a) se permitirá a las entidades autorizadas, sin la autorización del titular de los derechos, distribuir o poner a disposición para uso exclusivo de los beneficiarios ejemplares en formato accesible a una entidad autorizada en otra Parte Contratante; y





b) se permitirá a las entidades autorizadas, de conformidad con lo dispuesto en el Tratado, distribuir o poner a disposición ejemplares en formato accesible a los beneficiarios que se encuentren en otra Parte, sin la autorización del titular de los derechos;




En ambos casos, siempre y cuando, antes de la distribución o la puesta a disposición, la entidad autorizada originaria no supiera, o no hubiera tenido motivos razonables para saber que el ejemplar en formato accesible sería utilizado por personas distintas de los beneficiarios.





Asimismo, esta obligación podrá satisfacerse mediante el establecimiento de otras limitaciones o excepciones en la legislación nacional de derecho de autor de cada Parte, de conformidad con lo dispuesto en el Tratado.




Sin perjuicio de lo anterior, cuando una entidad autorizada de una Parte Contratante reciba ejemplares en formato accesible de conformidad con lo ya señalado, y dicha Parte Contratante no tenga obligaciones dimanantes del artículo 9 del Convenio de Berna, se asegurará de que, de conformidad con su propio ordenamiento jurídico y prácticas legales, los ejemplares en formato accesible sólo sean reproducidos, distribuidos o puestos a disposición en favor de los beneficiarios en su jurisdicción.




Por otra parte, la distribución y la puesta a disposición de ejemplares en formato accesible por una entidad autorizada se limitará a esa jurisdicción, a menos que la Parte Contratante sea parte en el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor o circunscriba por otros medios las limitaciones y excepciones en la aplicación del Tratado al derecho de distribución y al derecho de puesta a disposición del público en determinados casos especiales que no atenten a la explotación normal de la obra ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos del titular de los derechos.




A su vez, el artículo 6 establece que en la medida que la legislación nacional de una Parte Contratante permita a un beneficiario, a alguien que actúe en su nombre o a una entidad autorizada realizar un ejemplar en formato accesible de una obra, la legislación nacional de esa Parte Contratante les permitirá también importar un ejemplar en formato accesible destinado a los beneficiarios, sin la autorización del titular de los derechos.





El artículo 7 ordena que las Partes Contratantes adoptarán las medidas adecuadas que sean necesarias para garantizar que, cuando establezcan una protección jurídica adecuada y unos recursos jurídicos efectivos contra la elusión de medidas tecnológicas efectivas, dicha protección jurídica no impida que los beneficiarios gocen de las limitaciones y excepciones contempladas en el Tratado.




Enseguida, el artículo 8 manda que en la puesta en práctica de las limitaciones y excepciones contempladas en el Tratado, las Partes Contratantes harán lo posible por proteger la intimidad de los beneficiarios en igualdad de condiciones con las demás personas.





El artículo 9 insta a las Partes Contratantes para hacer todo lo posible por facilitar el intercambio transfronterizo de ejemplares en formato accesible, alentando el intercambio voluntario de información para ayudar a las entidades autorizadas a identificarse. Para tal efecto, la Oficina Internacional de la OMPI establecerá un punto de acceso a la información.




Asimismo, las Partes Contratantes se comprometen a prestar asistencia a sus entidades autorizadas que realicen las actividades contempladas en el Tratado, para poner a disposición información sobre sus prácticas, tanto mediante el intercambio de información entre entidades autorizadas como mediante la puesta a disposición de información sobre sus políticas y prácticas, con inclusión de información relativa al intercambio transfronterizo de ejemplares en formato accesible a las partes interesadas y miembros del público.





El Tratado también invita a la Oficina Internacional de la OMPI a compartir la información disponible acerca de su funcionamiento y, asimismo, las Partes Contratantes reconocen la importancia de la cooperación internacional y su promoción, en apoyo de los esfuerzos nacionales para hacer efectivos el propósito y los objetivos del Tratado.




A continuación, el artículo 10 estipula que las Partes Contratantes se comprometen a adoptar las medidas necesarias para garantizar la aplicación del Tratado, en particular, nada impedirá a éstas determinar la vía más adecuada para aplicar las disposiciones del Tratado de conformidad con sus propios ordenamientos jurídicos y prácticas legales. 




Las Partes Contratantes puedan hacer valer los derechos y cumplir con las obligaciones previstas en el Tratado mediante limitaciones o excepciones específicas en favor de los beneficiarios, otras limitaciones o excepciones o una combinación de ambas, de conformidad con sus ordenamientos jurídicos y prácticas legales nacionales y de manera consistente con los derechos y obligaciones que tengan en virtud del Convenio de Berna, de otros tratados internacionales y del artículo 11 del Tratado, que hace referencia a las obligaciones generales sobre limitaciones y excepciones.




El artículo 11 señala que al adoptar las medidas necesarias para garantizar el cumplimiento del Tratado, las Partes Contratantes podrán ejercer los derechos y deberán cumplir las obligaciones que tengan de conformidad con el Convenio de Berna, el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (ADPIC) y el Tratado de la OMPI sobre Derecho de Autor (WCT), incluidos sus acuerdos interpretativos.




Después, el artículo 12 reconoce la facultad de las Partes Contratantes de disponer en favor de los beneficiarios en su legislación nacional otras limitaciones y excepciones al derecho de autor, distintas de las que contempla el Tratado, teniendo en cuenta su situación económica y sus necesidades sociales y culturales, de conformidad con su derecho y obligaciones internacionales y, en el caso de un país menos adelantado, considerando sus necesidades especiales, sus derechos y obligaciones internacionales específicos y las flexibilidades derivadas de estos últimos.




Además, el Tratado se entiende sin perjuicio de otras limitaciones y excepciones que se contemplen en la legislación nacional en relación con las personas con discapacidades. 




El artículo 13 contempla la creación de una Asamblea, señalando quienes la integran, los gastos de las delegaciones, el mantenimiento y desarrollo del Tratado, los votos, sesiones y adopción de decisiones.




Por su parte, el artículo 14 expresa que la Oficina Internacional de la OMPI se ocupará de las tareas administrativas relativas al Tratado.




El artículo 15 dispone que todo Estado miembro de la OMPI podrá ser Parte en el Tratado. También, podrá ser Parte cualquier organización intergubernamental, siempre que declare tener competencia, su propia legislación lo permita y haya sido debidamente autorizada. Señala que la Unión Europea, habiendo hecho dicha declaración en la Conferencia Diplomática que adoptó este Tratado, podrá pasar a ser Parte de éste.




A su vez, el artículo 16 establece que, salvo que el Tratado disponga lo contrario, cada Parte Contratante gozará de todos los derechos y asumirá todas las obligaciones dimanantes del Tratado.




El artículo 17 expresa que el Tratado quedará abierto a la firma en la Conferencia Diplomática de Marrakech, y después, en la sede de la OMPI, durante un año tras su adopción, por toda Parte que reúna las condiciones requeridas para tal fin.





Enseguida, el artículo 18 regula que entrará en vigor tres meses después de que 20 Partes que reúnan las condiciones mencionadas en el artículo 15 hayan depositado sus instrumentos de ratificación o adhesión.





El artículo 19 dispone que el presente Tratado vinculará:





a) a las 20 Partes que reúnan las condiciones mencionadas en el artículo 18, a partir de la fecha en que el presente Tratado haya entrado en vigor;





b) a cualquier otra Parte que reúna las condiciones mencionadas en el artículo 15 a partir del término del plazo de tres meses contados desde la fecha en que haya depositado su instrumento de ratificación o adhesión en poder del Director General de la OMPI.





A continuación, el artículo 20 norma que cualquier Parte Contratante podrá denunciar el presente Tratado mediante notificación dirigida al Director General de la OMPI. Toda denuncia surtirá efecto un año después de la fecha en la que el Director General de la OMPI haya recibido la notificación.





El artículo 21 señala el Tratado se firmará en un solo ejemplar original en español, árabe, chino, francés, inglés y ruso, considerándose igualmente auténticos todos los textos.





Agrega que, a petición de una parte interesada, el Director General de la OMPI establecerá un texto oficial en un idioma no mencionado antes, previa consulta con todas las partes interesadas. A los efectos del presente párrafo, se entenderá por "parte interesada" todo Estado miembro de la OMPI si de su idioma oficial se tratara, o si de uno de sus idiomas oficiales se tratara, y la Unión Europea y cualquier otra organización intergubernamental que pueda llegar a ser parte en el presente Tratado si de uno de sus idiomas oficiales se tratara.





Finalmente, el artículo 22 dispone que el Director General de la OMPI será el depositario del presente Tratado.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Jefe del Departamento de Propiedad Intelectual de la Dirección de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Martín Correa, expresó que el mencionado convenio internacional se enmarca dentro del tema de las excepciones y limitaciones al derecho de autor -impulsado por Chile en el seno de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual, en el año 2004- para discapacitados, bienes educacionales, bibliotecas, museos y archivos.





Mencionó que la novedad del Convenio en análisis es que no establece nuevos derechos para los autores, intérpretes, artistas y ejecutantes de obras, por lo que representa otro paradigma en la materia, pues pretende equilibrar los intereses de los citados autores y el público que las disfruta.





Destacó que la aprobación del mismo es una señal importante en cuanto al compromiso asumido por nuestro país para mejorar la inclusión social de las personas en situación de discapacidad general y, particularmente, para aquellas que tengan alguna dificultad para acceder a los textos impresos. Asimismo, indicó que permitirá un intercambio transfronterizo que beneficiará a los discapacitados, ya que podrán importar obras en formatos especialmente adaptados a sus necesidades, por ejemplo, audiolibros, braille; sin que sea requisito previo la autorización de los titulares de los derechos de autor, siempre que sea dentro de la comunidad de países suscriptores de este tratado.





Por otra parte, resaltó que se ampliará el catálogo de obras disponibles para las personas con discapacidad, ya que se configurará una colección internacional de ejemplares elaborados en los indicados países suscriptores, e hizo hincapié en que, en la actualidad, solo un 5% de las obras publicadas en el mundo se encuentra en el formato acondicionado.





En lo que se refiere a la legislación nacional, comentó que el artículo 71 C, de la ley N° 17.336, sobre Propiedad Intelectual, contempla una excepción amplia que permite todo acto de reproducción, adaptación, distribución o comunicación al público, de una obra lícitamente publicada, que se realice en beneficio de personas con discapacidad visual, entre otras. Por lo tanto, estimó que esta suscripción no significará modificación normativa alguna.





A continuación, el Honorable Senador señor Chahúan consultó sobre las implicancias específicas de la normativa citada.





El señor Correa contestó que en Chile existen los derechos de autor, por un lado, y las excepciones y limitaciones a los mismos, por otro. Precisó que las últimas se refieren a los usos que se han autorizado, sin que deba existir un consentimiento expreso del titular en ese sentido, o el pago de una remuneración a cambio de dicha utilización; por ejemplo, una persona podría convertir al formato braille una obra literaria, en la medida que tenga por objeto ir en beneficio de un discapacitado visual, ya que la esencia es ampliar y fomentar el acceso a la cultura.





Reiteró que el Convenio de Marrakech tiene dos pilares fundamentales: el primero, que reconoce que debe haber una excepción al derecho de autor en beneficio de los discapacitados visuales o con dificultades para acceder al texto impreso, y, el segundo, facilitar el intercambio internacional de las obras especialmente adaptadas.





Indicó que el tratado requiere, para su entrada en vigor, del depósito de los instrumento de ratificación de, a lo menos, veinte países. Especificó que, a la fecha, sólo lo han realizado Argentina, El Salvador, Emiratos Árabes, India, Malí, México, Paraguay, Singapur, Mongolia, Corea y Uruguay. En virtud de lo antedicho, solicitó aprobar el proyecto de acuerdo en vista a la pronta vigencia de los beneficios que conlleva.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos y Pizarro.
- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos propuestos por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Tratado de Marrakech para facilitar el acceso a las obras publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder al texto impreso”, adoptado por la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), en Marrakech, el 27 de junio de 2013.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 22 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 22 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.

6
INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO MARCO DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO, SUSCRITO ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, LA REPÚBLICA DE CHILE, LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA REPÚBLICA DEL PERÚ, EN CARTAGENA DE INDIAS, REPÚBLICA DE COLOMBIA, EL 10 DE FEBRERO DE 2014

(10.205-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 19 de mayo de 2015, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 8 de septiembre de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Andrés Rebolledo; el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Jefe Negociador, señor Felipe Lopeandía, y la Jefa del Departamento de Acceso a Mercados, señora Constanza Alegría.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico entre la República de Chile, la República de Colombia, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, promulgado por decreto supremo Nº 98, de 14 de julio de 2015, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 12 de septiembre de 2015.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que en el contexto del Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito en Paranal, Antofagasta, el 6 de junio de 2012, se estableció un área de libre comercio, negociándose un conjunto de disciplinas de carácter comercial, recogidas en el denominado Protocolo Adicional a dicho Acuerdo Marco.




El Ejecutivo indica que este Protocolo Adicional, que se firmó el 10 de febrero de 2014 en Cartagena de Indias, República de Colombia, durante la VIII Cumbre de Presidentes, abarca los temas que tradicionalmente se incluyen en los Acuerdos de Libre Comercio y constituye el primer avance para alcanzar los objetivos establecidos en el Acuerdo Marco.




Agrega que, dado que los cuatro Estados miembros de la Alianza del Pacífico tienen acuerdos comerciales entre ellos, el Protocolo Adicional actualiza, complementa y profundiza lo que ya estaba contenido en ellos. Más aún, armoniza sus disposiciones y establece estándares comunes, particularmente en las disciplinas comerciales. Con esto se avanza en algunos de los objetivos delineados por los cuatro Estados miembros, como son el incrementar el comercio y la inversión al interior de la Alianza del Pacífico, lograr economías de escala y desarrollar cadenas de suministro más integradas, respondiendo a las nuevas formas de organización de la producción mundial, e impulsar una mayor integración comercial en la región para alcanzar niveles más elevados de competitividad en los mercados de terceros países.




Además, en el Protocolo Adicional, se incluyeron disciplinas que no se habían acordado previamente de manera bilateral con los otros Estados miembros, tales como los Servicios Marítimos y los Servicios Financieros, o bien, se mejoró la situación bilateral en algunas disciplinas. Por ejemplo, se acordó la disciplina de Contratación Pública con Perú; se mejoraron las condiciones con Colombia, pues se aumentaron las entidades cubiertas, se eliminaron exclusiones en  materia de Servicios y se incluyó un mecanismo de impugnación; y con México se mejoraron los estándares. Igualmente, se acordó la disciplina de Telecomunicaciones con Perú y Colombia y se mejoraron las condiciones con México, como también se acordó la disciplina de Comercio Electrónico con Colombia. Finalmente, se mejoraron otras disciplinas, como el Comercio Transfronterizo de Servicios, donde se consolidaron las aperturas de inversión extranjera y la prestación de servicios que han efectuado los países en los últimos años.





El Mensaje, en cuanto al comercio chileno con los otros países que forman parte de la Alianza, señala que con una economía combinada de más de dos billones de dólares y una población total de 212 millones de habitantes, los Estados miembros de la Alianza del Pacífico representan la sexta economía, el séptimo exportador y el sexto destino de la inversión extranjera en el mundo. Desde la perspectiva regional, la Alianza del Pacífico agrupa a más de un tercio de la población latinoamericana, recibe aproximadamente un 30% de la inversión extranjera y participa en la mitad de su comercio. Por su parte, su vocación hacia el Asia Pacífico se refleja por el monto y dinamismo de su comercio con dicha región. Sus exportaciones e importaciones  representan aproximadamente un 14% y un 30% del total al mundo, respectivamente, y en los últimos seis años han mostrado tasas de crecimiento importantes.





Indica el Ejecutivo que durante la próxima década, según el Fondo Monetario Internacional (FMI), la Alianza del Pacífico será uno de los bloques de mayor crecimiento económico –alrededor de un 4,5% anual, comparado con un 3,6% promedio en el mundo y un 3,1% en América Latina y el Caribe– siendo así la cuarta economía que más contribuirá al crecimiento mundial, después de China, India y Estados Unidos.




En otras palabras, un mercado que por tamaño, ingreso per cápita a paridad de poder de compra -superior a los US$14,000.00- estructura productiva, índices demográficos y apertura comercial –los cuatro países tienen acuerdos de libre comercio con Estados Unidos, la Unión Europea y Canadá, y varios tienen similares acuerdos con China, Japón y otros actores relevantes– evidencia un enorme potencial de crecimiento, haciéndolo atractivo para el inversionista extranjero quien, además de aprovechar el mercado dentro de la Alianza, tiene una plataforma para acercarse a otras regiones, particularmente el Asia Pacífico, región con la que Chile registra un intercambio comercial de US$58,613 millones, con US$23,767 millones en importaciones y US$ 34,846 millones en exportaciones. Por otro lado, el intercambio comercial entre la Alianza del Pacífico y la región de Asia Pacífico alcanza los US$236,082 millones, con US$168,295 millones en importaciones y US$67,787 millones en exportaciones.




En lo relativo a las exportaciones, el Mensaje señala que en el año 2013, las exportaciones a los Estados miembros de Alianza del Pacífico aumentaron un 2%, totalizando US$4,153 millones. Hubo una leve contracción de un 3% en los envíos de cobre y de un 14% para las exportaciones de celulosa. Por su parte, las exportaciones no mineras ni de celulosa experimentaron un incremento en un 3%.





Dentro de las principales exportaciones en el año 2013, inciden los envíos de alimentos procesados, excluido el salmón, por US$677 millones, lo que significó un incremento en un 7%. También destacan los envíos de productos químicos, que totalizaron US$636 millones, con una contracción del 10%, al igual que las exportaciones de productos metálicos, maquinaria y equipos, que acumularon US$622 millones y un crecimiento del 2%.




Respecto de las importaciones, destaca que éstas alcanzaron los US$6,023 millones el año pasado, con un decrecimiento anual de 12%. La compra de bienes intermedios ascendió a US$3,837 millones, con una baja anual de un 19%. Las compras de petróleo acumularon US$716 millones, con una caída considerable de 48%.




Por último, agrega que el saldo comercial es deficitario para Chile, totalizando US$1,533 millones en el año 2013. Se espera revertir esta situación, una vez que entre en vigor el Protocolo Adicional.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 23 de julio  de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 4 de agosto de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe.




Posteriormente, pasó a la Comisión de Hacienda, la que trató el asunto el 18 de agosto de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, el proyecto.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 8 de septiembre de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 99 votos a favor y 1 en contra.





4.- Instrumento Internacional.- El Acuerdo consta de un Preámbulo, 19 capítulos y 31 anexos.




1. Disposiciones Iniciales





El capítulo de Disposiciones Iniciales regula la relación del Protocolo Adicional con otros acuerdos internacionales. Se establece el principio de coexistencia, al señalar que las Partes reconocen que sus acuerdos internacionales previos y vigentes coexistirán con el Protocolo Adicional, confirmando así sus derechos y obligaciones en relación con los acuerdos internacionales en los que todas las Partes sean parte, y en relación con los acuerdos internacionales en los que una Parte y al menos otra Parte sean parte. Además, establece que si una Parte considera que una disposición del Protocolo Adicional es incompatible con una disposición de otro acuerdo, se realizarán las correspondientes consultas, con el objeto de alcanzar una solución mutuamente satisfactoria.





2. Definiciones Generales





Este capítulo contempla las definiciones generales (artículo 2.1) y las específicas (artículo 2.2).





3. Acceso a Mercados




Con la entrada en vigencia del Protocolo Adicional quedarán con arancel cero el 92% de los productos comunes entre los cuatro Estados miembros de la Alianza del Pacífico. Los aranceles de los productos restantes se eliminarán en períodos de tres y siete años, por parte de Chile. Cabe mencionar, además, que reconociendo las sensibilidades de los Estados miembros, un porcentaje limitado de productos quedaron con calendarios de desgravación más largos, de hasta diez y siete años. El azúcar, por su parte, quedó excluida del trato preferencial.




a. Evaluación de la Eliminación Arancelaria




Los productos actualmente exceptuados en el Tratado de Libre Comercio con México -y que representan un 3,67% del total de nuestras exportaciones a dicho país-, se sujetarán al calendario acordado en el Protocolo Adicional. Así, por ejemplo, el aceite de oliva y los cigarrillos tendrán arancel cero al momento de su entrada en vigencia. Así también, la leche en polvo y los quesos tendrán arancel cero entre e los años 2020 y 2026.




Con Perú y Colombia, a su vez, si bien nuestras exportaciones actualmente no pagan arancel, ciertos productos están sujetos al Sistema Andino de Franjas de Precios y, por ende, quedan sujetos a arancel en ciertas circunstancias. Como resultado de la negociación, no se aplicarán las Franjas de Precios a los siguientes productos: carne bovina, carne porcina, carne de ave, leche en polvo, leche condensada, mantequilla, queso, lacto suero y alimentos para mascotas.




b. Apertura Comercial de Chile




Lo anteriormente señalado significa que nuestro país mantendrá sus calendarios de desgravación de los acuerdos bilaterales vigentes y, como resultado, casi la totalidad de sus exportaciones a los otros tres Estados miembros de la Alianza del Pacífico seguirán ingresando con arancel cero.




4. Reglas de Origen y Procedimientos Relacionados con el Origen




En lo relativo a los requisitos específicos de origen, en general se buscó establecer reglas simples que facilitaran la lectura e interpretación por parte de los correspondientes agentes económicos que estén vinculados al comercio internacional. Así, se trata de una mezcla de reglas laxas y reglas que buscan la integración productiva entre las Partes, favoreciendo el desarrollo de los encadenamientos productivos.




Por su parte, en los procedimientos relacionados con el origen está estipulado, para el caso de Chile, que el proceso de certificación de origen lo realice la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales, la que a su vez podrá delegar dicha función a otras entidades u organismos.




Adicionalmente, se establece, por primera vez para el caso de Chile, que las entidades habilitadas para la emisión de certificados de origen tendrán la facultad de suspender temporalmente la emisión de estos certificados, en caso que un exportador proporcione, en forma reiterada, información falsa.




Asimismo, el proceso de verificación de origen incluye plazos específicos para la entrega de información para que, tanto los exportadores como las aduanas de importación, entreguen una resolución de origen.




Otra novedad que se incorpora en el Protocolo Adicional es el Comité de Escaso Abasto (CEA). Es la primera vez que Chile acuerda esta figura. El CEA tendrá como función la evaluación de posibles dispensas que permitan a un productor importar insumos desde terceros países por un tiempo definido, cuando no sea posible encontrar dicho insumo en los Estados miembros respecto de textiles y confecciones. En dicho caso, se podrá recurrir al CEA para que se flexibilicen las reglas de origen por un período definido, o bien, hasta que surja un oferente de estos insumos dentro de la Zona de Libre Comercio, manteniendo el trato arancelario preferencial acordado en el Protocolo Adicional para dichos insumos.




5. Facilitación del Comercio y Cooperación Aduanera




Este capítulo se estructura sobre la base de regímenes aduaneros simplificados; métodos, procesos y sistemas de actuación racionalizados basados en la gestión del riesgo, y que permite agilizar el despacho de las mercancías; automatización de sus procesos; seguridad de la cadena de suministro; información disponible en bases de datos; y eliminación del papel.




Además de las medidas de facilitación aduanera, el capítulo incluye compromisos para establecer acuerdos de reconocimiento mutuo entre los operadores económicos autorizados de los Estados miembros de la Alianza del Pacífico. En materia de ventanilla única, se identifican los documentos mínimos que comenzarán a interoperar y, además, compromisos para ir incorporando nuevos documentos a este sistema.





En relación a los beneficios para exportadores e importadores, cabe destacar la obtención de certificados de origen y sanitarios, en forma electrónica, con mayor rapidez, y la reducción de los costos involucrados en la mantención de los documentos de respaldos de la exportación, los que podrán ser mantenidos en formato electrónico.




6. Medidas Sanitarias y Fitosanitarias




En este capítulo se incorporan disposiciones ya establecidas en los respectivos acuerdos bilaterales, fortaleciendo además las principales disciplinas del Acuerdo sobre la Aplicación de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias de la Organización Mundial del Comercio.




Se establecen, igualmente, compromisos para facilitar el comercio de las exportaciones nacionales, con la idea de aumentar la transparencia en la aplicación de medidas sanitarias y fitosanitarias, fortalecer el uso de base científica en las medidas y mejorar la comunicación entre agencias reguladoras de las Partes, a fin de poder contar con la información necesaria para exportar de manera expedita y oportuna.




Además, el capítulo contempla la creación de un Comité de Medidas Sanitarias y Fitosanitarias, el que servirá de instancia para monitorear e implementar las disposiciones del Protocolo Adicional, profundizar la relación bilateral en los temas de interés y abordar problemáticas comerciales, cuando se susciten a raíz de la implementación del mismo.




7. Obstáculos Técnicos al Comercio




Este capítulo contiene disposiciones que van más allá de los compromisos asumidos en la Organización Mundial del Comercio y en los acuerdos bilaterales suscritos con las Partes.




Entre estas disposiciones destacan aquellas relativas a los reglamentos técnicos, a los procedimientos de evaluación de la conformidad, a la transparencia, a la cooperación y a la facilitación del comercio.




Además, el capítulo contempla la creación de un Comité sobre Obstáculos Técnicos al Comercio, el que servirá de instancia para monitorear e implementar las disposiciones del Protocolo Adicional, profundizar la relación bilateral en los temas de interés y abordar problemas comerciales, cuando se susciten a raíz de la implementación del Protocolo Adicional.




Cabe destacar que este capítulo permite que las Partes trabajen en materia de cooperación regulatoria, lo que en la práctica permite buscar una mayor armonización de las regulaciones y facilitar el comercio en las áreas y productos de interés. A la fecha, los Estados miembros han enfocado sus esfuerzos en productos farmacéuticos y cosméticos, y a futuro se espera incluir nuevos sectores de interés.




8. Contratación Pública




Nuestro país sólo tiene capítulos referidos a compras públicas en los acuerdos bilaterales con México y Colombia, por tanto, a través del Protocolo Adicional, Chile tendrá un capítulo en este tema con Perú, un mercado cercano, conocido y con gran potencial para ambos países, con una amplia oferta en sus tres niveles de entidades. También se reportarán beneficios con Colombia, dado que comprende una oferta mejorada, con más entidades (Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio del Trabajo); y, asimismo, se eliminan las exclusiones que este país tenía respecto de Chile en materia de servicios (Servicios de ingeniería y arquitectura, Servicios de impresión).




Para Chile y, en general, para los demás Estados miembros, hay ganancias respecto del texto del capítulo, que cuenta con una versión más actualizada de los estándares en materia de Compras Públicas, tales como la transparencia; el trato nacional y la no discriminación; los procedimientos de impugnación; el uso de medios electrónicos en los procesos de contratación; y, la inclusión de normas y acciones que faciliten y promuevan la participación de las mini, pequeñas y medianas empresas en las contrataciones públicas. Asimismo, se mejora el estándar que tenemos con México en relación a la “eliminación de denegación de beneficios” y con Colombia en relación a los procedimientos de impugnación y establecimiento de un Comité de Contratación Pública, que no existía en el capítulo bilateral.




9 y 10. Comercio Transfronterizo de Servicios e Inversión




Los capítulos relacionados con estas materias se aplican a las medidas adoptadas o mantenidas por una Parte, que afecten el comercio transfronterizo de servicios suministrados por proveedores de servicios de otra Parte, y a las medidas que afecten a los inversionistas de una Parte y a sus inversiones, en el territorio de otra Parte. Se establecen disposiciones parecidas a las que actualmente tenemos en los acuerdos bilaterales con Perú y Colombia.




Cabe destacar que ambos capítulos actualizan los estándares de protección a la inversión y de liberalización de los servicios acordados en el acuerdo bilateral con México, suscrito hace más de 15 años. Además, se consolida, a través de los anexos I y II, sobre medidas disconformes o reservas, la apertura de los mercados a la inversión extranjera y a la prestación de servicios que ha efectuado México en los últimos años, tales como la apertura del sector de telecomunicaciones a un 100% de participación extranjera y de un 49% para el sector de radiodifusión.




Además, se establecen las reglas de procedimiento inversionista – Estado, otorgándole a los inversionistas la posibilidad de recurrir a arbitraje internacional en caso de incumplimiento de las disposiciones del Protocolo Adicional.





11. Servicios Financieros




En este capítulo se regulan las inversiones en instituciones financieras y la prestación transfronteriza en servicios financieros. El capítulo otorga certeza jurídica para los inversionistas y prestadores de servicios chilenos en el sector financiero (banco y seguros), a través de la consolidación de la legislación vigente de cada país, manteniendo el nivel de apertura comercial en acceso a mercados y de protección, tanto para la prestación de los servicios transfronterizos como para la inversión en instituciones financieras.




Asimismo, se resguardan las facultades prudenciales que tienen los Estados miembros para regular este sector. Chile no cuenta con capítulos de Servicios Financieros en ninguno de sus acuerdos bilaterales suscritos con las otras Partes del Protocolo Adicional.




12. Servicios Marítimos




Este capítulo tiene por objeto lograr la facilitación del transporte marítimo internacional y los servicios conexos al transporte marítimo, mediante el otorgamiento de un trato no discriminatorio en sus puertos a los buques de la Alianza del Pacífico, el reconocimiento de la documentación de los buques y de su tripulación, la evaluación de estrategias conjuntas para mejorar la competitividad del sector y la cooperación. Finalmente, cabe destacar que actualmente Chile no cuenta con capítulos de Servicios Marítimos en ninguno de sus acuerdos  bilaterales suscritos con las otras Partes del Protocolo Adicional.




13. Comercio Electrónico




Este capítulo regula las transacciones electrónicas de bienes y servicios, incluidos los productos digitales, para garantizar su seguridad y eficiencia. Esto se realiza mediante la cooperación, la protección de los consumidores y de la información personal, la promoción del comercio sin papel, la regulación adecuada de la autenticación electrónica y los certificados digitales. Además, respecto de los productos digitales, se hace permanente el compromiso de no aplicar aranceles aduaneros. Finalmente, cabe destacar que actualmente Chile no cuenta con capítulos de Comercio Electrónico en los acuerdos bilaterales suscritos con México y Perú.




14. Telecomunicaciones




En este capítulo se garantiza el acceso a los servicios públicos de telecomunicaciones, aspecto fundamental para el desarrollo de los negocios. Asimismo, se asegura que las empresas puedan prestar servicios de telecomunicaciones en la región de la Alianza del Pacífico, en condiciones de libre competencia, sobre todo en relación a los proveedores dominantes, ya que se garantizan aspectos tales como la interconexión entre empresas, la portabilidad numérica, el mantenimiento de salvaguardias competitivas, el acceso a la infraestructura y la independencia del regulador.




15. Transparencia




Este capítulo contempla las reglas generales en materia de transparencia, aplicables a todo el Protocolo Adicional, sin perjuicio de reglas particulares que existen en determinados capítulos.




De esta forma, se contempla la obligación de publicar o poner a disposición pública las leyes y regulaciones relativas a cualquier asunto cubierto por el Protocolo Adicional. Del mismo modo, se establece la obligación de notificar toda medida que pueda afectar el funcionamiento del Protocolo Adicional, proporcionar información y responder preguntas sobre tales medidas.





Además, se establecen principios relativos al debido proceso en los procedimientos administrativos y la obligación de contar con tribunales y procedimientos para revisar y, eventualmente, corregir decisiones administrativas.





Finalmente, se establecen puntos de contacto para facilitar las comunicaciones entre las Partes.





16. Administración del Protocolo Adicional




El Protocolo Adicional establece en este capítulo una Comisión de Libre Comercio compuesta por funcionarios gubernamentales de nivel ministerial de cada Parte y presidida por la Parte que ejerza la Presidencia Pro Témpore de la Alianza del Pacífico, que será la responsable de la administración del Protocolo Adicional y de su apropiada implementación. Dentro de sus atribuciones le corresponde, entre otras, revisar el funcionamiento general del Protocolo Adicional; supervisar el trabajo de los Comités, Subcomités y grupos de trabajo; contribuir en la solución de las diferencias entre las Partes; y, en general, cumplir cualquier otra función que pudiera afectar el funcionamiento del Protocolo Adicional o que las Partes puedan acordar.





La Comisión de Libre Comercio deberá celebrar su primera reunión ordinaria dentro del primer año de vigencia del Protocolo Adicional.




17. Solución de Diferencias




Este capítulo introduce un mecanismo aplicable a la prevención o solución de diferencias entre las Partes relativas a la interpretación, implementación o aplicación del Protocolo Adicional.





El mecanismo consta de tres etapas: las consultas, la intervención de la Comisión de Libre Comercio y el arbitraje. No obstante, las Partes podrán, en cualquier momento, solicitar buenos oficios, una conciliación o una mediación.




Si el asunto no se resuelve en las consultas, cualquiera de las Partes consultantes podrá solicitar por escrito la intervención de la Comisión de Libre Comercio. Ésta, deberá procurar que las Partes en la diferencia alcancen una solución mutuamente satisfactoria. Si el asunto continúa sin ser resuelto, la Parte reclamante podrá solicitar el establecimiento de un tribunal arbitral, compuesto de tres árbitros. Este tribunal emitirá un proyecto de laudo y, posteriormente, un informe definitivo y vinculante para las Partes.




Si las Partes en la diferencia no llegan a un acuerdo sobre el cumplimiento del laudo final o a una solución mutuamente satisfactoria de la diferencia, las Partes iniciarán negociaciones con miras a establecer una compensación mutuamente aceptable, o bien, la Parte reclamante podrá suspender la aplicación de beneficios y otras obligaciones previstas en el Protocolo Adicional, a la parte reclamada.




18. Excepciones




En este capítulo se establecen ciertas excepciones que permiten, en determinadas circunstancias, justificar el incumplimiento de alguna de las obligaciones contraídas en el Protocolo Adicional.




En este contexto, se incorporan al Protocolo Adicional, mutatis mutandis, el Artículo XX del Acuerdo General sobre Comercio y Aranceles (GATT, por sus siglas en inglés), de 1994, y sus notas interpretativas, y el Artículo XIV del Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (GATS, por sus siglas en inglés), incluidos sus pies de página.




Se establecen, además, excepciones fundadas en razones de orden público, seguridad esencial, medidas tributarias, divulgación de la información y medidas de salvaguardia temporales.




19. Disposiciones Finales




El Capítulo de Disposiciones Finales establece las disposiciones relativas a los anexos; apéndices y notas a pie de página; entrada en vigor; enmiendas; enmiendas del acuerdo sobre la Organización Mundial del Comercio; denuncia; adhesión; reservas y textos auténticos del Protocolo Adicional. Además, se establece que la República de Colombia será el Depositario de éste.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, colocó en discusión el proyecto.





El Director General de Relaciones Económicas Internacionales del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Andrés Rebolledo, sostuvo que el Protocolo Comercial de la Alianza del Pacífico constituye un proyecto de integración que se ha desarrollado por un lapso de cuatro años, cuya estructura jurídica básica emana del Acuerdo Marco suscrito el año 2011 en la localidad de Paranal, Chile. Agregó que dicho instrumento, que entró en vigor en el mes de julio del año en curso, aglutinó a cuatro países que deslindan con el Océano Pacífico, estos es, a Chile, Perú, Colombia y México, con la finalidad de alcanzar un mayor grado de integración comercial.





Recordó que a partir del año 2011 la Alianza del Pacífico emprendió la negociación de un protocolo comercial, que finalmente se concretó en el mes de febrero del año 2014, en la ciudad de Cartagena de Indias, Colombia. Postuló que, fundamentalmente, lo que se intentó fue la construcción de un tratado de libre comercio entre las partes del referido acuerdo.





Añadió que la negociación fue compleja, toda vez que en un comienzo se planteó, por un lado, la necesidad de incorporar los acuerdos vigentes ya existentes entre los países y, por otro, el establecimiento de normas de alto estándar.





Explicó que, finalmente, fue posible concluir las negociaciones con un acuerdo comercial pionero basado en la convergencia de instrumentos bilaterales previamente existentes. Aseguró que en países como Chile, que posee múltiples tratados comerciales, se constatan costos de transacción complejos para los operadores mercantiles derivados de esa realidad multilateral. Destacó que uno de los principales méritos del acuerdo está dado por el hecho de que, por primera vez en la región, se armonizan los convenios bilaterales en un protocolo único de preceptos comerciales.





El señor Director agregó que se trata de un acuerdo comercial de un estándar similar a los que ha negociado Chile durante los últimos años, que consta de diecinueve capítulos y diversos anexos sobre materias determinadas, como aquellas relativas al comercio de bienes y servicios, las inversiones recíprocas, las compras públicas y las normas sanitarias, entre otras.





En lo que se refiere al acceso a los mercados, comentó que el 92% de los productos que se comercian entre los cuatro países estarán afectos a un arancel de un 0% desde el comienzo de la vigencia del instrumento internacional. Añadió que, en el caso de Chile, esto implicará un avance de alrededor de 7 puntos porcentuales, dado que actualmente el 85% del comercio con las otras tres naciones partes se sujetaba a esa tasa arancelaria. Específicamente, enfatizó, el avance más relevante se constata en la relación comercial con el mercado mexicano, ya que algunos productos habían quedado rezagados en su liberación bajo la vigencia del acuerdo original.





En otro ámbito, observó que también se generan ganancias en el caso de la transacción de productos agrícolas exportables, pues los países receptores, además de los aranceles comunes, aplicaban tasas adicionales por la vía de bandas de precio, cuestión que se elimina con el acuerdo en debate.





Por último, afirmó que la Alianza del Pacífico se ha construido más allá del protocolo comercial en comento, ya que, incluso antes de su entrada en vigor, se ha avanzado conjuntamente en otras áreas de relevancia, como la facilitación en el movimiento de personas, la eliminación de visas y la integración de los mercados financieros.





A continuación, el Honorable Senador señor García-Huidobro consultó sobre los beneficios específicos que el acuerdo traería aparejado para Chile en el comercio con México.





El señor Rebolledo respondió que, en ese caso particular, se encontraban excluidos del libre comercio los productos lácteos, los cuales sí se incluyen en el protocolo en discusión. No obstante, precisó que, para un análisis más integral, también es pertinente estudiar la situación de ese sector comercial en el marco del Acuerdo Transpacífico de Libre Comercio, TPP.





Por su parte, el Honorable Senador señor Letelier preguntó qué productos han quedado excluidos del acuerdo.





El señor Rebolledo contestó que, en general, ningún producto ha quedado excluido en el Protocolo y que, de hecho, el 92% del comercio quedará desgravado a partir del inicio de la vigencia del instrumento internacional, en tanto que el restante 8% –constituido por algunos lácteos- se desgravará en plazos previamente determinados. Acotó que el único producto no incluido es el azúcar, que para Chile no posee mayor relevancia comercial, al menos desde el punto de vista de las exportaciones.





Seguidamente, el Honorable Senador señor Letelier requirió mayor información sobre la posición chilena en su relación con Colombia y Perú.





Al respecto, el señor Rebolledo argumentó que en base a los acuerdos bilaterales vigentes con dichos países la gran mayoría de las exportaciones se sujetan a un arancel de 0%, por lo que no se evidencia un avance sustantivo con el nuevo acuerdo comercial. Sin perjuicio de lo anterior, arguyó que entre los productos no afectos a esa tasa se encuentra el petróleo y algunos lácteos.





Manifestó que uno de los desafíos fundamentales de la Alianza del Pacífico es propender a la consecución de mayores encadenamientos productivos y a la generación de un comercio intrarregional más abundante, ya que, al menos en el caso de Chile, las transacciones con los países miembros poseen una relevancia porcentual relativamente menor -4% del total- en relación con los destinos más importantes de las exportaciones nacionales.





Agregó que el comercio con Perú constituye cerca de la mitad de las transacciones que Chile mantiene con los miembros de la Alianza. Sin embargo, indicó que la relevancia de Perú se destaca primordialmente en el interés de los capitales nacionales, por sobre la importancia en materia comercial. Al respecto, precisó que es el tercer destino de las inversiones chilenas en el extranjero, después de Brasil y Colombia.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 10 de febrero de 2014.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 13 de octubre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 13 de octubre de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO MARCO DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO, SUSCRITO ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, LA REPÚBLICA DE CHILE, LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA REPÚBLICA DEL PERÚ, EN CARTAGENA DE INDIAS, REPÚBLICA DE COLOMBIA, EL 10 DE FEBRERO DE 2014 
(10.205-10)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores, señores Gonzalo Parra y Guillermo Briceño.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

Los Asesores del Honorable Senador García, señores Marcelo Estrella y Rodrigo Fuentes.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

El Asesor del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión hizo presente en su informe, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, su proposición de discutirlo en general y en particular a la vez. 
La Sala del Senado, en sesión de 8 de septiembre de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Regular disciplinas de carácter comercial.
- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN 


De conformidad con su competencia, la Comisión se pronunció sobre el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo tenor es el siguiente:

“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 10 de febrero de 2014.”.

El Director de Asuntos Económicos Bilaterales señor Pablo Urria, señaló que la idea matriz es aprobar el Proyecto de Acuerdo que aprueba el Protocolo Adicional al acuerdo marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, Los Estados Unidos Americanos y la República del Perú. Precisó que este Protocolo consta de diecinueve capítulos y diversos anexos y que comprende  materias relativas a relaciones económicas internacionales, al comercio de bienes y servicios, a compras públicas, a inversiones, a telecomunicaciones, a transporte aéreo y marítimo, a comercio electrónico, entre otras.

Agregó, que en el contexto del Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito en el mes de junio de 2012, se estableció un área de libre comercio, negociándose un conjunto de disciplinas de carácter comercial, recogidas en este Protocolo Adicional al Acuerdo Marco. Este Protocolo que se firmó en febrero de 2014 abarca los temas que tradicionalmente se incluyen en los Acuerdos de Libre Comercio y constituye el primer avance para lograr los objetivos establecidos en el Acuerdo Marco.

Indicó que si bien los cuatro Estados miembros de la Alianza del Pacífico tienen acuerdos comerciales entre ellos, el Protocolo Adicional actualiza, complementa y profundiza lo que ya estaba contenido en dichos acuerdos. Además, establece estándares comunes, particularmente en lo relativo a las disciplinas comerciales.

Señaló que en el Protocolo Adicional se incluyeron disciplinas que no se habían acordado previamente de manera bilateral con los otros Estados miembros, tales como los servicios marítimos y servicios financieros. Por ejemplo, se acordó la disciplina de Contratación Pública con Perú; se mejoraron las condiciones con Colombia; y con México se mejoraron los estándares. 

Además, en cuanto al acceso a los mercados agregó que el 92% de los productos que se comercializan entre los cuatro países estarán afectos a un arancel de un 0% desde el comienzo de la vigencia del instrumento internacional.

Destacó que uno de los principales méritos del acuerdo está dado por el hecho de que, por primera vez, en la región se armonizan convenios bilaterales en un protocolo único de preceptos comerciales.

Finalizó señalando que este acuerdo fortalece un proceso de integración entre países con políticas de desarrollo y de integración similares; que es un pilar fundamental por medio del cual se podrán desarrollar nuevos ámbitos de integración y que tenemos por delante un desafío importante por cuanto el comercio inter regional es aún pequeño, por lo que se espera aumente el comercio internacional.

Por su parte, el Honorable Senador señor García consultó cuáles son los beneficios que reportará a Chile la aprobación del Protocolo Adicional al acuerdo marco.

El Director de Asuntos Económicos Bilaterales señor Pablo Urria señaló que cuando se está frente a un proceso de integración se produce cierta pérdida de soberanía en pos de un proyecto común. Sin embargo, por otro lado se avanza en el desarrollo del comercio global ya que los países están apostando al plurilateralismo. En ese sentido Chile decide, políticamente, enmarcase en un proceso de integración más profunda con países con los que ya ha celebrado acuerdos bilaterales.

Indicó que el comercio inter regional de los países de la Alianza está entre un 4% al 6%. Por lo tanto, los países individualmente tenemos mayor integración con terceros mercados. Siempre Chile va más adelante. 

La apuesta de Chile va dirigida a una integración regional de manera de aumentar el comercio intra regional pero con miras a fortalecer los procesos de integración frente a terceros mercados. Es una apuesta fundamental como pieza jurídica que nos permitirá construir la Alianza del Pacífico a través de un Acuerdo Comercial. 

El Honorable Senador señor Carlos Montes manifestó su conformidad en la aprobación del protocolo adicional. Sin embargo precisó que los Tratados son muy relevantes en la labor de nuestro Parlamento en el sentido de transferir facultades y, por lo tanto, se renuncia a legislar y adoptar posiciones. 

Agregó que no existe participación en el proceso previo y tampoco mayor conocimiento de lo que ocurre con los Tratados posteriormente. Al respecto, precisó que se debiera contar con un informe que dé cuenta del estado en que se encuentran desde que han sido aprobados hasta ahora, no sólo desde el punto de vista económico sino que también en relación con otras dimensiones. Prosiguió, lo que nos permitirá como Parlamento es estar en conocimiento de las transferencias de poder. 

Existe un proyecto en el Senado mediante el cual se plantea que anualmente, la Comisión de Relaciones Exteriores debiera presentar un balance completo de todos los Tratados. No puede ser que se renuncie a algo y no tengamos control de la evolución de lo que está ocurriendo.

El Honorable Senador señor Zaldívar señaló que su posición concuerda con la manifestada por el Honorable Senador señor Montes en cuanto a que la multilateralidad se refiere a aspectos relativos a la integración y a la profundización que se ha logrado a través de los Tratados bilaterales.

Agregó, además que sería adecuado trasmitirle al Ministerio de Relaciones Exteriores la posibilidad de  recibir en la Comisión de Hacienda información relativa a este tema.

El Director de Asuntos Económicos Bilaterales señor Pablo Urria se comprometió a remitir a la Comisión de Hacienda,  a la brevedad, información relativa a la preocupación manifestada.
Puesto en votación el proyecto de acuerdo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Zaldívar.

- - -
FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 13 de julio de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

El 6 de junio de 2012, en la Región de Antofagasta de la República de Chile, ésta, junto a la República de Colombia, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, suscribieron el Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, en el cual se constituyen como un área de integración regional que, entre otros alcances, propone avanzar progresivamente hacia la libre circulación de los bienes, servicios, capitales y personas.

En la línea señalada, el 10 de febrero de 2014, en Cartagena de Indias, República de Colombia, los miembros de la alianza suscribieron el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico; el cual, considerando la existencia previa de Tratados de Libre Comercio entre las partes, actualiza, complementa, profundiza y perfecciona lo establecido en dichos acuerdos.

Para la República de Chile se constatan algunas características que distinguen el presente Protocolo Adicional de acuerdos previos, tal es el caso del Comité de Escaso Abasto, el Comité de Contratación Pública, y la Comisión de Libre Comercio; además, se especifican materias relacionadas con Servidos Financieros, Servicios Marítimos y Comercio Electrónico, entre otras particularidades.

II. Efecto del Protocolo sobre el Presupuesto Fiscal.

Se estima que, fruto de este Protocolo de Acuerdo Adicional, existirá una pérdida aproximada para el Fisco de US$ 273 miles durante el primer año de vigencia del Protocolo en cuestión, y de US$ 205 miles en los períodos sucesivos; cálculos que se han basado en la recaudación observada en el año 2014, simulado con los nuevos escenarios de tasas y derechos arancelarios acordados en el presente Protocolo.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO


“Artículo único.- Apruébase el Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, en Cartagena de Indias, República de Colombia, el 10 de febrero de 2014.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 22 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 29 de diciembre de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “ACUERDO PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL FONDO DE COOPERACIÓN DE LA ALIANZA PACÍFICO” SUSCRITO EN CALI, COLOMBIA, EL 22 DE MAYO DE 2013 
(10.013-10)
HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 18 de marzo de 2015, con urgencia calificada de “simple”.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 2 de septiembre de 2015, donde se dispuso su estudio por las Comisiones de Relaciones Exteriores y por la de Hacienda, en su caso.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Andrés Rebolledo; el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria; el Jefe Negociador, señor Felipe Lopeandía, y la Jefa del Departamento de Acceso a Mercados, señora Constanza Alegría.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico entre la República de Chile, la República de Colombia, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, promulgado por decreto supremo Nº 98, de 14 de julio de 2015, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 12 de septiembre de 2015.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el acuerdo debe entenderse como parte integrante del proceso que se inició con la Declaración de Lima, el 29 de abril de 2011, donde los presidentes de Perú, Chile, Colombia y México acordaron conformar un área de integración profunda en América Latina, denominada Alianza del Pacífico.





Agrega que, en una primera etapa, se definió como prioritario el trabajo en áreas claves para el éxito del proceso de integración, entre las que se incluye la cooperación internacional para el desarrollo, creándose un grupo técnico encargado de liderar las negociaciones.





En este contexto, prosigue el Mensaje, los Ministros de Relaciones Exteriores de los cuatro países, el mismo 29 de abril de 2011, suscribieron un Memorándum de Entendimiento con el objeto de establecer la “Plataforma de Cooperación del Pacífico”, como un mecanismo para impulsar la cooperación entre los participantes, definiendo las áreas, modalidades, acciones y financiamiento de la cooperación.





Indica el Ejecutivo que, en el marco de la XXII Cumbre Iberoamericana, celebrada en Cádiz, España, los Jefes de Estado que conforman la Alianza del Pacífico manifestaron su complacencia con los avances logrados en el área de la cooperación internacional al desarrollo.





Por último, el Mensaje señala que para contar con mayor estabilidad y previsibilidad en el financiamiento de los programas de cooperación en el corto y mediano plazo, instruyeron a las instituciones competentes de sus respectivos países que participan en el Grupo Técnico de Cooperación de la Alianza del Pacífico (GTC), para avanzar en las negociaciones para la constitución de un Fondo Común de Cooperación de la Alianza del Pacífico, con miras a su operatividad y puesta en marcha durante el 2013.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 22 de abril de 2015, donde se dispuso su análisis por parte de las Comisiones de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana y por la de Hacienda, en lo pertinente.





La Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana estudió la materia en sesión efectuada el día 5 de mayo de 2015 y aprobó, por la unanimidad de sus miembros presentes el proyecto en informe. Posteriormente, la Comisión de Hacienda trató el asunto el 3 de junio de 2015 y aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes el proyecto.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 1 de septiembre de 2015, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 101 votos a favor, 2 en contra y 3 abstenciones.





4.- Instrumento Internacional.- El Acuerdo consta de un Preámbulo y once artículos.





El Preámbulo confirma el propósito de los Estados de estrechar relaciones, decidiendo profundizar el intercambio comercial, incrementar la cooperación e intensificar sus flujos de inversión y con terceros mercados, manifestando la voluntad de implementar mecanismos que permitan la ejecución de iniciativas en beneficio mutuo, que contribuyan a mejorar el desarrollo económico y social de los pueblos, enfrentando la exclusión y desigualdad social.




El artículo I señala que las Partes deciden crear un “Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico”, como un mecanismo que facilite, dinamice y permita el financiamiento de acciones de cooperación en el marco de la Alianza del Pacífico. Para la consecución de dicho objetivo, el Fondo podrá recibir recursos tanto de las Partes, a través de aportes anuales, como de terceros; con el fin de ejecutar y financiar programas, proyectos y actividades de cooperación internacional.




Por su parte, el artículo II dispone que el Fondo estará constituido por los aportes anuales de los países que suscriben el Acuerdo así como por aportes provenientes de terceros.





Respecto al aporte de las Partes, cada una de ellas efectuará un aporte inicial de US$250,000.00 (doscientos cincuenta mil dólares de los Estados Unidos de América), para el primer año. Para los años siguientes el aporte se decidirá por las Partes, sobre la base del informe de resultados y programación de actividades que sea presentado por el Grupo Técnico de Cooperación de la Plataforma de la Alianza del Pacífico.




El artículo III establece que los recursos del Fondo deberán destinarse únicamente al objeto establecido en el Acuerdo. Además, las Partes deben garantizar la independencia administrativa y tributaria de éste, y la libre movilidad de sus recursos, facilitando la entrada y salida de sus territorios.




Sin perjuicio de lo anterior, para una adecuada operatividad del Fondo, las adquisiciones y contrataciones en el marco de los proyectos financiados con este se sujetarán a la legislación nacional de donde se realicen dichas adquisiciones o contrataciones.




A su vez, el artículo IV señala que las áreas de cooperación serán: medio ambiente y cambio climático; innovación, ciencia y tecnología; micro, pequeñas y medianas empresas; desarrollo social; y otras que las Partes determinen.




Las modalidades de cooperación, a su vez, serán la promoción y desarrollo de iniciativas, planes, programas y proyectos; la realización de estudios y/o diagnósticos conjuntos; el intercambio de información y normativas vigentes; la realización de actividades conjuntas de formación y capacitación, incluyendo intercambio de especialistas y técnicos; la asistencia y/o visitas técnicas de funcionarios, expertos, investigadores, delegaciones y practicantes; la conformación de redes; y cualquier otra modalidad de cooperación que las Partes convengan.




El artículo V norma que la administración operativa del Fondo estará a cargo de una Entidad de las Partes, por un período de tres años. La primera Entidad que realizará dicha labor será la Agencia de Cooperación Internacional de Chile (AGCI), continuando en esta función los otros miembros del Grupo Técnico de Cooperación de la Alianza del Pacífico, por orden alfabético.




El Grupo Técnico de Cooperación, por otro lado, será el encargado de la gestión del Fondo y de aprobar los proyectos, programas y actividades de cooperación de conformidad con el plan de trabajo y presupuesto anual previamente aprobado por el Consejo de Ministros.




Luego, el artículo VI indica que las diferencias relativas a la interpretación o aplicación de las disposiciones del Acuerdo serán resueltas entre las Partes mediante consultas amistosas por la vía diplomática.




El artículo VII dispone que la República de Colombia será el depositario del Acuerdo.





Después, el artículo VIII regula que el Acuerdo entrará en vigor el primer día del tercer mes siguiente a la fecha en que el depositario (Colombia) reciba la última notificación en la que se informe que la correspondiente Parte ha cumplido todos los procedimientos que dicte su ordenamiento interno para que entre en vigencia el instrumento; o en cualquier otra fecha que las Partes acuerden.




El artículo IX establece que otros Estados podrán adherir al Acuerdo, a través del correspondiente Protocolo. Sin perjuicio de ello, podrán participar en los proyectos y actividades del Fondo en calidad de cooperantes, salvo que las Partes dispongan algo distinto.




A continuación, el artículo X señala que las Partes podrán convenir por escrito cualquier enmienda al Acuerdo.





Finalmente, el artículo XI expresa que ninguna de las Partes podrá denunciar este Acuerdo, sin haber denunciado el Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico. Además, indica que la denuncia del Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico implicará la denuncia del presente Acuerdo.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahuán, colocó en discusión el proyecto.





El Director de Asuntos Económicos Bilaterales de la Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales de la Cancillería, señor Pablo Urria, aseveró que uno de los pilares de la Alianza del Pacífico está constituido por la cooperación entre sus naciones partes. Añadió que, con ese fin, se creó el Fondo de Cooperación de la Alianza, que tiene como objetivo financiar y facilitar los distintos proyectos de colaboración que se realicen en la región, en lo que atañe, por ejemplo, a medio ambiente, innovación, pequeña y mediana empresa, desarrollo social y cualquier otra materia que las partes acuerden libremente.





Explicó que, en el primer año, el Fondo recibiría un aporte de cada país ascendiente a US$ 250.000, con la posibilidad de incrementarse con el transcurso del tiempo. Asimismo, señaló que, en el entendido de que la Alianza del Pacífico posee 42 países observadores y que muchos de ellos desean participar de esa cooperación mutua, también se contempla, eventualmente, recibir apoyo de terceros Estados.





Agregó que los citados recursos serán administrados por la respectiva agencia de cooperación de cada país por un lapso de tres años, correspondiendo a Chile el primer período, cuyo comienzo se prevé en el año 2016.





A su turno, el Honorable Senador señor Chahuán consultó si en este ámbito se incluye la cooperación en materia estudiantil y de becas. Además, pidió un detalle sobre los aspectos que se incorporarán en esa colaboración internacional.





El señor Urria respondió afirmativamente a la primera aclaración solicitada. De igual manera, indicó que actualmente existen proyectos de cooperación en curso, cuyo funcionamiento opera de forma independiente a la eventual aprobación del Fondo, como por ejemplo, en materias de becas de estudio que, por lo demás, se erige como el programa más exitoso en esta asistencia mutua. Asimismo, comprometió el envío de los antecedentes sobre el citado programa.





A mayor abundamiento, el Director General de Relaciones Económicas Internacionales, señor Rebolledo, sostuvo que Chile es el país con mayor recepción de estudiantes, tanto de pregrado como de postgrado. A este respecto, afirmó que el número de ellos excedería de los trescientos casos.





Al analizar el monto que deberá aportar cada Estado –que consideró exiguo-, el Honorable Senador señor Letelier solicitó antecedentes, a modo comparativo, de las sumas que el país aporta a organismos internacionales, por ejemplo, a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. En ese sentido, manifestó su preocupación por el hecho de aprobarse recursos de poca entidad y de incierta trascendencia en la práctica. Al respecto, solicitó a las autoridades de la Cancillería presentes enviar toda la información disponible sobre esa situación y acerca de los aportes que el Estado de Chile realiza a organismos internacionales y para efectos de cooperación con otras naciones.





El señor Rebolledo comprometió la entrega de la información pormenorizada a la brevedad. Además, expresó que, por ejemplo, el Fondo de Cooperación existente entre nuestro país y México, tiene un aporte anual de US$ 500.000 por cada parte. Por el contrario, aseguró que con Perú no se presenta una colaboración similar.





El Honorable Senador señor Letelier afirmó que su crítica se explica, fundamentalmente, por el hecho de que aportes tan nimios parecen revelar poco interés nacional en acuerdos multilaterales como el sometido a conocimiento de la Comisión. Se sumó a esa posición el Honorable Senador señor Chahuán.





Al hacerse cargo de esos comentarios, el señor Rebolledo afirmó que, para la política exterior del país, la Alianza del Pacífico constituye un proyecto de relevancia y está en línea con las medidas adoptadas por Chile en materia de inserción económica en los distintos mercados. Consignó que la actual administración ha intentado que los países miembros acuerden, incluso, una agenda de trabajo conjunta con las naciones integrantes del Mercado Común del Sur. Desde esa perspectiva, recalcó el interés prioritario que la Alianza representa para Chile.





En lo concerniente al programa de cooperación, hizo notar que a pesar de que la Alianza posee cuatro miembros, existe un grupo de cuarenta y dos naciones observadoras, lo que da cuenta del interés en conocer el proyecto y de participar en ciertas áreas, tal como lo han hecho países como Inglaterra y España en el ámbito educativo o Alemania, en lo que atañe a la capacitación laboral. De consiguiente, agregó que se requiere contar con una institucionalidad que norme esas relaciones de manera sistemática y organizada.





El Honorable Senador señor Chahuán solicitó que se haga llegar a la Comisión información detallada acerca de la composición, modalidades de operación, forma de administración y destino de los recursos que compondrán el Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico.


El Honorable Senador señor Pizarro advirtió que, sobre varios de los puntos solicitados, sólo se tendrá claridad una vez que entre en operación el Fondo.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, García Huidobro, Lagos, Letelier y Pizarro.

- - -





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 13 de octubre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 13 de octubre de 2015.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL “ACUERDO PARA EL ESTABLECIMIENTO DEL FONDO DE COOPERACIÓN DE LA ALIANZA PACÍFICO” SUSCRITO EN CALI, COLOMBIA, EL 22 DE MAYO DE 2013 

(10.013-10)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Director de Asuntos Económicos Bilaterales, señor Pablo Urria.

Del Ministerio de Hacienda, la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores, señores Gonzalo Parra y Guillermo Briceño.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

Los Asesores del Honorable Senador García, señores Marcelo Estrella y Rodrigo Fuentes.

El Asesor del Honorable Senador Montes, señor Luis Díaz.

El Asesor del Honorable Senador Zaldívar, señor Christian Valenzuela.

- - -

El proyecto de acuerdo en informe fue estudiado previamente por la Comisión de Relaciones Exteriores. 

Cabe señalar que dicha Comisión hizo presente en su informe, por tratarse de un proyecto que consta de un artículo único y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, su proposición de discutirlo en general y en particular a la vez. 
La Sala del Senado, en sesión de 2 de septiembre de 2015, dispuso que el proyecto de acuerdo fuera conocido por vuestra Comisión de Hacienda en las materias de su competencia.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Crear el Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico.
- - -

ANTECEDENTES

En lo relativo a los antecedentes jurídicos y de hecho, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -

DISCUSIÓN 


De conformidad con su competencia, la Comisión se pronunció sobre el artículo único del proyecto de acuerdo, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013.”.


El Director de Asuntos Económicos Bilaterales de la DIRECON, señor Pablo Urria señaló que el acuerdo  tiene por finalidad crear un Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, como mecanismo que facilite, dinamice y permita la financiación de acciones de cooperación en el marco de dicha alianza.

Agregó que para obtención de dicho logro, se establece que el Fondo en cuestión podrá recibir recursos tanto de las partes como de terceros, con el fin de financiar y ejecutar programas, actividades y proyectos de cooperación internacional.

Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Montes y Zaldívar.

- - -

FINANCIAMIENTO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 26 de marzo de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes.

El referido acuerdo tiene por objeto crear un Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, como mecanismo que facilite, dinamice y permita la financiación de acciones de cooperación en el marco de dicha alianza.

Para la consecución de dicho objetivo, se establece que el Fondo en cuestión podrá recibir recursos tanto de las partes como de terceros, con el fin de ejecutar y financiar programas, proyectos y actividades de cooperación internacional.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Para la conformación del Fondo materia de este Acuerdo, cada una de las partes efectuará un aporte inicial el primer año de US$ 250.000. Para los siguientes años, las partes decidirán el monto del mismo sobre la base del informe de resultados y programación de actividades que sea presentado por el Grupo Técnico de Cooperación de la plataforma de la Alianza del Pacífico.

Es así que, la aprobación del referido Acuerdo demandará de un aporte de recursos por parte del Estado de Chile, que alcanza en el primer año (2016) a US$ 250.000. Para los años sucesivos, el monto a requerir se definirá de acuerdo a lo ya señalado.

El mayor gasto señalado en el párrafo anterior será incorporado en las respectivas Leyes de Presupuestos en la Partida Tesoro Público, programa Operaciones Complementarias.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

En mérito de las consideraciones anteriores, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Relaciones Exteriores, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo para el Establecimiento del Fondo de Cooperación de la Alianza del Pacífico, suscrito en Cali, Colombia, el 22 de mayo de 2013.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 22 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), José García Ruminot  y Carlos Montes Cisternas.

Sala de la Comisión, a 29 de diciembre de 2015.
(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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INFORME COMPLEMENTARIO DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, DEL SEGUNDO INFORME RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA IMPONER A LOS CONCESIONARIOS LA ENTREGA DE INFORMACIÓN A CARABINEROS DE CHILE Y OTROS SERVICIOS DE EMERGENCIA EN LOS CASOS QUE INDICA Y SANCIONAR EL USO INDEBIDO DE LLAMADAS A DICHOS SERVICIOS 

(9.597-07)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en informe complementario del segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Manuel José Ossandón, Alejandro García-Huidobro y Alejandro Guillier.

- - - - - - - 


La Sala del Senado, en sesión 76ª, ordinaria, celebrada el día 24 de noviembre de 2015, acordó devolver el proyecto de ley en estudio a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, para un informe complementario del segundo informe, fijándose plazo para presentar indicaciones hasta el miércoles 9 de diciembre del año en curso, a las 11:00 horas, en el cual no se presentaron indicaciones. Posteriormente, se abrió un nuevo plazo para presentar indicaciones hasta el día lunes 21 de diciembre de 2015, a las 12 horas, presentándose cinco indicaciones en esta oportunidad.

- - - - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El artículo 25 ter del artículo primero y el artículo segundo del proyecto de ley en estudio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República, son de quórum orgánico constitucional, en tanto inciden en la organización y atribuciones de los tribunales de justicia, al otorgar a los Juzgados de Policía Local respectivos la competencia para conocer y resolver las infracciones administrativas referentes al uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos.


En consecuencia, tales normas deben ser aprobadas, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, por los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

Cabe dejar constancia que, en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 77 de la Constitución Política de la República y en el artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones del Senado, mediante oficio Nº 99/TT/2015, de fecha 3 de noviembre del año en curso, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto de las normas antes mencionadas, contenidas en el presente proyecto de ley, en tanto incidir en las atribuciones y organización de los tribunales de justicia.


La Excma. Corte Suprema, mediante Oficio Nº 131-2015, de 1 de diciembre de 2015, respondió dicho oficio formulando sus observaciones. 

- - - - - - -


Dejamos constancia de que en este informe complementario del segundo informe nos referiremos sólo a las indicaciones signadas con los Nos 3a, 4a, 6a, 9a y 10a, remitiéndonos al Segundo Informe, de fecha 5 de noviembre de 2015, en lo tocado en éste, respecto de las indicaciones signadas con los números 1a, 1, 1 bis, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 8 bis, 8 ter, 9, 10 y 11, en cuanto a los acuerdos adoptados en relación a ellas y sus fundamentos. 


Asimismo, hacemos presente que el cuadro resumen que se inserta a continuación, no obstante complementar al del Segundo Informe, se incluyen en él los acuerdos respecto de las anteriores y nuevas indicaciones presentadas y su incidencia en el articulado del proyecto aprobado por la Comisión en dicho informe.

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: Artículo transitorio.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 3a, 4a, 6a y 9a.

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1a, 1, 2, 3, 4, 5, 7, 8 y 10a.

IV.- Indicaciones rechazadas: 1 bis, 8 bis, 8 ter, 10 y 11. 


V.- Indicaciones retiradas: 6 y 9.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.
- - - - - - -


Al estudio de este proyecto de ley asistió, además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el Honorable Senador señor Alejandro Guillier.


Durante el análisis de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo; de la Asesora Legislativa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; de la Jefa de la División Jurídica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora Elena Ramos; del Asesor del Departamento de Regulación Económica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Marcelo Pizarro; del Asesor del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Francisco Canessa y del Asesor Legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina.

Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Letelier, señor Sebastián Divin; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadango e Israela Rosenblum y señor José Huerta; del Honorable Senador señor García-Huidobro, señor Cristián Rivas; del Honorable Senador señor Guillier, señora Natalia Alviña; del Honorable Senador señor Navarro, señor Jaime Mondría y de la Segpres, señora María Fernanda Cuevas.
- - - - - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 5 nuevas indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley del Segundo Informe aprobado por la Comisión, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.
ARTÍCULO PRIMERO

Incorpora los artículos 25 ter y 25 quáter a la Ley General de Telecomunicaciones.

Artículo 25 ter

Inciso segundo


El inciso segundo propuesto en el Segundo Informe, señala que el uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos será sancionado con multa de 1 a 5 UTM, sin perjuicio de remitir los antecedentes al Ministerio Público si hubiese mérito suficiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 268 bis del Código Penal.

A este inciso se presentó una indicación signada con el Nº 3a.

Indicación Nº 3a

3a.- De los Honorables Senadores señores Girardi, Guillier, Letelier, Matta y Ossandón, para agregar en el inciso segundo del artículo 25 ter, a continuación de la frase “El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos” una coma (,) y, a continuación, la frase “cuando dicha conducta altere el normal funcionamiento de estos últimos, ya sea por la reiteración de llamados o por la congestión producida en el acceso al servicio,”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que dicha propuesta pretende precisar los requisitos que configuran a la infracción administrativa por uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, agregando que ello procederá cuando dicha conducta altere el normal funcionamiento de estos últimos, ya sea por la reiteración de llamados o por la congestión producida en el acceso al servicio.


En votación esta indicación, la Comisión,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), García-Huidobro y Ossandón, aprobó sin enmiendas la indicación N° 3a.
Inciso tercero

El inciso tercero propuesto en el Segundo Informe, indica que se entenderá como uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, aquellas llamadas que se efectúen a los mismos y cuya finalidad sea distinta a la solicitud de auxilio, denuncia de emergencia o calamidad pública o de un acto constitutivo de algún hecho punible o sancionable por la ley, tales como llamadas abusivas, ridículas, insultantes, amenazadoras, maliciosas, burlescas o efectuar más de una llamada para no contestar o responder. El error en la solicitud de auxilio o en la denuncia, agrega, no constituirá un uso indebido del servicio.

A este inciso se presentó una indicación signada con el Nº 4a.

Indicación Nº 4a

4a.- De los Honorables Senadores señores Girardi, Guillier, Letelier, Matta y Ossandón, para agregar en el inciso tercero del artículo 25 ter, a continuación de la frase “aquellas llamadas que se efectúen a los mismos”, una coma (,) y, en seguida, la frase “ya sea de forma reiterada o que, por su realización, puedan generar congestión en el acceso al servicio”.

En discusión esta indicación, se señaló que en esta última, al definir el uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, se reiteran los elementos de congestión y reiteración de llamados como requisitos necesarios para la configuración de la infracción administrativa.


En votación esta indicación, la Comisión,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), García-Huidobro y Ossandón, aprobó sin enmiendas la indicación N° 4a.
Inciso séptimo

El inciso séptimo propuesto en el Segundo Informe, dispone que la reiteración de condenas por esta infracción habilitará al Juez de Policía Local para suspender temporalmente, hasta por un máximo de un mes, el servicio telefónico, exceptuados los servicios de emergencia gratuitos, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio. Durante el período de suspensión, añade, las concesionarias podrán cobrar íntegramente por sus servicios.

A este inciso se presentó una indicación signada con el Nº 6a.

Indicación Nº 6a

6a.- De los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Guillier y Ossandón, para suprimir del inciso final del artículo 25 ter, la oración “exceptuados los servicios de emergencia gratuitos,”.

En discusión esta indicación, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, señaló que el único reparo del Ejecutivo respecto de esta propuesta es de carácter ético. En efecto, expresó que debe considerarse el escenario en que la persona pueda encontrarse efectivamente en una situación de emergencia real, pero no pueda tener acceso a los servicios de auxilio, como consecuencia de lo que se sugiere en esta indicación.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la lógica de la indicación reside en que la posibilidad de suspensión del servicio telefónico sólo procede por reiteración de condenas, extendiéndose, además, sólo por el plazo máximo de un mes, por lo que considera que frente a tales situaciones no debe encontrarse habilitada la opción de acceso a números de servicios de emergencia, a fin de evitar que se continúen realizando las infracciones administrativas en comento.


El Honorable Senador señor García-Huidobro, por su parte, destacó que la indicación pretende obstaculizar las coordinaciones de redes delictuales tendientes a desviar los operativos policiales de los sitios del suceso, acciones las cuales, precisamente, se realizan por la vía de uso indebido de servicios de emergencia, especialmente la línea de Carabineros de Chile 133, de acuerdo a lo expresado por personeros de esta institución.


En votación esta indicación, la Comisión,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), García-Huidobro y Ossandón, aprobó sin enmiendas la indicación N° 6a.
ARTÍCULO SEGUNDO


Agrega los incisos séptimo, octavo y noveno al artículo 3° de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

Inciso primero


El inciso primero propuesto en el Segundo Informe, establece que en aquellos casos en que se estime que existe una conducta reiterada en el uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos o que dicho uso indebido implique una afectación al normal funcionamiento de estos últimos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.

A este inciso se presentó una indicación signada con el Nº 9a.

Indicación Nº 9a

9a.- De los Honorables Senadores señores Girardi, Guillier, Letelier, Matta y Ossandón, para reemplazar el inciso primero, que se incorpora como inciso séptimo del artículo 3º de la ley Nº 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, por el siguiente:


“En aquellos casos en que exista un uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que en ella se precisa la obligación de enviar los antecedentes respectivos por parte de Carabineros de Chile al Juzgado de Policía Local correspondiente, lo que procederá siempre que exista uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos. Por consiguiente, la propuesta remite a los elementos que configuran dicha infracción (reiteración y congestión en el acceso al servicio), como requisitos objetivos para realizar la entrega de los referidos antecedentes.


Cabe resaltar que la indicación en examen permite corregir la observación efectuada por la Corte Suprema al respecto, en la cual se sugiere objetivar el proceder de Carabineros de Chile en este punto. Lo anterior, en tanto se establecen parámetros concretos para que los funcionarios policiales remitan los referidos antecedentes.


En votación esta indicación, la Comisión,  por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), García-Huidobro y Ossandón, aprobó sin enmiendas la indicación N° 9a.
ARTÍCULO TERCERO


El artículo tercero propuesto en el Segundo Informe, reemplaza el artículo 268 bis del Código Penal, siendo del siguiente tenor:

“Artículo 268 bis.- El que, por cualquier medio falsamente comunique, circule, difunda o reporte la existencia de sustancias químicas, biológicas o tóxicas que puedan causar daño a la salud, artefactos explosivos, incendios, accidentes, hechos ilícitos, o cualquier acaecimiento que signifique una situación o peligro de desastre o calamidad pública que requiera la asistencia de los servicios de utilidad pública para auxiliar o servir un hecho falso, inexistente o fingido, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.


La pena se elevará en un grado si el falso hecho reportado se refiere o involucra a la vía pública, edificios públicos o de libre acceso al público, medios de transporte público, instalaciones sanitarias, de almacenamiento o transporte de combustibles, de instalaciones de distribución o generación de energía eléctrica, portuarias, aeronáuticas o ferroviarias, incluyendo las de trenes subterráneos, u otros lugares u objetos semejantes.


Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en determinado sitio cualquier objeto cuya confección aparenta ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias químicas, biológicas o tóxicas que puedan causar daño a la salud cometerá falsa alarma o reporte e incurrirá en la misma pena señalada en este artículo.


Se considerará circunstancia agravante la efectiva movilización o despliegue de servicios de utilidad pública, la activación de procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta, la realización de evacuaciones, cortes de servicios de suministro y, en general, cualquiera alteración del normal funcionamiento de instituciones públicas o privadas que haya tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”.

A este artículo se presentó una indicación signada con el Nº 10a.

Indicación Nº 10a

10a.- De los Honorables Senadores señores Girardi, Guillier, Letelier, Matta y Ossandón, para sustituir el artículo 268 bis del Código Penal por el siguiente:


“Artículo 268 bis.- El que, por cualquier medio, comunique o difunda alarma de la existencia de sustancias químicas, biológicas o tóxicas capaces de provocar daño a la salud; de artefactos explosivos, incendios, accidentes, hechos ilícitos, o cualquier acaecimiento que signifique un peligro de desastre o calamidad pública que pudiese requerir la asistencia de los servicios de utilidad pública para auxiliar un hecho falso,  o fingido, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.


La pena se elevará en un grado si el hecho falso o fingido reportado involucra o acaece en la vía pública, edificios públicos o lugares de libre acceso al público, medios de transporte público, instalaciones sanitarias, de almacenamiento o transporte de combustibles, de instalaciones de distribución o generación de energía, portuarias, aeronáuticas o ferroviarias, incluyendo las de trenes subterráneos.


Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en un lugar cualquier dispositivo que objetivamente aparente ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias químicas, biológicas o tóxicas capaces de provocar daño a la integridad física o salud de las personas, cometerá el delito de difusión de falsa alarma o reporte e incurrirá en la misma pena señalada en el presente artículo.”.


En discusión esta indicación, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, señaló que si bien la Cartera de Estado de la cual es titular coincide con la adecuación en la redacción que se propone, el Ministerio del Interior y Seguridad Pública sugiere reconsiderar la supresión del inciso final del tipo penal, aprobado en el texto del proyecto de ley contenido en el Segundo Informe, en el cual se consagraba la circunstancia agravante, bajo una configuración distinta.


El Asesor Legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina, explicó que la Secretaría de Estado que representa propone conservar el inciso antes aludido, en tanto existe un desvalor mayor en la efectiva movilización de los servicios de utilidad pública cuando se atienden falsas alarmas, considerándose ello como una circunstancia agravante del delito en examen.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la supresión del mencionado inciso obedece a evitar que se vulnere el principio non bis in ídem en esta materia, impidiendo que ciertas modalidades de la circunstancia agravante, contempladas en la redacción del texto del proyecto de ley en el Segundo Informe, se confundieran con las acciones consagradas en la acción típica, castigándose así la misma conducta dos veces, cuestión que, destacó, fue hecha presente en su oportunidad por la Secretaría de la Comisión.


El Asesor Legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Medina, en esa línea, señaló que la sugerencia de redacción de la circunstancia agravante excluiría la mención a “cualquiera alteración del normal funcionamiento”, precisamente a fin de evitar la infracción al principio penal de non bis in ídem. De esa forma, se propone incorporar un inciso final del siguiente tenor:


“Se considerará circunstancia agravante el hecho de que, de manera efectiva, se hayan movilizado servicios de utilidad pública, se hayan activado procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta o se hayan efectuado evacuaciones o cortes de servicios de suministro que hayan tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi,  sugirió aprobar la indicación con la incorporación de las modificaciones señaladas, siguiendo la redacción de la circunstancia agravante antes descrita.


En votación esta indicación, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), García-Huidobro y Ossandón, aprobó la indicación número 10a, con modificaciones, incorporando un inciso final a la misma del siguiente tenor: 

“Se considerará circunstancia agravante el hecho de que, de manera efectiva, se hayan movilizado servicios de utilidad pública, se hayan activado procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta o se hayan efectuado evacuaciones o cortes de servicios de suministro que hayan tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”.

- - - - - - 

MODIFICACIONES


En mérito a las consideraciones anteriormente expuestas, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de recomendaros que aprobéis el proyecto de ley de su segundo informe, con las siguientes modificaciones:

ARTÍCULO PRIMERO


--- Agregar en el inciso segundo del artículo 25 ter, a continuación de la frase “El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos” una coma (,) y, a continuación, la frase “cuando dicha conducta altere el normal funcionamiento de estos últimos, ya sea por la reiteración de llamados o por la congestión producida en el acceso al servicio,”.

(Indicación 3a, aprobada 3x0)


--- Agregar en el inciso tercero del artículo 25 ter, a continuación de la frase “aquellas llamadas que se efectúen a los mismos”, una coma (,) y, en seguida, la frase “ya sea de forma reiterada o que, por su realización, puedan generar congestión en el acceso al servicio”.
(Indicación 4a, aprobada 3x0)


--- Suprimir en el inciso final del artículo 25 ter, la oración “exceptuados los servicios de emergencia gratuitos,”.

(Indicación 6a, aprobada 3x0)

ARTÍCULO SEGUNDO


--- Reemplazar el inciso primero, que se incorpora como inciso séptimo del artículo 3º de la ley Nº 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, por el siguiente:

“En aquellos casos en que exista un uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.”.
(Indicación 9a, aprobada 3x0)

ARTÍCULO TERCERO


--- Sustituir el artículo 268 bis del Código Penal por el siguiente:

“Artículo 268 bis.- El que, por cualquier medio, comunique o difunda alarma de la existencia de sustancias químicas, biológicas o tóxicas capaces de provocar daño a la salud; de artefactos explosivos, incendios, accidentes, hechos ilícitos, o cualquier acaecimiento que signifique un peligro de desastre o calamidad pública que pudiese requerir la asistencia de los servicios de utilidad pública para auxiliar un hecho falso,  o fingido, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.

La pena se elevará en un grado si el hecho falso o fingido reportado involucra o acaece en la vía pública, edificios públicos o lugares de libre acceso al público, medios de transporte público, instalaciones sanitarias, de almacenamiento o transporte de combustibles, de instalaciones de distribución o generación de energía, portuarias, aeronáuticas o ferroviarias, incluyendo las de trenes subterráneos.

Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en un lugar cualquier dispositivo que objetivamente aparente ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias químicas, biológicas o tóxicas capaces de provocar daño a la integridad física o salud de las personas, cometerá el delito de difusión de falsa alarma o reporte e incurrirá en la misma pena señalada en el presente artículo.”.

Se considerará circunstancia agravante el hecho de que, de manera efectiva, se hayan movilizado los servicios de utilidad pública, se hayan activado los procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta o se hayan efectuado evacuaciones o cortes de servicios de suministro que hayan tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”. 

(Indicación 10a, aprobada con modificaciones 3x0)

- - - - - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones del Segundo Informe y del Informe Complementario del Segundo Informe, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Primero.- Incorpóranse los siguientes artículos 25 ter y 25 quáter a la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones:


“Artículo 25 ter.- Las concesionarias de servicio público telefónico, respecto de toda llamada de emergencia en curso, deberán, a su costa, proporcionar en tiempo real a Carabineros de Chile y a los demás servicios de emergencia gratuitos, los datos de individualización del titular del servicio telefónico de que disponga y de localización del origen de la llamada que se comunique con dichos servicios de emergencia, en la forma, modalidad, progresión y condiciones que determine un reglamento dictado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deberá ser firmado también por el Ministro del Interior y Seguridad Pública. 


El uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, cuando dicha conducta altere el normal funcionamiento de estos últimos, ya sea por la reiteración de llamados o por la congestión producida en el acceso al servicio, será sancionado con multa de 1 a 5 UTM, sin perjuicio de remitir los antecedentes al Ministerio Público si hubiese mérito suficiente de conformidad a lo dispuesto en el artículo 268 bis del Código Penal. 


Se entenderá como uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, aquellas llamadas que se efectúen a los mismos, ya sea de forma reiterada o que, por su realización, puedan generar congestión en el acceso al servicio y cuya finalidad sea distinta a la solicitud de auxilio, denuncia de emergencia o calamidad pública o de un acto constitutivo de algún hecho punible o sancionable por la ley, tales como llamadas abusivas, ridículas, insultantes, amenazadoras, maliciosas, burlescas o efectuar más de una llamada para no contestar o responder. El error en la solicitud de auxilio o en la denuncia no constituirá un uso indebido del servicio. 


La responsabilidad por la infracción prevista en el inciso precedente recaerá en el autor de la llamada. Con todo, será imputable al titular de la línea o del terminal móvil, el uso indebido cometido a través de cualquiera de ellos por una persona que no haya podido ser individualizada, salvo que su titular identifique verazmente al autor o acredite que la línea o el terminal fueron empleados sin su autorización expresa o tácita. Cuando quien efectúe la llamada sea un menor o incapaz, serán responsables de la misma sus progenitores, curadores, tutores o quienes les tuvieren a su cuidado.


Será competente para conocer de las denuncias efectuadas por Carabineros de Chile, por el uso indebido de llamadas a servicios de emergencia gratuitos, el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que resida el presunto infractor, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.


A requerimiento de Carabineros de Chile, en virtud de los antecedentes con que cuente o de las denuncias que reciba de otros servicios de emergencia gratuitos, las concesionarias de servicio público telefónico estarán obligadas a enviar mensajería de advertencia a los usuarios que generen llamadas indebidas hacia los servicios de emergencia, informándoles de las sanciones a las que se exponen de persistir en dicha conducta. El contenido de dicha mensajería, la oportunidad y condiciones de su envío, será establecido en el reglamento a que se refiere el inciso primero del presente artículo.


La reiteración de condenas por esta infracción habilitará al Juez de Policía Local para suspender temporalmente, hasta por un máximo de un mes, el servicio telefónico, bastando para ello una orden judicial dirigida a la concesionaria que provee el servicio. Durante el período de suspensión, las concesionarias podrán cobrar íntegramente por sus servicios.


Artículo 25 quáter.- Las comunicaciones entre los usuarios y los servicios de emergencia gratuitos podrán ser grabadas por éstos.


Los servicios de emergencia gratuitos estarán autorizados a dar tratamiento a los datos personales de individualización y localización, así como al registro de la voz u otra información que pueda ser tomada desde la llamada, de conformidad a las disposiciones de la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada. 


Las bases de datos recopiladas por los servicios de emergencia gratuitos en virtud de este artículo, no podrán ser utilizadas para fines distintos a individualizar y localizar a aquellas personas que se encuentren en situación de emergencia o para la investigación y sanción de las llamadas indebidas a los servicios de emergencia gratuitos y de los delitos tipificados en el artículo 268 bis del Código Penal.”. 


Artículo Segundo.- Incorpóranse los siguientes incisos séptimo, octavo y noveno al artículo 3° de la ley N° 18.287, que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local:


“En aquellos casos en que exista un uso indebido de llamados a servicios de emergencia gratuitos, Carabineros de Chile remitirá al Juzgado de Policía Local competente los antecedentes de individualización del presunto infractor y aquellos antecedentes que permitan precisar el contenido del llamado.  


Asimismo, Carabineros de Chile recibirá los antecedentes de las infracciones denunciadas por otros servicios de emergencia gratuitos, los cuales serán puestos a disposición del Juez de Policía Local en los términos señalados en el inciso anterior.


Será competente el Juzgado de Policía Local de la comuna en la que reside el presunto infractor. Si no pudiese determinarse el domicilio, será competente el Juzgado de la comuna donde se encuentre la dependencia del servicio de emergencia en la que fuesen recibidos los llamados que dieren origen a la infracción.”.


Artículo Tercero.- Reemplázase el artículo 268 bis del Código Penal, por el siguiente:


“Artículo 268 bis.- El que, por cualquier medio, comunique o difunda alarma de la existencia de sustancias químicas, biológicas o tóxicas capaces de provocar daño a la salud; de artefactos explosivos, incendios, accidentes, hechos ilícitos, o cualquier acaecimiento que signifique un peligro de desastre o calamidad pública que pudiese requerir la asistencia de los servicios de utilidad pública para auxiliar un hecho falso,  o fingido, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.


La pena se elevará en un grado si el hecho falso o fingido reportado involucra o acaece en la vía pública, edificios públicos o lugares de libre acceso al público, medios de transporte público, instalaciones sanitarias, de almacenamiento o transporte de combustibles, de instalaciones de distribución o generación de energía, portuarias, aeronáuticas o ferroviarias, incluyendo las de trenes subterráneos.


Para estos efectos, el que coloque, instale o ubique en un lugar cualquier dispositivo que objetivamente aparente ser un artefacto explosivo o incendiario, o que parezca contener sustancias químicas, biológicas o tóxicas capaces de provocar daño a la integridad física o salud de las personas, cometerá el delito de difusión de falsa alarma o reporte e incurrirá en la misma pena señalada en el presente artículo.


Se considerará circunstancia agravante el hecho de que, de manera efectiva, se hayan movilizado servicios de utilidad pública; se hayan activado procedimientos institucionales de emergencia o sistemas de alerta o se hayan efectuado evacuaciones o cortes de servicios de suministro que hayan tenido lugar como consecuencia de la falsa alarma o reporte.”.

ARTÍCULO TRANSITORIO


Artículo transitorio.- El reglamento a que se refiere el inciso primero del artículo 25 ter de la ley N° 18.168, será dictado en el plazo de 180 días contado desde la publicación de la presente ley. Dicho reglamento podrá establecer las condiciones en que las concesionarias de servicio público telefónico se encontrarán eximidas de proveer la información referida en el citado artículo a servicios de emergencia gratuitos distintos a Carabineros de Chile.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 15 de diciembre de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente Accidental), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes (Jaime Orpis Bouchon), Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 22 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Alejandro García-Huidobro Sanfuentes y Manuel José Ossandón Irarrázabal.

Sala de la Comisión, a 23 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY DE TRÁNSITO CON EL OBJETO DE AUMENTAR LAS SANCIONES POR EL NO USO DE DISPOSITIVOS DE SEGURIDAD PARA MENORES DE EDAD EN VEHÍCULOS PARTICULARES

(9.640-15)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras Jenny Álvarez y Loreto Carvajal y señores Daniel Farcas, René Manuel García, Issa Kort, Felipe Letelier, Fernando Meza, Diego Paulsen, Gabriel Silber y Felipe Ward, con urgencia calificada de “suma” el 9 de diciembre de 2015.

- - - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ninguno.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: ninguna. 


III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: ninguna.

IV.- Indicaciones rechazadas: 1a y 1.

V.- Indicaciones retiradas: ninguna.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.
- - - - - - - - -


Al estudio de este proyecto de ley asistió, además de los miembros de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, el Honorable Senador señor Alejandro Guillier.


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo y de la Asesora Legislativa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia.


Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor Letelier, señor Sebastián Divin; del Honorable Senador señor Matta, señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadango e Israela Rosenblum y señor José Huerta; del Honorable Senador señor García Huidobro, señor Cristian Rivas; del Honorable Senador señor Guillier, señora Natalia Alviña; del Honorable Senador señor Navarro, señor Jaime Mondría y de la Segpres, señora María Fernanda Cuevas.

- - - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las dos indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.

El proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, en el cual se contemplan tres numerales y un artículo transitorio. 
ARTÍCULO ÚNICO


El inciso tercero del artículo 75 de la Ley de Tránsito dispone la prohibición del traslado de menores de ocho años en los asientos delanteros en automóviles, camionetas, camiones y similares, excepto en aquellos de cabina simple.

El numeral 1, letra a), del Artículo único aprobado en general por el Honorable Senado, es del siguiente tenor:


“a) En el inciso tercero, sustitúyese la palabra “ocho” por “doce”.

Indicación Nº 1a


1a. Del Honorable Senador señor García Huidobro, para sustituir en el artículo 75, inciso tercero, la palabra “doce” por “diez”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, señaló que, de su experiencia en los servicios de urgencia de menores, la edad y el peso del niño constituyen los criterios fundamentales para analizar la eventual severidad de las lesiones que experimentaría el menor por causa de accidentes de tráfico, siendo tales parámetros los correctos para analizar los estándares de seguridad al respecto.


En ese sentido, destacó que la normativa internacional comparada tiende a establecer la prohibición de traslado del menor en los asientos delanteros del vehículo hasta los doce años, por lo que sugirió rechazar la indicación y mantener el límite de edad fijado en el texto aprobado en general.


Finalizó señalando que el punto anterior se ve reforzado por el hecho de que una de las principales causas de muerte de los menores lo constituyen los accidentes de tráfico.


El Honorable Senador señor Ossandón, a su turno, explicó que los parámetros de edad que fije el proyecto constituirán un elemento de compleja fiscalización, en tanto los menores no tienen la obligación de portar su cédula nacional de identidad. 

Sin perjuicio de lo anterior, subrayó que el límite promedio de doce años contemplado en la normativa internacional presenta una cierta lógica que cree necesario respetar, en virtud de las investigaciones técnicas que se han llevado a cabo para su fijación.


El Honorable Senador señor García Huidobro, señaló que para la determinación del parámetro de edad es necesario atender a las características raciales del menor, en tanto muchos menores a la temprana edad de doce años ya presentan muestras de un desarrollo corporal vigoroso.


Posteriormente, indicó que si bien existen criterios internacionales al respecto, estos últimos sólo constituyen puntos de referencia generales, que pueden no ajustarse a la realidad específica de un país.


Así, señaló que Chile ha evidenciado un alza en la altura promedio de los menores desde hace un tiempo a la fecha. En consecuencia, sugirió que en este punto más que establecer un criterio de edad, se establezcan criterios de altura y peso, factores que, en su opinión, son los fundamentales para proteger adecuadamente el traslado vehicular de menores.


Por último, en lo referente a la observación efectuada la sesión pasada, concerniente a la problemática de aplicación de esta prohibición a camionetas sin cabina doble, especialmente en zonas rurales, dejó constancia en la historia de la ley de que ello se entiende resuelto por la exención a la prohibición de traslado de menores en los asientos delanteros de los vehículos respecto de transportes con cabina simple, contemplado en la oración final del inciso tercero del artículo 75 de la Ley de Tránsito.

El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, indicó que la tendencia mundial en este ámbito es fijar la prohibición en comento en los doce años de edad. 


En esa línea, señaló que los criterios de peso y estatura determinan si el menor debe trasladarse con un sistema de retención infantil, pero no es el parámetro que se utiliza para definir la idoneidad de que aquél se sitúe en la cabina delantera. 


La razón de ello, explicó, reside en cuestiones de carácter fisiológico, en tanto el sistema muscular y óseo de los menores no se encuentra, antes de los doce años, por regla general, lo suficientemente desarrollado para exponerlos a tales riesgos, sin perjuicio de las excepciones que se susciten.


Posteriormente, señaló que el traslado de niños en los asientos delanteros tampoco resulta conveniente desde el punto de vista de la activación de los mecanismos de airbags en caso de accidente, los cuales están diseñados para su despliegue frontal en personas adultas.


Finalizó señalando que por las razones antes expuestas es que el Ejecutivo respalda la propuesta de mantener el límite de la prohibición en los doce años de edad. 


En votación esta indicación, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Girardi (Presidente) y Ossandón, y un voto a favor, del Honorable Senador señor García Huidobro, rechazó la indicación N° 1a.
- - - - - - - 

Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Navarro, para consultar un artículo transitorio, del tenor siguiente: 


“Artículo ....- Dentro de los 180 días de publicada esta ley en el Diario Oficial, la autoridad competente publicará el reglamento a través del cual se realzará la fiscalización de los sistemas de retención infantil, del mismo modo este reglamento contemplará los contenidos pedagógicos para generar una campaña comunicacional educativa y de educación escolar cívica en esta materia, con el objeto de que sea efectivo el uso de dichos aparatos de seguridad.”.    


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor García Huidobro, señaló que, en su opinión, ella es inadmisible. Sin perjuicio de lo anterior, propuso al Ejecutivo que la patrocinare, en tanto indicó que el punto comunicacional y educativo sobre el particular es fundamental.


El Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo, expresó que ya existe un reglamento sobre la materia, el cual necesariamente se tendrá que modificar con la aprobación del proyecto de ley en estudio.


En esa línea, indicó que la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET), permanentemente hace campañas sobre este tema, por lo que deberá proceder en el mismo sentido respecto de la presente iniciativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, destacó que es fundamental que las campañas comunicacionales en este punto sean eficaces, por lo que se deben continuar generando esfuerzos al respecto. En consecuencia, concordó con la idea de que las modificaciones reglamentarias se orienten en tal sentido, a fin de prevenir las lamentables consecuencias en los menores como resultado de los accidentes de tránsito.


En votación esta indicación, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente), García Huidobro y Ossandón rechazó la indicación número 1.
- - - - - - -


Como consecuencia de los acuerdos y debates anteriores, el proyecto de ley aprobado en general por la Sala del Senado, no fue objeto de modificaciones, por lo que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone que aprobéis el proyecto de ley de su primer informe, sin modificaciones, cuyo texto se transcribe literalmente, quedando como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº1, de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Justicia:


1.- Modifícase el artículo 75 de la siguiente forma:


a) En el inciso tercero, sustitúyese la palabra “ocho” por “doce”.


b) En el inciso cuarto:


i.- Elimínase la coma que sigue a la palabra “conductores”.


ii.- Reemplázase la palabra “sillas” por la expresión “sistemas de retención infantil”. 


iii.- Sustitúyese la expresión “menores de cuatro años” por la frase “de hasta 8 años, inclusive, o estatura de 135 centímetros y 33 kilogramos de peso”. 


iv.- Intercálase entre el punto seguido y la expresión “Se exceptúan”, la oración “Asimismo, este reglamento establecerá las categorías de los sistemas de retención infantil, de acuerdo a la edad, peso y estatura de los menores.”.

2.- Agrégase, en el artículo 199, el siguiente número 3: 


“3.- Conducir un vehículo infringiendo lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto del artículo 75.”.


3.- Reemplázase, en el artículo 200, el número 31 por el siguiente:


“31.- Conducir un vehículo infringiendo lo dispuesto en el número 10 y en el inciso segundo del artículo 75;”.


Artículo transitorio.- Las obligaciones contempladas en el artículo 75, inciso cuarto, serán exigibles transcurridos doce meses contados desde la publicación de esta ley.”.
- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 15 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente Accidental), Alejandro García Huidobro Sanfuentes (Jaime Orpis Bouchon), Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal y 22 de diciembre de 2015, con asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 23 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogado Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 19.733 PARA ESTABLECER UN NUEVO MARCO REGULATORIO PARA EL MERCADO DE DISTRIBUCIÓN DE IMPRESOS QUE RESGUARDA LA LIBERTAD DE PRENSA, INFORMACIÓN Y OPINIÓN

(10.479-07)
ANTECEDENTES

La forma en que se organiza actualmente el mercado de generación, distribución y venta de diarios, revistas e impresos, junto con las prácticas y estrategias de comercialización que han impulsado las empresas editoriales ha significado una importante reconfiguración de este mercado, afectando la posición de los agentes económicos que participan de él, principalmente de lis suplementeros y poniendo en riesgo bienes superiores que son esenciales en un sistema democrático. A continuación se reseñan someramente las principales consecuencias y efectos de esta nueva forma de organización productiva. 
a) En primer término, en este mercado se ha generado un acelerado proceso de integración vertical entre empresas editoriales, las empresas de distribución, las agencias y los canales de venta al público. Este encadenamiento productivo implica  que todas estas funciones son desarrolladas por distintas empresas, pero en los hechos, todas ellas responden y son ordenadas por el mismo grupo controlador. 

b) La integración económica del mercado se ha producido a partir de las empresas editoriales, lo que implica que el editor –quien define los contenidos impresos- controla toda la cadena productiva, que va desde la elaboración de la publicación hasta su venta y entrega al cliente final. 

c) Por otro lado y como consecuencia del desarrollo de este modelo integrado de producción, el mercado ha tenido una fuerte concentración de los agentes económicos, con las consecuentes pérdidas de bienestar para los consumidores. En la práctica, el mercado actual de generación y distribución de impresos se reduce a dos grandes agentes económicos que dominan ampliamente el mercado
d) Las prácticas y estrategias comerciales de distribución y venta de impresos que han impulsado las empresas editoriales y sus empresas de distribución relacionadas, han apuntado a una sustitución de los canales presenciales de venta, afectando gravemente la participación del canal suplementeros. 

e) Estas mismas prácticas y estrategias de comercialización han implicado la proliferación de nuevos canales de venta al público, deprimiendo aún más la participación en este mercado de los suplementeros, Más aún, el impacto viene dado no sólo por la generación de nuevos canales de venta, a ello se suma el establecimiento de condiciones de comercialización arbitrariamente ventajosas a favor de estos canales alternativos, generando precios diferenciados y promociones que incentivan la sustitución de canales. 

f) De hecho, algunas empresas editoriales y sus distribuidoras relacionadas, han promovido una red de canales alternativos de venta de sus productos por medio de acuerdos comerciales con redes complementarias, compuestas preferentemente por supermercados y estaciones de servicio y con la instalación de locales comerciales de venta directa a público.

g) Las empresas editoriales, especialmente las periodísticas,  han desarrollado agresivas campañas de suscripción de clientes, ofertando precios preferentes para los suscriptores, generando una enorme y creciente brecha respecto de los precios de venta de estos mismos productos al que acceden los suplementeros, quienes son tomadores del precio de tapa de estas publicaciones, sin poder competir en modo alguno con los precios fijados por la empresa para la venta a través del canal de suscripciones. 

h) Adicionalmente, los suplementeros, junto con ser tomadores de los precios de venta a público de los impresos (costo de tapa) son también tomadores de los volúmenes efectivos de distribución, los que son determinados unilateralmente por las empresas de distribución, sin que los suplementeros puedan incidir en la ampliación o restricción de estos volúmenes. 

i) Resumiendo, para los suplementeros no hay libertad en el acceso al suministro de productos para su posterior comercialización, en cambio, la empresa editorial y distribuidora tienen total libertad para acceder  a distintos canales  de distribución directa a público, determinar los volúmenes que comercializa en cada canal  y fijar los precios de venta a público por canal, ya sea a través del cobro del costo de portada del impreso o bien disminuyendo el precio –para ciertos canales- por la vía de promociones especiales. Adicionalmente, las empresas editoriales y distribuidoras aprovechan las políticas de aprovisionamiento para favorecer sus propios canales de distribución y perjudicar al canal de suplementeros. 

j) En definitiva, por la vía de los hechos, los suplementeros han dejado de ser el canal principal de distribución de diarios y revistas en el país, pese a que la ley y los acuerdos dictados  en conformidad a ésta señalan que son el principal factor de distribución.

En este escenario, existen dos tipos de situaciones genéricas que afectan gravemente la libre competencia, transparencia y eficiencia del mercado de generación, distribución y venta de diarios, revistas e impresos en nuestro país. Por un lado la integración vertical de las empresas editoriales, de distribución, agencias y canales de venta directa al público de impresos (periódicos t revistas) a través de un mismo grupo controlador. Y, por el otro, la situación de canales de venta, privilegiando la modalidad de suscripción y generando condiciones discriminatorias de venta directa a público en perjuicio  del canal de suplementeros, asignación discriminatoria de volúmenes para su distribución y venta a público y definición de pautas de distribución por canal que afectan a los suplementeros.

Ahora bien, los mayores riesgos y peligros de la integración vertical de las empresas editoriales con empresas distribuidoras, redes de comercialización y canales de venta directa al público, se encuentran en el ámbito de la libertad de prensa y en particular, de la libertad de opinión e información. En este sentido, la distribución de impresos en el país, no puede quedar entregada exclusivamente a las decisiones de las empresas editoriales ya que en la práctica implica concentrar en tres grandes agentes económicos los contenidos de la información pública  y de la manera en que la misma es distribuida a las personas, (consumidores finales de la información). 
Un riesgo cierto es que las editoriales, a través de sus empresas relacionadas de distribución, pueden impedir o restringir la distribución de impresos de editoriales más pequeñas, atentando contra la pluralidad de medios y la diversidad de contenidos, elementos que son esenciales en un sistema democrático.
Por otra parte, estos riesgos de ven acentuados cuando la integración no solo comprende a las empresas editoriales y distribuidoras, sino que alcanza también a los canales de venta a público, ya que en la medida que estos canales integrados empiezan a tener una mayor participación de mercado, crecen los riesgos de afectar la pluralidad y la igualdad de acceso de lis medios editoriales, especialmente los medios más pequeños e independientes, a los canales de distribución. 
En la medida que se mantenga este proceso de integración económica las empresas editoriales continuarán privilegiando sus propios canales de distribución, mediante la acción segmentada y discriminatoria en las prácticas de comercialización que imponen sus empresas de distribución relacionadas. Lo anterior implicará que, paulatina pero sostenidamente, irá perdiendo presencia y participación el canal suplementero, lo que terminará por reducir sustancialmente esta red nacional e independiente de distribución de impresos. 
De persistir esta situación, lo que terminará ocurriendo es que las pequeñas editoriales perderán a través del cual acceden al público quedando en manos de las empresas distribuidoras y de venta a público que son controladas por las editoriales. Este proceso engendrará un grave riesgo a la libertad de prensa, libertad esencial para la pervivencia y el fortalecimiento democrático a través de la libre circulación  de las ideas y de la información. 
Por otro lado, ya se ha explicado cómo afecta la participación de mercado del canal de suplementeros las políticas de suscripción masiva de periódicos y la situación de canales de venta, al generarse condiciones de comercialización  que favorecen  este canal sin que los suplementeros puedan competir en condiciones de igualdad. En cambio en los canales de distribución sólo se explica por las asimétricas condiciones de venta que las empresas manejan respecto de cada uno de estos canales y no ha ido aparejado de un aumento de mercado, sino que sólo ha tenido un efecto de sustitución del formato de venta a público, en directo y exclusivo perjuicio de los suplementeros.

De esta forma, las políticas de suscripción de periódicos y las políticas de distribución de impresos y de aprovisionamiento que manejan las empresas editoriales y sus distribuidoras relacionadas, han significado que, por la vía de los hechos, los suplementeros han dejado de ser el canal principal de distribución de diarios y revistas en el país. 

PROYECTO DE LEY

En base a las consideraciones expresadas en el apartado anterior, la presente iniciativa busca generar un marco regulatorio del mercado de distribución de impresos en el país, que resguarde la libertad de prensa, de opinión e información; asegure que el mercado funcione con libertad  de competencia, igualdad real de los agentes, transparencia y eficiencia y proteja la actividad de los suplementeros, haciendo efectiva la declaración de que es el principal factor o canal de distribución de impresos en el país, para lo cual en presentar el siguiente Proyecto de Ley:

Artículo Único

Introdúcese el siguiente Título III Bis

“De la prohibición de la integración vertical, a la ley N° 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo con el siguiente articulado:

Artículo 15 bis: Se prohíbe la integración vertical de las empresas editoras con empresas relacionadas en los ámbitos de la distribución, comercialización y venta directa al público de impresos. Ninguna persona natural o jurídica, ni personas vinculadas a ellas en los términos de los artículo 96 y 100 de la ley 18.045 sobre mercado de valores, podrá ser titular, controlar o administrar, al mismo tiempo podrán tener interés en más de una empresa de los rubros señalados en el inciso precedente.

Artículo 15 ter: Se prohíbe que las empresas editoras ejecuten negociaciones directas o por interpósitas personas, con los canales de distribución y venta directa al público, en las que se establezcan condiciones arbitrariamente favorables o privilegiadas de un canal de venta por sobre otro. Se entenderá que será arbitrariamente favorable o privilegiada la negociación que establezca precios distintos  a los de venta señalados en los propios periódicos, diarios, revistas y afines, en la medida que dichas condiciones no se hagan extensivas a los canales de distribución y venta directa a público que lo solicitaren.

Artículo 15 quáter: La infracción de lo preceptuado en los artículos 15 bis y 15 ter anteriores, se considerarán como hechos, actos o convenciones que impiden, restringen o entorpecen la libre competencia o que tienden a producir dichos efectos, al tenor de lo preceptuado en el artículo 3° del Decreto con Fuerza de Ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto de Ley N° 211, de 1973 los que serán corregidos, prohibidos y reprimidos en la forma y con las sanciones previstas en dicho cuerpo legal.”.

Agrega artículo transitorio

“Para los efectos de los nuevos artículos 15 bis, 15 ter y 15 quáter, las personas naturales o jurídicas descritas que a la fecha de la publicación de la presente entren en interdicción,  tendrán un plazo de un año para ajustarse al nuevo precepto.”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES LETELIER, DE URRESTI, MONTES Y QUINTEROS QUE MODIFICA LA LEY N° 18.695, ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DE MUNICIPALIDADES PARA EXCEPTUAR EN CASOS DETERMINADOS LAS INHABILIDADES ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 56 DE LA LEY N° 18.575 

(10.488-06)

CONSIDERANDO:
1.- La Ley N° 19.653, sobre Probidad Administrativa, aplicable a los órganos del Estado, modificó varios cuerpos legales, entre ellos la Ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, incorporando un nuevo Título III sobre Probidad Administrativa. En dichas normas se establece la obligación de todas las autoridades de la Administración del Estado y de los funcionarios de la Administración pública, de respetar y cumplir el principio de la probidad administrativa, el que consiste en la observancia de una conducta funcionaria intachable, y un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.
Este principio está orientado tradicionalmente a las actuaciones de los funcionarios de la Administración del Estado chileno, desarrolló su aplicación en diversos estatutos normativos y en abundante jurisprudencia de la Contraloría General de la República. Sin perjuicio de ello, fue tomado por el legislador con el objeto de darle un tratamiento orgánico y sistemático, regulando ciertas inhabilidades, estableciendo algunas incompatibilidades para el desempeño en la función pública y clarificando la prohibición de conductas especialmente contrarias al principio de probidad.
2.- Una de las inhabilidades que contempla el Título III de la Ley N° 18.575, en cuanto al ejercicio de la función pública es la relativa al parentesco. En efecto, el artículo 54°, letra b) de la referida ley establece que no podrán ingresar a cargos en la 
Administración del Estado las personas que tengan la calidad de cónyuge, hijos, adoptados o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad (es decir, padres, hijos, abuelos, nietos, hermanos, tíos, sobrinos) y segundo de afinidad inclusive (es decir, yerno, nuera, suegro, cuñado) respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del organismo de la administración civil del Estado al que postulan, hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente, inclusive.
3.- Sin embargo, la Ley N° 19.653 dispone una norma de excepción a esta regla general de inhabilidad, y señala en su disposición tercera transitoria, que los funcionarios en servicio al momento de entrada en vigencia de la ley, a quienes afecte la inhabilidad de parentesco antes señalada, deberán dejar constancia de este hecho en su declaración de intereses. Si no estuvieren obligados a presentarla, deberán efectuar una declaración simple, suscrita con ese preciso fin, la que deberán entregar al jefe de personal del servicio, o quien haga sus veces, en el plazo de sesenta días contados desde la vigencia de esta ley.
4.- Estos funcionarios no podrán desempeñarse en la unidad de trabajo en que ejerce su cargo el directivo con el cual están relacionados. De esta forma, la autoridad máxima del organismo en que se verifique esta situación deberá destinar al empleado subalterno a una oficina de distinta dependencia, en el mismo plazo fijado en el inciso anterior. La Contraloría General de la República elaborará una nómina de los funcionarios a que se refiere esta disposición, de la cual remitirá copia al Presidente de la República y a la Cámara de Diputados.
5.- Por su parte, el artículo 64° de la Ley N° 18.575, incorporado en el Título III de Probidad Administrativa por la Ley N° 19.653, dispone que las inhabilidades sobrevinientes deben ser declaradas por el funcionario afectado a su superior jerárquico dentro de los diez días siguientes a la configuración de alguna de las causales señaladas en el artículo 54°, que contempla entre otras la inhabilidad de parentesco. En el mismo acto dicho funcionario deberá presentar la renuncia a su cargo o función, salvo que la inhabilidad derivare de la designación posterior de un directivo superior, caso en el cual el subalterno en funciones deberá ser destinado a una dependencia en que no exista entre ellos una relación jerárquica. El incumplimiento de esta norma será sancionado con la medida disciplinaria de destitución del infractor.
6.- Sin perjuicio de lo anterior, cabe destacar que ni la disposición tercera transitoria de la Ley Nº 19.653, ni el artículo 64º de la Ley Nº 18.575, antes citadas, consideran  la situación que puede darse en las municipalidades respecto de funcionarios afectados  por inhabilidad sobreviniente de parentesco en relación con las autoridades electas del municipio, esto es, alcalde y concejales, puesto que las citadas normas sólo se refieren a la inhabilidad de parentesco sobreviniente respecto de un directivo superior.
7.- Señalar, que la normativa vigente al establecer las inhabilidades, en el artículo 56 letra b), es excesiva en casos concretos y determinados, ya que nos podemos encontrar con situaciones que al hacer efectiva la norma se produzca una real injusticia, como por ejemplo: un profesor de un colegio subvencionado o municipal, sobrino del alcalde de una comuna pequeña, con pocas oportunidades laborales, se encuentra con esta limitación para el desarrollo de su carrera profesional. Lo mismo puede suceder con una enfermera o funcionaria de algún servicio de salud comunal, por tanto, la regulación actual constituye un problema real que debe ser solucionado, y así no limitar el desarrollo profesional o laboral de aquellas personas que se encuentran en esta situación.
Por tanto, y con el objeto de subsanar el vicio antes señalado, es que venimos en proponer el siguiente proyecto de ley: 

PROYECTO DE LEY
"Artículo Único.- Incorpórase el siguiente inciso, que pasa a ser segundo, al artículo 42 de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior:
En el caso de la letra b) del artículo 56 de ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la administración del Estado, se exceptúan los cargos profesionales, no profesionales, técnicos y no técnicos no directivos o directivos que no sean de exclusiva confianza del alcalde en el sector de educación y salud".
(Fdo.) Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERFECCIONA EL PERMISO POSTNATAL PARENTAL Y EL EJERCICIO DEL DERECHO A SALA CUNA PARA LOS FUNCIONARIAS Y FUNCIONARIOS PÚBLICOS QUE INDICA

(10.367-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley aludido, que se inició en la Cámara de Diputados por un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria. 

Cabe señalar que la Sala, en sesión de 10 de diciembre de 2015, autorizó a la Comisión para discutir esta iniciativa en general y en particular, en el primer informe, como también para derivarla, una vez despachada, a la Comisión de Hacienda.

NORMAS DE QUÓRUM


El articulado de la iniciativa, con excepción del artículo segundo transitorio, tiene el carácter de norma de quórum calificado, por regular el ejercicio del derecho a la seguridad social, en conformidad con el número 18 del artículo 19 de la Constitución Política, requiriendo para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los senadores en ejercicio, en cumplimiento de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 66 de la misma Ley Fundamental.

OBJETIVOS PRINCIPALES DEL PROYECTO


-Establecer para las funcionarias y los funcionarios públicos la mantención del total de las remuneraciones durante el permiso postnatal parental, esto es, se consagra un tratamiento idéntico al del descanso por maternidad.

-Habilitar el ejercicio del derecho de sala cuna en la entidad empleadora del padre cuando ambos progenitores sean funcionarios públicos de algún ministerio o servicio público vinculado o de una municipalidad o universidad estatal.
ASISTENTES
 
A la sesión en que se analizó esta iniciativa concurrieron, además de los integrantes de la Comisión, la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, el Subsecretario del Trabajo señor Francisco Díaz Verdugo, la asesora del Subsecretario del Trabajo señora Claudia Donaire Gaete, el coordinador legislativo del mismo Ministerio, señor Francisco del Río Correa, los asesores legislativos señores Roberto Godoy y Ariel Rossel Zúñiga; la Subsecretaria de Previsión Social, señora Julia Urquieta, acompañada de los asesores señores Pedro Aravena, Roberto Barraza, Manuel Luna. Asimismo, estuvieron presentes, la coordinadora legislativa del Ministerio de Hacienda, señora Macarena Lobos; del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora señora Vanessa Salgado; de la Biblioteca del Congreso Nacional, la abogada señora Paola Álvarez; de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), los asesores señores Pablo Zenteno Muñoz y Fernando Carmona; del Comité Partido Comunista de la Cámara de Diputados, el asesor señor Alejandro Fuentes; del Comité del Partido por la Democracia de la Cámara de Diputados, la asesora señora Marcia Marchant; del Instituto Igualdad, la asesora señora Mariluz Valdés y el asesor señor Sebastián Divin; de la Fundación Jaime Guzmán, la asesora legislativa señora María Teresa Urrutia y el asesor señor Felipe Rossler; del Instituto Libertad y Desarrollo, el abogado señor Sergio Morales; la asesora de prensa del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Rocío Sabanegh y el fotógrafo señor Pablo Yovane.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

a) Ley N° 20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso postnatal parental, publicada el año 2011.


b) Decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud, del año 2006, referido a los Sistemas de Salud Pública y Privada.


c) Ley N° 18.196, que fija normas complementarias de administración financiera, publicada el año 1982, que en su artículo 12 se refiere al pago de licencias médicas.


d) Ley N° 19.834, Estatuto Administrativo. 


e) Ley N° 18.883, Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales.


f) Ley N° 19.117, sobre recuperación por las municipalidades o corporaciones empleadoras de sumas correspondientes a subsidios por incapacidad laboral, publicada el año 1992.


g) Ley N° 19.378, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, publicada el año 1995.


h) Ley N° 19.070, Estatuto de los Profesionales de la Educación, publicada el año 1996.


i) Decreto ley N° 3.529, de 1980, normas complementarias de administración financiera.


j) Ley N° 20.240, referida a los fiscales y funcionarios del Ministerio Público, publicada el año 2008.


k) Ley N° 19.531, referida al personal del Poder Judicial, publicada el año 1997.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje que origina este proyecto de ley enumera los siguientes aspectos centrales del mismo:

1) Derecho a mantención del total de las remuneraciones durante el permiso postnatal parental.
Las funcionarias y funcionarios públicos durante el período de permiso postnatal parental ya no se regularán por las normas sobre subsidios de incapacidad laboral establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Lo anterior tiene como consecuencia que durante la duración de ese permiso mantendrán el total de sus remuneraciones al igual que lo que hoy ocurre durante el descanso de maternidad.
2) Recuperación de los subsidios por parte de los Servicios Públicos.
Los servicios podrán recuperar de las Instituciones de Salud Previsional (ISAPRE) y del Fondo Nacional de la Salud (FONASA), cuando corresponda, las sumas equivalentes al subsidio por incapacidad laboral, con motivo del pago del permiso postnatal parental. Esta misma norma actualmente se aplica para la recuperación de las licencias médicas.
3) Establecimiento como tiempo efectivamente trabajado del período de uso del permiso postnatal parental para efectos de las remuneraciones que se indican del personal del Ministerio Público y Poder Judicial.
4) Habilitación del ejercicio del derecho de sala cuna en la entidad empleadora del padre, cuando ambos padres sean funcionarios públicos de las instituciones que se indican.

-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


- El texto de la iniciativa despachada por la Cámara de Diputados está conformado por trece artículos permanentes y dos artículos transitorios.


-Los artículos 1° y 2° del proyecto de ley establecen que las funcionarias y funcionarios públicos durante el período de permiso postnatal parental ya no se regularán por las normas sobre subsidios de incapacidad laboral establecidas en el decreto con fuerza de ley N° 44, de 1978, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, es decir, durante la duración de dicho permiso mantendrán el total de sus remuneraciones al igual que lo que hoy ocurre durante el descanso de maternidad. Para ello, se modifica el artículo 6° de la ley N° 20.545 y el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud.




-En concordancia con lo anterior, se modifican los diversos estatutos laborales que rigen a las funcionarias y funcionarios públicos, tales como, Estatuto Administrativo, Estatuto Administrativo para funcionarios Municipales, Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, Estatuto de los Profesionales de la Educación y Normas aplicables a los funcionarios regidos por el Código del Trabajo. 

-Los artículos 3°, 6° y 7° incorporan los respectivos ajustes para que los servicios puedan recuperar de las Instituciones de Salud Previsional (ISAPRE) y del Fondo Nacional de la Salud (FONASA), cuando corresponda, las sumas equivalentes al subsidio por incapacidad laboral, con motivo del pago del permiso postnatal parental.

- El artículo 10 establece que se considerará como tiempo efectivamente trabajado el período en que el personal del Ministerio Público haga uso del permiso postnatal parental para los efectos del bono de gestión institucional. 
 
-El artículo 11 también consagra que se considerará como tiempo efectivamente trabajado el período en que el personal del Poder Judicial haga uso del permiso postnatal parental para los efectos de los incrementos del bono de modernización.

-El artículo 12 preceptúa que la funcionaria podrá solicitar a su empleador que éste cumpla su obligación de proporcionar sala cuna en la entidad empleadora del padre, siendo financiado por la institución empleadora de la madre y siempre que hubieren cupos en el servicio público al cual pertenece el funcionario. Esta situación es aplicable cuando ambos padres son funcionarios públicos de algún Ministerio o servicio público que dependa o se relacione a través de él y no requerirá la celebración de un convenio entre las instituciones y los aspectos operativos serán regulados a través del reglamento.
 
-El artículo 13 regula el derecho a opción antes señalado, en el caso que ambos padres sean funcionarios públicos de una municipalidad o universidad estatal. También regula el caso en que uno de los padres sea funcionario de las instituciones antes indicadas y el otro sea funcionario de los servicios señalados en el párrafo anterior. En este caso para que opere el derecho a opción se requerirá convenio entre las instituciones empleadoras de la madre y el padre.

-El artículo primero transitorio estatuye que los artículos 1° a 11 entrarán en vigencia a contar de la fecha de publicación de la ley. Los artículos 12 y 13 entrarán en vigencia a contar de la fecha de publicación del respectivo reglamento.


-El artículo segundo transitorio regula el mayor gasto que represente la aplicación de la ley durante el primer año presupuestario de vigencia.

PRESENTACIÓN DEL MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

 
Al iniciarse el estudio de la iniciativa, la asesora del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señora Claudia Donaire, explicó los aspectos fundamentales y el propósito del proyecto de ley en estudio.

 
En primer lugar, expuso que la iniciativa considera el Protocolo de Acuerdo suscrito entre el Gobierno, la Central Unitaria de Trabajadores y la Mesa del Sector Público en el mes de noviembre de 2014, y el compromiso respecto del permiso postnatal parental que forma parte del Protocolo suscrito en julio de 2015, entre el Gobierno y la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales.

 
En ese sentido, detalló que la iniciativa propone extender el beneficio de post natal parental manteniendo el total de las remuneraciones al funcionario que hace uso de permiso postnatal parental, regular la recuperación de subsidios por parte de los Servicios Públicos, reconocer el período de permiso postnatal parental como efectivamente trabajado -para efectos del cálculo de las remuneraciones que se indican del personal del Ministerio Público y del Poder Judicial.- y habilitar el ejercicio del derecho de sala cuna en la entidad empleadora del padre, cuando ambos padres son funcionarios públicos. 

 
Seguidamente, dio cuenta del siguiente gráfico explicativo, respecto del derecho a mantención del total de las remuneraciones durante el permiso postnatal parental, para cuya finalidad introduce una serie de modificaciones legales:
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	SITUACIÓN ACTUAL
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	Subsidio
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En materia de recuperación de subsidios, la iniciativa incorpora los respectivos ajustes para que los servicios puedan recuperar de las ISAPRES y FONASA las sumas equivalentes al subsidio por incapacidad laboral, lo que también se aplicará para la recuperación de las licencias médicas.

 
Asimismo, detalló que el proyecto propone el pago del período efectivamente trabajado, mediante las remuneraciones correspondientes al Ministerio Público y el Poder Judicial, junto con garantizar el derecho a sala cuna en entidad empleadora del padre cuando madre y padre sean funcionarios públicos.

 
Finalmente, expresó que, según el informe financiero de la iniciativa, ésta supondrá un mayor gasto fiscal asociado a la mantención total de las remuneraciones de las funcionarias y funcionarios públicos durante el permiso postnatal parental, el que alcanzará los $5.900 millones anuales -efecto año completo-, considerando que el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente de los órganos y servicios públicos correspondientes.

Consultas

 
La Senadora señora Goic manifestó su respaldo a la iniciativa, toda vez que, mediante su aprobación, amplía el derecho a acceder al permiso posnatal parental e iguala su ejercicio sin atender al nivel de ingreso o al tipo de contrato que une a los padres con sus respectivos empleadores.

 
De ese modo, aseveró que el proyecto de ley resguarda adecuadamente el derecho al pleno desarrollo de los niños, particularmente durante un período que resulta fundamental para su cuidado y crianza, en igualdad de condiciones para ambos padres.

 
La Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Ximena Rincón González, agregó que la iniciativa recoge un compromiso del Ejecutivo en materia de sala cuna, de modo tal de garantizar que todos los funcionarios del sector público puedan ejercer sus derechos en condiciones favorables, desde el punto de vista remuneracional y laboral.

 
En la misma línea, añadió que el proyecto de ley apunta a equiparar el régimen jurídico aplicable entre los trabajadores, sin importar el sector en el que se desempeñen. De ese modo, detalló que las disposiciones entrarán en vigencia a contar de la fecha de publicación de la ley en el Diario Oficial, salvo en lo tocante al ejercicio del derecho a sala cuna, que entrará en vigencia a contar de la fecha de publicación del respectivo reglamento.
 
La Senadora señora Muñoz, junto con manifestar su aprobación a la iniciativa, abogó por incorporar a las funcionarias que se desempeñan en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, dependiente del Ministerio de Educación, al ejercicio del derecho a sala cuna.
 
El Senador señor Letelier, coincidió con dicha observación y solicitó a los representantes del Ejecutivo el pronto envío de una iniciativa de ley en ese sentido. Asimismo, dio cuenta de su anuencia respecto del contenido del proyecto de ley en análisis, toda vez que resuelve la problemática derivada del no pago del total de las remuneraciones al funcionario que hace uso de permiso postnatal parental, estableciendo dicho pago en igualdad de condiciones, para todos los funcionarios del sector público y se ocupa de la habilitación del ejercicio del derecho de sala cuna en las condiciones que se contemplan. A este último respecto, reiteró la necesidad de que el Ejecutivo haga llegar al Congreso Nacional un proyecto de ley que considere la situación de las funcionarias que se desempeñan en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en el sentido de poder ejercer el derecho a sala cuna.
- Puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Allamand, Larraín y Letelier, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.
-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 6° de la ley N°20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso postnatal parental en el siguiente sentido:
1. Suprímense en su inciso primero la frase “y al subsidio que éste origine” y el párrafo que sigue al punto seguido, que pasa a ser punto aparte.
2. Elimínanse en su inciso segundo las siguientes oraciones: “A este permiso no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N°18.933 y N°18.469.” y “Para ello podrá considerar la escala de remuneraciones y el grado que ella detente, entre otros factores.”.
3. Suprímense los incisos tercero y cuarto.
Artículo 2°.- Modifícase el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N°18.933 y N°18.469, en el siguiente sentido:
1. Intercálase en su inciso primero, entre las frases “hijo menor de un año” y “del personal”, la expresión “y el derecho a permiso postnatal parental”.
2. Agrégase en su inciso segundo, a continuación del vocablo “licencia” y antes de la coma, la frase “y el permiso postnatal parental”.
Artículo 3°.- Intercálase en el artículo 12 de la ley N°18.196 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente: 
“Lo dispuesto en este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los funcionarios que hagan uso del permiso postnatal parental a que se refiere el artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda: 

1. Intercálase en el inciso primero del artículo 72, entre el vocablo “licencias” y la conjunción “o”, la frase “, permiso postnatal parental”.
2. Agrégase en el artículo 111 el siguiente inciso segundo:

“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los funcionarios que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.
Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:
1. Intercálase en el inciso primero del artículo 69, entre el vocablo “licencias” y la conjunción “o”, la frase “, permiso postnatal parental”.
2. Agrégase en el artículo 110 el siguiente inciso segundo: 
“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los funcionarios que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.
Artículo 6°.- Agrégase en el inciso primero del artículo único de la ley N°19.117, que establece normas para la recuperación por municipalidades o corporaciones empleadoras de sumas correspondientes a subsidios por incapacidad laboral de funcionarios que señala, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Lo dispuesto en este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los trabajadores antes señalados que hagan uso del permiso postnatal parental a que se refiere el artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.
Artículo 7°.- Agrégase en el artículo 19 de la ley N°19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, el siguiente inciso final: 
“El personal que se rija por este Estatuto y que haga uso del permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo continuará gozando del total de sus remuneraciones durante dicho permiso. Lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto de este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los trabajadores antes señalados que hagan uso del permiso postnatal parental.”.
Artículo 8°.- Agrégase en el artículo 38 de la ley N°19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación el siguiente inciso segundo:
“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los profesionales de la educación que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.
Artículo 9°.- Intercálase en el artículo 18 del decreto ley N°3.529, de 1980, del Ministerio de Hacienda, a continuación de las palabras “licencia maternal”, la expresión “, a permiso postnatal parental”.
Artículo 10.- Agrégase en la letra a) del artículo 3° de la ley N°20.240 a continuación de la expresión “195 y 196” la frase “, así como el permiso postnatal parental del artículo 197 bis, todos”.
Artículo 11.- Agrégase en el inciso quinto del artículo 4° de la ley N°19.531 a continuación de la expresión “195 y 196”, la frase “, así como el permiso postnatal parental del artículo 197 bis, todos”.
Artículo 12.- En caso que ambos padres de un hijo menor de dos años sean funcionarios públicos de algún ministerio o servicio público que dependa o se relacione con el Gobierno a través de él, la madre podrá elegir que su empleador cumpla con la obligación establecida en el artículo 203 del Código del Trabajo en la sala cuna que disponga el servicio público empleador del padre, siendo financiado por la institución empleadora de la madre, de conformidad a lo que establezca el reglamento. 
La funcionaria que opte por hacer uso del beneficio establecido en el inciso anterior deberá dar aviso a su empleador, el cual solicitará a la institución empleadora del padre la disponibilidad de cupo para ello. En caso de existir cupos limitados, el personal de la institución empleadora del padre tendrá derecho preferente y la institución a la cual pertenece la funcionaria deberá dar cumplimiento al derecho a sala cuna conforme lo dispuesto en el artículo 203 del Código del Trabajo.
Un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda establecerá la forma en que la funcionaria comunicará a su empleador lo dispuesto en el inciso primero, la o las oportunidades en la cual podrá hacer uso del beneficio, los procedimientos a que deberán ajustarse las instituciones empleadoras de la madre y el padre y todas las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo. 
Artículo 13.- En caso que ambos padres de un hijo menor de dos años sean funcionarios públicos de alguna municipalidad o universidad estatal, la madre podrá elegir que su empleador cumpla con la  obligación establecida en el artículo 203 del Código del Trabajo en la sala cuna que disponga el servicio público empleador del padre, siempre que exista un convenio entre las instituciones empleadoras de la madre y el padre. Lo anterior también será aplicable cuando uno de los padres sea funcionario de las instituciones antes indicadas y el otro sea funcionario de los servicios señalados en el inciso primero del artículo 12.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- Los artículos 1° al 11 entrarán en vigencia a contar de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A partir de esta fecha, las funcionarias o funcionarios que se encuentren haciendo uso del permiso postnatal parental comenzarán a percibir remuneración.
Lo dispuesto en el artículo 12 entrará en vigencia a contar de la fecha de publicación del respectivo reglamento. El artículo 13 entrará en vigencia conjuntamente con el artículo 12.
Artículo segundo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente de los órganos y servicios públicos correspondientes.”.
-------


Acordado en sesión celebrada el día 16 de diciembre de 2015, con asistencia del Senador señor Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), de las Senadoras señoras Carolina Goic Boroevic y Adriana Muñoz D´Albora y los Senadores señores Andrés Allamand Zavala y Hernán Larraín Fernández.


Sala de la Comisión, a 16 de diciembre de 2015.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE PERFECCIONA EL PERMISO POSTNATAL PARENTAL Y EL EJERCICIO DEL DERECHO A SALA CUNA PARA LOS FUNCIONARIAS Y FUNCIONARIOS PÚBLICOS QUE INDICA

(10.367-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 
- - -

Cabe señalar que la Sala del Senado, en sesión de 10 de diciembre de 2015, autorizó a la Comisión de Trabajo y Previsión Social a discutir esta iniciativa en general y en particular en el primer informe. Asimismo, acordó que una vez despachado el proyecto de ley por dicha Comisión, este sea conocido por la Comisión de Hacienda, en lo que corresponde a su competencia.

- - -

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Hacienda, el Ministro, señor Rodrigo Valdés, y la Coordinadora Legislativa, señora Macarena Lobos.

De la Subsecretaría de Previsión Social, la Subsecretaria, señora Julia Urquieta y la Asesora, señora Nadia Tobar.

Del Ministerio del Trabajo, el Asesor, señor Francisco del Río.

De la Subsecretaría del Trabajo, la Asesora, señora Claudia Donaire.

De la Dirección de Presupuestos, la Analista, señora Susan Ortega, y el Asesor, señor Rodrigo Quinteros.

El Asesor del Honorable Senador Coloma, señor Álvaro Pillado.

El Asesor de la Bancada Renovación Nacional, señor David Huina.

El Asesor del Comité Partido Por la Democracia, señor Reinaldo Monárdes.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, el señor Samuel Argüello.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo expresado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en su informe sobre el proyecto de ley de la referencia.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12 y 13 permanentes, y de los artículos primero y segundo transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

- Establecer para las funcionarias y los funcionarios públicos la mantención del total de las remuneraciones durante el permiso postnatal parental, esto es, se consagra un tratamiento idéntico al del descanso por maternidad.
- Habilitar el ejercicio del derecho de sala cuna en la entidad empleadora del padre cuando ambos progenitores sean funcionarios públicos de algún ministerio o servicio público vinculado o de una municipalidad o universidad estatal.
- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, la Subsecretaría de Previsión Social, señora Julia Urquieta, efectuó una presentación, en formato power point, del siguiente tenor:

I. ANTECEDENTES DEL PROYECTO DE LEY.

Cumplimiento de Protocolo de Acuerdo

* Protocolo de Acuerdo, suscrito entre el Gobierno, la CUT y la Mesa del Sector Público, 25 de noviembre de 2014.

“Durante 2015 se enviará un proyecto de ley para que durante el período de permiso postnatal parental de las funcionarias públicas se les pague la remuneración con igual tratamiento que en el caso del descanso postnatal.”

“En el caso en que ambos padres sean funcionarios públicos, se propondrá una modificación legal en 2015 que habilite el derecho a cuidado  infantil por cualquiera de ellos”.

* El compromiso respecto del permiso postnatal parental, también es parte del Protocolo suscrito en julio de 2015 entre el Gobierno y la ANEF.

II. CONTENIDOS DEL PROYECTO DE LEY.

1. Se extiende beneficio mantención del total de las remuneraciones al  funcionario que hace uso de permiso postnatal parental. 

2.  Se regula recuperación de subsidios por parte de los Servicios Públicos.

3. Se reconoce período de permiso postnatal parental como efectivamente trabajado, para efectos del cálculo de las remuneraciones que se indican del personal del Ministerio Público y del Poder Judicial.

4. Se habilita el ejercicio del derecho de sala cuna en la entidad empleadora del padre, cuando ambos padres son funcionarios públicos.

1. Derecho a mantención del total de las remuneraciones durante el permiso postnatal parental.
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2. Recuperación de los subsidios.

Los artículos 3°, 6° y 7° incorporan los respectivos ajustes para que los Servicios puedan recuperar de las ISAPRES y FONASA, las sumas equivalentes al subsidio por incapacidad laboral. Esta misma norma se aplica para la recuperación de las licencias médicas.

* Art. 3°modifica el artículo 12 de la ley N°18.196;

* Art. 6° modifica el artículo Único de la ley N°19.117;

* Art. 7° modifica el artículo 19 de la ley  N°19.378.

El subsidio derivado del permiso postnatal parental se financia con cargo al Fondo Único de Prestaciones Familiares.

3. Tiempo efectivamente trabajado remuneraciones Ministerio Público y Poder Judicial.

[image: image4]
4. Derecho sala cuna en entidad empleadora del padre, cuando madre y padre sean funcionarios públicos.

1. El artículo 12: La madre funcionaria podrá solicitar a su empleador que cumpla la obligación de proveer sala cuna en la entidad empleadora del padre. (financiado por empleadora de la madre y siempre que hubieren cupos en el servicio público empleador del padre).

Ambos padres deben ser funcionarios públicos de algún Ministerio o servicio público. 

No se requiere de la celebración de un convenio entre las instituciones y los aspectos operativos serán regulados a través del reglamento.

2. El artículo 13: Regula el derecho para el caso que ambos padres sean funcionarios públicos de una municipalidad o universidad estatal. 

También regula el caso en que uno de los padres sea funcionario de las instituciones antes indicadas y el otro sea funcionario de los servicios señalados en el punto 1.

Para que opere el derecho a opción se requerirá convenio entre las instituciones empleadoras de la madre y el padre.

En ambos casos: La obligación legal de proveer el derecho de sala cuna sigue siendo del empleador de la funcionaria.

III. 

El proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal asociado a la mantención total de las remuneraciones de las funcionarias y funcionarios públicos durante el permiso postnatal parental, el que alcanzará los $5.900 millones anuales, efecto año completo.

El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente de los órganos y servicios públicos correspondientes.

- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Introduce modificaciones al artículo 6° de la ley N°20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso postnatal parental en el siguiente sentido:

“1. Suprímense en su inciso primero la frase “y al subsidio que éste origine” y el párrafo que sigue al punto seguido, que pasa a ser punto aparte.

2. Elimínanse en su inciso segundo las siguientes oraciones: “A este permiso no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N°18.933 y N°18.469.” y “Para ello podrá considerar la escala de remuneraciones y el grado que ella detente, entre otros factores.”.

3. Suprímense los incisos tercero y cuarto.”.

Puesto en votación el artículo 1°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 2°

Modifica el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N°18.933 y N°18.469, en el siguiente sentido:

“1. Intercálase en su inciso primero, entre las frases “hijo menor de un año” y “del personal”, la expresión “y el derecho a permiso postnatal parental”.

2. Agrégase en su inciso segundo, a continuación del vocablo “licencia” y antes de la coma, la frase “y el permiso postnatal parental”.”.
Puesto en votación el artículo 2°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 3°

Intercala en el artículo 12 de la ley N°18.196 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente: 

“Lo dispuesto en este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los funcionarios que hagan uso del permiso postnatal parental a que se refiere el artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.

Puesto en votación el artículo 3°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 4°

Introduce las siguientes modificaciones en la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda: 

“1. Intercálase en el inciso primero del artículo 72, entre el vocablo “licencias” y la conjunción “o”, la frase “, permiso postnatal parental”.
2. Agrégase en el artículo 111 el siguiente inciso segundo:

“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los funcionarios que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.”.

Puesto en votación el artículo 4°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 5°

Introduce las siguientes modificaciones en la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:
“1. Intercálase en el inciso primero del artículo 69, entre el vocablo “licencias” y la conjunción “o”, la frase “, permiso postnatal parental”.
2. Agrégase en el artículo 110 el siguiente inciso segundo: 
“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los funcionarios que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.”.

Puesto en votación el artículo 5°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 6°

Agrega en el inciso primero del artículo único de la ley N°19.117, que establece normas para la recuperación por municipalidades o corporaciones empleadoras de sumas correspondientes a subsidios por incapacidad laboral de funcionarios que señala, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Lo dispuesto en este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los trabajadores antes señalados que hagan uso del permiso postnatal parental a que se refiere el artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.

Puesto en votación el artículo 6°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 7°

Agrega en el artículo 19 de la ley N°19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, el siguiente inciso final: 

“El personal que se rija por este Estatuto y que haga uso del permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo continuará gozando del total de sus remuneraciones durante dicho permiso. Lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto de este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los trabajadores antes señalados que hagan uso del permiso postnatal parental.”.

Puesto en votación el artículo 7°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 8°

Artículo 8°.- Agrégase en el artículo 38 de la ley N°19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación el siguiente inciso segundo:

“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los profesionales de la educación que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.

Puesto en votación el artículo 8°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 9°

Artículo 9°.- Intercálase en el artículo 18 del decreto ley N°3.529, de 1980, del Ministerio de Hacienda, a continuación de las palabras “licencia maternal”, la expresión “, a permiso postnatal parental”.
Puesto en votación el artículo 9°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 10
Artículo 10.- Agrégase en la letra a) del artículo 3° de la ley N°20.240 a continuación de la expresión “195 y 196” la frase “, así como el permiso postnatal parental del artículo 197 bis, todos”.
Puesto en votación el artículo 10, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 11
Artículo 11.- Agrégase en el inciso quinto del artículo 4° de la ley N°19.531 a continuación de la expresión “195 y 196”, la frase “, así como el permiso postnatal parental del artículo 197 bis, todos”.
Puesto en votación el artículo 11, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 12
Artículo 12.- En caso que ambos padres de un hijo menor de dos años sean funcionarios públicos de algún ministerio o servicio público que dependa o se relacione con el Gobierno a través de él, la madre podrá elegir que su empleador cumpla con la obligación establecida en el artículo 203 del Código del Trabajo en la sala cuna que disponga el servicio público empleador del padre, siendo financiado por la institución empleadora de la madre, de conformidad a lo que establezca el reglamento. 
La funcionaria que opte por hacer uso del beneficio establecido en el inciso anterior deberá dar aviso a su empleador, el cual solicitará a la institución empleadora del padre la disponibilidad de cupo para ello. En caso de existir cupos limitados, el personal de la institución empleadora del padre tendrá derecho preferente y la institución a la cual pertenece la funcionaria deberá dar cumplimiento al derecho a sala cuna conforme lo dispuesto en el artículo 203 del Código del Trabajo.
Un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda establecerá la forma en que la funcionaria comunicará a su empleador lo dispuesto en el inciso primero, la o las oportunidades en la cual podrá hacer uso del beneficio, los procedimientos a que deberán ajustarse las instituciones empleadoras de la madre y el padre y todas las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo. 
Puesto en votación el artículo 12, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 13
Artículo 13.- En caso que ambos padres de un hijo menor de dos años sean funcionarios públicos de alguna municipalidad o universidad estatal, la madre podrá elegir que su empleador cumpla con la  obligación establecida en el artículo 203 del Código del Trabajo en la sala cuna que disponga el servicio público empleador del padre, siempre que exista un convenio entre las instituciones empleadoras de la madre y el padre. Lo anterior también será aplicable cuando uno de los padres sea funcionario de las instituciones antes indicadas y el otro sea funcionario de los servicios señalados en el inciso primero del artículo 12.”.

Puesto en votación el artículo 13, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero

Artículo primero.- Los artículos 1° al 11 entrarán en vigencia a contar de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A partir de esta fecha, las funcionarias o funcionarios que se encuentren haciendo uso del permiso postnatal parental comenzarán a percibir remuneración.
Lo dispuesto en el artículo 12 entrará en vigencia a contar de la fecha de publicación del respectivo reglamento. El artículo 13 entrará en vigencia conjuntamente con el artículo 12.
Puesto en votación el artículo primero, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo segundo

Artículo segundo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente de los órganos y servicios públicos correspondientes.”.
Puesto en votación el artículo segundo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 30 de octubre de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

El presente proyecto de ley tiene por objeto perfeccionar el permiso de postnatal parental y el ejercicio de derecho a sala cuna para las funcionarias o funcionarios públicos que indica. En particular, este cuerpo legal plantea:

- La mantención del total de las remuneraciones durante el permiso de postnatal parental para las funcionarias o funcionarios públicos que corresponda.

- La incorporación de mecanismos para que los servicios puedan recuperar de las Isapres y FONASA, cuando corresponda, las sumas equivalentes al subsidio de incapacidad laboral que corresponda, con motivo del pago del permiso postnatal parental.

- El establecimiento como tiempo efectivamente trabajado del período de uso del permiso postnatal parental para efectos de las remuneraciones que se indican del personal del Ministerio Público (bono de gestión institucional) y Poder Judicial (incrementos del bono de modernización).

- La habilitación del ejercicio del derecho de sala cuna en la entidad empleadora del padre, cuando ambos padres sean funcionarios públicos de las instituciones que se indican. Con todo, la obligación legal de proveer el derecho de sala cuna sigue siendo del empleador de la funcionaria.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

El proyecto de ley implica un mayor gasto fiscal asociado a la mantención total de las remuneraciones de las funcionarias o funcionarios públicos durante el permiso de postnatal parental, el que se estima alcanzará los $5.900 millones anuales.

El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley en su primer año presupuestario de vigencia, se financiará con cargo al presupuesto vigente de los órganos y servicios públicos correspondientes.”.

Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:
“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 6° de la ley N°20.545, que modifica las normas sobre protección a la maternidad e incorpora el permiso postnatal parental en el siguiente sentido:
1. Suprímense en su inciso primero la frase “y al subsidio que éste origine” y el párrafo que sigue al punto seguido, que pasa a ser punto aparte.
2. Elimínanse en su inciso segundo las siguientes oraciones: “A este permiso no le será aplicable lo dispuesto en el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio de Salud, de 2006, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N°18.933 y N°18.469.” y “Para ello podrá considerar la escala de remuneraciones y el grado que ella detente, entre otros factores.”.
3. Suprímense los incisos tercero y cuarto.
Artículo 2°.- Modifícase el artículo 153 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2005, del Ministerio de Salud, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N°2.763, de 1979, y de las leyes N°18.933 y N°18.469, en el siguiente sentido:
1. Intercálase en su inciso primero, entre las frases “hijo menor de un año” y “del personal”, la expresión “y el derecho a permiso postnatal parental”.
2. Agrégase en su inciso segundo, a continuación del vocablo “licencia” y antes de la coma, la frase “y el permiso postnatal parental”.
Artículo 3°.- Intercálase en el artículo 12 de la ley N°18.196 el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente: 
“Lo dispuesto en este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los funcionarios que hagan uso del permiso postnatal parental a que se refiere el artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.

Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°29, de 2004, del Ministerio de Hacienda: 

1. Intercálase en el inciso primero del artículo 72, entre el vocablo “licencias” y la conjunción “o”, la frase “, permiso postnatal parental”.
2. Agrégase en el artículo 111 el siguiente inciso segundo:

“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los funcionarios que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.
Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.883, que aprueba el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales:
1. Intercálase en el inciso primero del artículo 69, entre el vocablo “licencias” y la conjunción “o”, la frase “, permiso postnatal parental”.
2. Agrégase en el artículo 110 el siguiente inciso segundo: 
“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los funcionarios que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.
Artículo 6°.- Agrégase en el inciso primero del artículo único de la ley N°19.117, que establece normas para la recuperación por municipalidades o corporaciones empleadoras de sumas correspondientes a subsidios por incapacidad laboral de funcionarios que señala, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Lo dispuesto en este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los trabajadores antes señalados que hagan uso del permiso postnatal parental a que se refiere el artículo 197 bis del Código del Trabajo.”.
Artículo 7°.- Agrégase en el artículo 19 de la ley N°19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, el siguiente inciso final: 
“El personal que se rija por este Estatuto y que haga uso del permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo continuará gozando del total de sus remuneraciones durante dicho permiso. Lo dispuesto en los incisos cuarto, quinto y sexto de este artículo se aplicará en los mismos términos respecto de los trabajadores antes señalados que hagan uso del permiso postnatal parental.”.
Artículo 8°.- Agrégase en el artículo 38 de la ley N°19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1996, del Ministerio de Educación el siguiente inciso segundo:
“Durante el período de permiso postnatal parental regulado en el artículo 197 bis del Código del Trabajo, los profesionales de la educación que hagan uso de él también continuarán gozando del total de sus remuneraciones.”.
Artículo 9°.- Intercálase en el artículo 18 del decreto ley N°3.529, de 1980, del Ministerio de Hacienda, a continuación de las palabras “licencia maternal”, la expresión “, a permiso postnatal parental”.
Artículo 10.- Agrégase en la letra a) del artículo 3° de la ley N°20.240 a continuación de la expresión “195 y 196” la frase “, así como el permiso postnatal parental del artículo 197 bis, todos”.
Artículo 11.- Agrégase en el inciso quinto del artículo 4° de la ley N°19.531 a continuación de la expresión “195 y 196”, la frase “, así como el permiso postnatal parental del artículo 197 bis, todos”.
Artículo 12.- En caso que ambos padres de un hijo menor de dos años sean funcionarios públicos de algún ministerio o servicio público que dependa o se relacione con el Gobierno a través de él, la madre podrá elegir que su empleador cumpla con la obligación establecida en el artículo 203 del Código del Trabajo en la sala cuna que disponga el servicio público empleador del padre, siendo financiado por la institución empleadora de la madre, de conformidad a lo que establezca el reglamento. 
La funcionaria que opte por hacer uso del beneficio establecido en el inciso anterior deberá dar aviso a su empleador, el cual solicitará a la institución empleadora del padre la disponibilidad de cupo para ello. En caso de existir cupos limitados, el personal de la institución empleadora del padre tendrá derecho preferente y la institución a la cual pertenece la funcionaria deberá dar cumplimiento al derecho a sala cuna conforme lo dispuesto en el artículo 203 del Código del Trabajo.
Un reglamento dictado por el Ministerio de Hacienda establecerá la forma en que la funcionaria comunicará a su empleador lo dispuesto en el inciso primero, la o las oportunidades en la cual podrá hacer uso del beneficio, los procedimientos a que deberán ajustarse las instituciones empleadoras de la madre y el padre y todas las demás normas necesarias para la aplicación de este artículo. 
Artículo 13.- En caso que ambos padres de un hijo menor de dos años sean funcionarios públicos de alguna municipalidad o universidad estatal, la madre podrá elegir que su empleador cumpla con la  obligación establecida en el artículo 203 del Código del Trabajo en la sala cuna que disponga el servicio público empleador del padre, siempre que exista un convenio entre las instituciones empleadoras de la madre y el padre. Lo anterior también será aplicable cuando uno de los padres sea funcionario de las instituciones antes indicadas y el otro sea funcionario de los servicios señalados en el inciso primero del artículo 12.”.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Artículo primero.- Los artículos 1° al 11 entrarán en vigencia a contar de la fecha de publicación de esta ley en el Diario Oficial. A partir de esta fecha, las funcionarias o funcionarios que se encuentren haciendo uso del permiso postnatal parental comenzarán a percibir remuneración.
Lo dispuesto en el artículo 12 entrará en vigencia a contar de la fecha de publicación del respectivo reglamento. El artículo 13 entrará en vigencia conjuntamente con el artículo 12.
Artículo segundo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto vigente de los órganos y servicios públicos correspondientes.”.
---

Acordado en sesión celebrada el día 5 de enero de 2016, con asistencia de los Honorables Senadores señores Andrés Zaldívar Larraín (Presidente), Ricardo Lagos Weber y Carlos Montes Cisternas.
Sala de la Comisión, a 5 de enero de 2016.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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PROYECTO DE ACUERDO, PRESENTADO POR LOS SENADORES SEÑORAS LILY PÉREZ, VAN RYSSELBERGHE Y VON BAER Y SEÑORES ARAYA, COLOMA, CHAHUÁN, GARCÍA, GARCÍA-HUIDOBRO, HORVATH, LAGOS, LETELIER, ORPIS, OSSANDÓN, PÉREZ VARELA, PIZARRO, PROKURICA, TUMA, PATRICIO WALKER Y ZALDÍVAR, POR EL QUE SALUDAN A LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA CON MOTIVO DEL ACTO DE JURAMENTACIÓN DE LOS DIPUTADOS A LA ASAMBLEA NACIONAL, EXPRESANDO SUS DESEOS DE LOGRO DE ACUERDOS Y RECONCILIACIÓN

(S 1848-12)

Considerando, que el día de hoy martes 5 de enero se realizó en la ciudad de Caracas, el acto de juramentación de los Diputados a la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, elegidos en las elecciones parlamentarias del pasado 6 de diciembre de 2015.
EL SENADO DE LA REPÚBLICA DE CHILE ACUERDA, 

Saludar este importante acto democrático que da inicio a una nueva legislatura en la Asamblea Nacional de la República Bolivariana de Venezuela, en la confianza de que a través de los mecanismos legales y reglamentarios vigentes los Diputados que han jurado hoy, contribuirán al fortalecimiento de las libertades, al imperio del estado de derecho y al desarrollo económico-social de los venezolanos,

Expresar su confianza en la vocación democrática de los Diputados que integran la Asamblea Nacional, en su aspiración al logro de acuerdos y consensos cuando sea posible y en su apego a la razón y el derecho como elementos fundamentales del trabajo legislativo,

Reiterar el llamado a que en esta ocasión privilegiada que marca el inicio de esta nueva legislatura, se pueda dar un paso significativo de reconciliación y buena voluntad, liberando a los presos políticos venezolanos.

Valparaíso, 5 de enero de 2016.
(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora. - Jacqueline van Rysselberghe Herrera, Senadora.- Ena von Baer Jahn, Senadora.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- José García Ruminot, Senador.-Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.- Manuel José Ossandón Irarrázabal, Senador.- Víctor Pérez Varela, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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